
 

Acta Sesión Ordinaria 40-2005 
 

05 de julio del 2005 
 
Acta de la Sesión Ordinaria N° 40-2005 celebrada por el Concejo Municipal de Belén, a las dieciocho 
horas del cinco de julio del dos mil cinco, en el Salón de Sesiones de la Municipalidad de Belén, en 
el Distrito San Antonio. MIEMBROS PRESENTES: REGIDORES PROPIETARIOS: Lcda. Mariana 
Chaves Rodríguez quien preside.  Sr. Erick Villegas González Vicepresidente.  Sr. Marco T. Chacón 
Sánchez.  Sra. Lorena Venegas Zumbado. Ing. William Murillo Montero. REGIDORES SUPLENTES:  
Sr. Julián Alberto Venegas Campos.  Srta. Elvia González Fuentes.  María Lorena Vargas Víquez.  
Sr. Desiderio Solano Moya.  Sr. Miguel Alfaro Villalobos. SINDICOS PROPIETARIOS:  Sra.  Rita 
Eugenia Guido Quesada.  SINDICOS SUPLENTES:  Sr. José Joaquín Arguedas Miranda.  Sr.  
Marcos Arroyo Agüero.  Sra. Ligia Delgado Zumbado.  FUNCIONARIOS MUNICIPALES:  Alcaldesa 
Municipal Sra. Marielos Segura Rodríguez. Director Jurídico:  Francisco Ugarte .  Secretaria 
Municipal: Sra. Rocío Vargas Morales.  MIEMBROS AUSENTES: SINDICOS PROPIETARIOS:  
Sra. Margarita González Alfaro.    Sr.  Alexander González Pérez.  FUNCIONARIOS MUNICIPALES:  
Alcalde Municipal Víctor Víquez Bolaños. 
 

CAPITULO I 
 

REVISIÓN DEL ACTA 
 

ARTICULO 1. La Presidenta Municipal somete a aprobación el Acta N°39-2005 de la Sesión 
Ordinaria N°39-2005, celebrada el veintiocho de junio del año dos mil cinco. 
 
El Director Jurídico, Dr. Ennio Rodríguez recomienda al Concejo Municipal para su aprobación el 
acuerdo sobre el Artículo 5, del Acta No.39-2005, en los siguientes términos:  PRIMERO:  Declarar 
parcialmente con lugar el recurso de revocatoria presentado por el señor Eduardo Jenkins, cédula de 
identidad 2-132-035, en representación de la empresa Ingenieros de Centroamérica Limitada 
(INDECA, S. A.), cédula  de personería jurídica No.3-102-008893, apoderado especial de Técnicas y 
Proyectos S. A., cédula de personería jurídica A-26-71288 (TYSA) y el Consorcio INDECA-TYSA, en 
contra del acuerdo tomado en la Sesión 78-2004, que dispuso iniciar el procedimiento respectivo 
para finiquitar la contratación y decretar una resolución del contrato suscrito con su representada; tal 
declaratoria se refiere exclusivamente a la anuencia de esta municipalidad de someter el diferendo 
con la mencionada empresa, a un proceso arbitral, según los términos de la Ley 7727 del 4 de 
diciembre de 1997, sin considerar que el resto de los alegatos de la misma sean procedentes.  
SEGUNDO:  Revocar el citado acuerdo en el sentido de que la decisión  municipal ahí plasmada se 
dirige en contra del consorcio INDECA-TYSA y no como por error se indicó, quedando subsanado  el 
error material.  TERCERO:  Rechazar el recurso  de apelación, toda vez que el acuerdo municipal 
impugnado se encuentra sometido al procedimiento especial previsto en el artículo 89 de la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa.  CUARTO:  Encargar al Alcalde Municipal 
que promueva junto con  el Área de Servicios Públicos,  la Dirección Jurídica y los representantes 
del citado consorcio, los términos de un acuerdo arbitral que incluya entre otros aspecto las partes, 



 

objeto de arbitraje, naturaleza del arbitraje, derecho aplicable, reglar de procedimiento, del Tribunal 
Arbitral, del laudo, gastos.  
 
El Regidor propietario Marco Tulio Chacón indica que no está de acuerdo en votar el acuerdo para el 
Artículo 5, del Acta No.39-2005,  porque se requiere analizarlo a fondo. 
 
El Lic. Francisco Ugarte, representante de la Dirección Jurídica aclara que respecto al Artículo 5, lo 
que se encargó fue coordinar la redacción del acuerdo en conjunto con la Secretaría del Concejo, 
por lo que se presenta esta redacción corregida. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a revisión la modificación al acuerdo del Artículo 5, del 
Acta No. 39-2005, sobre el arbitraje con  el Consorcio INDECA-TYSA  para el 12 de julio del 
presente año. 
 
El Regidor Propietario, Sr. Marco Tulio Chacón, indica que con respecto al Artículo 9 del Acta No.39-
2005, no esta de acuerdo con la cláusula octava.  
 
El representante de la Dirección Jurídica, Lic. Francisco Ugarte, aclara  que, lo que se esta haciendo 
es constituyendo la servidumbre para poder dar mantenimiento a las áreas que están cerca de dicho 
lugar, en dado caso que deseen hacer la calle deben realizar los trámites necesarios. 
 
La Presidenta Municipal, Sra. Mariana Chaves Rodríguez propone la eliminación del la cláusula 
octava del Artículo 9 del Acta No. 39-2005. 
 
SE ACUERDA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Mariana Chaves 
Rodríguez, Marco Tulio Chacón Sánchez, Lorena Venegas Zumbado y William Murillo Montero  
Y UNO EN CONTRA DEL REGIDOR Erick Villegas González:  Eliminar la cláusula octava del 
Artículo 9 del Acta No. 39-2005. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Aprobar el Acta N°39-2005 de la Sesión Ordinaria N°39-2005, 
celebrada el veintiocho de junio del año dos mil cinco. 
 

CAPITULO II 
 

ASUNTOS DE TRÁMITE URGENTE A JUICIO DE LA PRESIDENTA MUNICIPAL 
 
La Presidenta Municipal Mariana Chaves Rodríguez, plantea los siguientes asuntos: 

 
ARTICULO 2. Informa que el sábado 1 de julio se realizaron las honras fúnebres del Presbítero 
Aurelio Lerena, miembro de la Orden de los Agustinos Recoletos. El Padre Aurelio fue un hombre de 
paz, de fe y de bondad; quien supo cultivar la amistad y gratitud de un pueblo durante los años que 
fungió como  Cura Párroco de Belén.  
  
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA: 
 



 

LA MUNICIPALIDAD DE BELEN 
Lamenta profundamente y expresa su mas sentido pésame por el deceso del 

 
Presbítero Aurelio Lerena 

 
Ex - Cura Párroco de Belén y miembro de la Orden de los Agustinos Recoletos 

 
Nos unimos al sentimiento de dolor que embarga a los miembros de la Orden y a su estimable 
familia,  y rogamos al Creador para que les de la fortaleza para superar su ausencia material. 

“Para aquellos que creemos en la resurrección y la vida eterna, la muerte deja de ser  
motivo de tristeza e impotencia, para convertirse en fuente de alegría y de esperanza”. 
 
ARTICULO 3. Se propone someter a discusión y aprobación en la sesión ordinaria del 12 de julio de 
2005, el Articulo 26 del acta 25, que contiene el Oficio DO.075-2005 del Ing. José Luis Zumbado 
Chaves, dirigido al Alcalde Municipal Víctor Víquez Bolaños, sobre situación real de lindero oeste y 
área pública fraccionamiento Trinidad Marín, La Asunción.. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Dejar en estudio  el artículo 6 del Acta No. 25-2005 para la 
próxima Sesión. 
 
ARTICULO 4. Con base en el informe de acuerdos pendientes del Acta 25 a Acta 33, presentado 
por la Secretaria Municipal, me permito informar  que al resolver el Oficio DO.075-2005, ya no 
quedan acuerdos pendientes de resolución por parte del Concejo Municipal. Solicita que se verifique 
si existen pendientes de resolución por parte del Concejo Municipal anterior al acta 25, para 
incluirlos en las próximas sesiones. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO: Señalar que con respecto a los asuntos pendientes 
presentados por la Secretaria del Concejo en el Artículo 33, del Acta No. 25-2005, la Presidencia 
indica que los mismos ya están resueltos por el Concejo Municipal. SEGUNDO:  Asignar a la 
Secretaria del Concejo que verifique si existen acuerdos pendientes de resolución por parte del 
Concejo Municipal anteriores al acta 25-2005, para incluirlos en las próximas sesiones. 
 
ARTICULO 5. Presenta el Oficio 2415 de la Msc. Carmen Chaves Fonseca, Directora de la Escuela 
España, con fecha de recibido 14 de junio del 2005, en el cual apunta que: por renuncia de la Sra. 
Sandra Rodríguez Mora, cédula de identidad No.2-391-465, como miembro de la Junta de 
Educación de ésta institución, solicito muy respetuosamente proceder a la elección del nuevo 
miembro.   Para lo anterior, presento la nueva terna según lo establecido: 1.  Edwin Sandí Solís, 
cédula de identidad 1-578-488.  2.  Mario A. Román Campos, cédula de identidad 1-976-049.   3.  
Kattia Varela Huertas, cédula 1-737-801. 
 
La Presidenta Municipal, Sra. Mariana Chaves Rodríguez, somete a votación la terna presentada por 
la Directora de la Escuela España y comenta que con el fin de poder votar la misma, lo ideal es 
conocer la trayectoria de los elegibles, pero que aplicando el tema de género de la Ley de Igualdad 
Real y las políticas internas de la Municipalidad, se propone elegir a la única mujer que se presenta 
en la terna, Sra. Kattia Varela Huertas.  
 



 

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  Nombrar a la Sra. Kattia Varela 
Huertas como miembro de la Junta de Educación de la Escuela España y  convocarla  para el 
próximo  12 de julio del presente año para la respectiva juramentación. 
 
ARTICULO 6. Se informa que en la Sesión Ordinaria del 12 de julio de 2005 se tratarán los 
siguientes asuntos: 
 DO.075-2005  
 MB 027-2005 
 DJ 177-2005 
 MEM 115-2005 
 Dictamen de la Comisión de Presupuesto 
 
ARTICULO 7. Se programa sesiones extraordinarias para los días 21 de julio y 11 de agosto con los 
siguientes asuntos a tratar:  21 de julio:   6:00 p.m. Exposición de la empresa Desarrollos Naturales 
para el Ambiente  7:00 p.m.  Exposición de la Alcaldía Municipal del Plan Operativo Anual 2006;  11 
de agosto:  Presentación por parte de la  Comunidad del Proyecto  Belén 2030 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO: Convocar a Sesión Extraordinaria para el jueves 21 
de julio  a las 6:00 p.m.  con la siguiente agenda: 6:00 p.m.  Exposición de la empresa Desarrollos 
Naturales para el Ambiente  7:00 p.m.  Exposición de la Alcaldía Municipal del Plan Operativo Anual 
2006. SEGUNDO:  Invitar para a la exposición de la empresa Desarrollos Naturales para el 
Ambiente al Ing. Davis Rodríguez, al Arq. Héctor Rodríguez y a los Directores de Áreas de la 
Municipalidad de Belén. TERCERO:  Convocar a Sesión Extraordinaria para el jueves 11 de agosto 
a las 6:00 p.m., con la siguiente agenda:  Presentación por parte de la  Comunidad del Proyecto  
Belén 2030. 
 

CAPITULO III 
 

LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACIÓN DE LA CORRESPONDENCIA. 
 

ARTICULO 8. Se conoce el Oficio 2639 de Javier Gasteazoro Escolán, en su condición de 
Apoderado Legal, Grupo Roble Internacional de Costa Rica, S.A., Propiedades IRH de Costa Rica, 
S.A., Desarrollos Los Pinos de Guachipelín, S.A., Parque Central, S.A., para notificaciones por 
medio del fax 271 07 30.  Interpone en tiempo y forma recurso de apelación ante el Tribunal Superior 
Contencioso Administrativo, en contra de la denegatoria de disponibilidad de agua a su representada 
acordada mediante Artículo 7 de la Sesión Ordinaria 36-2005 del 14 de junio de 2005 de ese 
Concejo Municipal, notificada el 24 de junio de 2005. 
 
Antecedentes:  Su representada sometió a estudio del Honorable Municipal, con fecha 28 de 
setiembre de 2004, una solicitud de Disponibilidad de Agua, distinguida con el número 2004-
0003645.  Esta solicitud forma parte del proyecto de desarrollo urbanístico denominado La Arboleda, 
cuyo anteproyecto fue presentado a conocimiento de ese Gobierno Local en agosto de 2004.  A lo 
largo de la tramitación del referido anteproyecto, su representada ha cumplido a cabalidad con los 
requerimientos y estudios solicitados de acuerdo con las disposiciones vigentes, al punto que en el 
artículo 10 de la Sesión Ordinaria 02-2005 del 11 de enero de 2005, se conoció el informe en virtud 



 

del cual se dictaminó que la propuesta presentada por el Grupo Roble con el número de tramite 
4735 “es consecuente con el dictamen de la Comisión de Obras” y se acordó por unanimidad 
someterlo al estudio del Concejo Municipal.  En lo que concierne la solicitud de disponibilidad de 
agua, esta se apegó a lo establecido en la reglamentación denominada: “Requisitos mínimos para 
valoración de disponibilidad de agua para desarrollos habitacionales o etapas de estos, a 
contabilizar en urbanizaciones, filiales de condominios y complejos residenciales”, aprobado por el 
Concejo Municipal en sesión ordinaria 44-2004 de 13 de julio de 2004. 
 
Acuerdo impugnado:  La parte dispositiva del acuerdo que impugnamos es la siguiente:  Artículo 
7.- ... POR LO TANTO:  A partir del referido análisis, y motivados en las consideraciones expuestas, 
este Concejo Municipal acuerda sostener la tesis seguida por el Principio Precautorio y al Principio In 
dubio Pro Natura en resguardo a los derechos fundamentales de los habitantes del cantón de Belén 
consagrados en el artículo 50 de la Constitución Política; y rechazar la solicitud de disponibilidad de 
agua potable para el proyecto denominado Condominio la Arboleda, presentado por GRUPO 
ROBLE INTERNACIONAL DE COSTA RICA, S.A.; PROPIEDADES IRH DE COSTA RICA, S.A.; 
DESARROLLO LOS PINOS DE GUACHIPELIN, S.A. y PARQUE CENTRAL, S.A., denegando la 
disponibilidad de agua potable para dicho proyecto. 
 
Motivación del acuerdo impugnado:  Tal y como consta en el acta, la motivación de la decisión 
administrativa de rechazo de la solicitud de disponibilidad de agua está basada en los siguientes 
considerandos:  “PRIMERO: Que el artículo 169 de la Constitución Política, los artículos 4º y 113 de 
la ley General de la Administración Pública, el artículo 58 inciso 6 de la Ley de Planificación Urbana, 
los artículos 3º y 4º inciso c del Código Municipal, La  ley de Aguas, la Ley General de Agua Potable, 
La Ley General de Salud, el Reglamento para la calidad de Agua Potable, los artículos 4º, 5º y 11 del 
Reglamento para la Operación y administración del Acueducto de la Municipalidad, y las Políticas de 
Requisitos mínimos para la Valoración de Disponibilidad de Agua para Desarrollos Habitacionales o 
Etapas de Estos, a contabilizar en Urbanizaciones, Filiales de Condominios y Complejos 
residenciales emitida por la Municipalidad de Belén, consagran la competencia exclusiva de la 
Municipalidad de Belén, de atender lo intereses y servicios locales de su jurisdicción, 
específicamente en lo referente al servicio de agua potable del Cantón de Belén. 
 
SEGUNDO: Que la Jurisprudencia de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ha 
reconocido las atribuciones citadas en el aparte anterior, a través de las resoluciones 1684-91,3019-
91, 6706-93,144-95, 1108-96, 2002-08696, 5445-99,y 2001-00591, entre otras.  De interés para la 
resolución de la petición que se presenta en este momento consideramos oportuno indicar que la 
Sala Constitucional desde hace muchos años ha dejado claro en sus resoluciones que “la esfera de 
competencia y definición de atribuciones que tienen encomendadas las municipalidades se 
determinan en la propia Carta Fundamental, en tanto se refieren estrictamente a lo "local". Debe 
entenderse el mandato constitucional como una reserva de competencia material en favor de los 
gobiernos locales y de su reglamento para definir "lo local", ámbito que sólo puede ser reducido por 
ley -por tratarse de materia constitucional y de un verdadero derecho a favor de estas instituciones-, 
de manera tal que conduzca al mantenimiento de la integridad de los servicios e intereses 
locales”.(Voto 5445-99 de las catorce horas con treinta minutos del catorce de julio de mil 
novecientos noventa y nueve). 
 



 

Pero además de lo anterior, la Sala Constitucional ha sido mucho más amplia al explicar los 
verdaderos alcances de la autonomía municipal en lo que al manejo político administrativo de los 
intereses locales se refiere; situación que en el caso que nos ocupa en relación a la solicitud de 
disponibilidad de agua potable para el proyecto que se pretende desarrollar, adquiere una mayor 
relevancia, dado que estamos en presencia del recurso hídrico, el cual resulta un recurso estratégico 
para la actuación y gestión municipal en todos su ámbitos; un recurso que en caso de llegar a faltar 
(total o parcialmente) afectaría la esencia misma de esta Municipalidad, su razón de ser y que es EL 
PUEBLO, LA COMUNIDAD DE BELEN.  Siendo así es claro entonces que bajo esta autonomía 
municipal tenemos más que el derecho, LA OBLIGACIÓN de velar por el resguardo y salvaguarda 
de los intereses locales que de modo alguno puedan afectar a la comunidad de Belén; autonomía 
que para el caso que nos ocupa ha sido dimensionada por la Sala Constitucional como “la capacidad 
de fijación de planes y programas del gobierno local, por lo que va unida a la potestad de la 
municipalidad para dictar su propio presupuesto, expresión de las políticas previamente definidas 
por el Concejo, capacidad, que a su vez, es política. Esta posición coincide con la mayoritaria de 
la doctrina, en la que se ha dicho que el rango típico de la autonomía local reside en el hecho de que 
el órgano fundamental del ente territorial es el pueblo como cuerpo electoral y de que, 
consiguientemente, de aquél deriva su orientación política-administrativa, no del Estado, sino 
de la propia comunidad, o sea, de la mayoría electoral de esa misma comunidad, con la 
consecuencia de que tal orientación política puede diverger de la del Gobierno de la República y aún 
contrariarla, ahí donde no haya correspondencia de mayorías entre la comunidad estatal y la 
local”.(Voto 5445-99 de las catorce horas con treinta minutos del catorce de julio de mil novecientos 
noventa y nueve). 
 
Siendo así, mal haría este Concejo Municipal en adoptar acuerdos, que como actos administrativos, 
no se orienten a proteger la esfera de intereses del pueblo belemita como origen de su propia 
existencia, de su autoridad y finalmente de su autonomía, instituida por el constituyente 
precisamente para garantizar esa independencia de acción para la protección de tales intereses 
locales.  TERCERO: Que en razón de lo anterior la Municipalidad de Belén, está obligada a controlar 
la disponibilidad del recurso hídrico que administra como un servicio propio de su esfera 
competencial, para lo cual debe considerar el establecer un crecimiento planificado y controlado de 
todo proyecto constructivo que requiera del servicio de agua potable, atendiendo a los criterios de 
densidad y cobertura, contenidos en el Plan Regulador del Cantón de Belén, entre otros.  CUARTO: 
Que en el ejercicio de las Potestades de Imperio y sobre todo de la Autonomía Municipal, la 
Municipalidad de Belén puede y sobre todo DEBE en virtud del mandato delegado por el pueblo de 
Belén, regular y establecer políticas en todas las áreas de su quehacer, a fin de garantizar una 
prestación adecuada de los servicios. 
 
QUINTO: SOBRE LA POLÍTICA MUNICIPAL DENOMINADA “REQUISITOS MÍNIMOS PARA 
VALORACIÓN DE DISPONIBILIDAD DE AGUA PARA DESARROLLOS HABITACIONALES O 
ETAPAS DE ESTOS, A CONTABILIZAR EN URBANIZACIONES, FILIALES DE CONDOMINIOS Y 
COMPLEJOS RESIDENCIALES”.  Que el acuerdo del Concejo Municipal tomado en la sesión 
ordinaria número 44-2004, y publicado  en La Gaceta número 147 del miércoles 28 de julio de 2004, 
no corresponde a un Reglamento, sino a una “Modificación de la Política de Regulación Anual de 
Crecimiento Urbano”; siendo claro que no se está en presencia de una regulación reglamentaria, 
sino programática de los intereses locales propios que administra y debe resguardar la 



 

Municipalidad, que ha sido emitida por el Concejo Municipal de Belén en ejercicio de su autonomía 
política y en estricto apego a lo indicado por la Sala Constitucional, quien ha dicho “..., que la 
autonomía política es una posición jurídica, que se expresa en la potestad de conducir una 
línea política propia entendida como posibilidad, en orden a una determinada esfera de 
intereses y competencias, de establecer una línea propia de acción o un programa propio, 
con poderes propios y propia responsabilidad acerca de la oportunidad y la utilidad de sus 
actos.””.(Voto 5445-99 de las catorce horas con treinta minutos del catorce de julio de mil 
novecientos noventa y nueve). 
 
Por lo anterior es claro que este Concejo Municipal siempre ha mantenido la posibilidad de valorar a 
partir de la información mínima exigida en dicha política la viabilidad del otorgamiento o denegatoria 
de la disponibilidad de agua. En este aspecto y en esta materia tan sensible por afectar los derechos 
fundamentales de los habitantes del Cantón de Belén, no podría considerarse que el Concejo 
Municipal habría de modo alguno renunciado a la discrecionalidad que le corresponde en la 
valoración de los intereses locales y que le han sido conferidos por el artículo 169 constitucional, 
concretizados en el artículo 4 inciso c) y en el artículo 13 inciso d) del Código Municipal, dado que 
esta valoración no podría ser restringida, ni siquiera en un Reglamento, que en tal caso podría ser 
inconstitucional en la medida que afecte esa valoración amplia requerida en materia de la 
administración de los intereses locales.  En el mismo sentido, se hace necesario precisar, que se 
deben interpretar las disposiciones del Concejo Municipal, en la dirección más racional, en la que 
mejor corresponda al bienestar de la Colectividad Belemita, acorde a las necesidades y 
conveniencias del pueblo integrante del Cantón. Es decir, para su correcta interpretación las normas 
inmersas en el ordenamiento jurídico vigente, deberán relacionarse con la realidad social del tiempo 
en que han de ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de ellas. Además, 
las reglamentaciones municipales, así como las normas jurídicas no deben interpretarse 
aisladamente sino en armonía con otras que regulen la misma materia o sean conexas." (BRENES 
CORDOBA, Alberto; Tratado de las Personas, Volumen I, San José, Editorial Juricentro, 1986, pp. 
74- 75, 76-77)  
 
Por lo anterior que este Concejo Municipal haya establecido la política de “Valoración de la 
Disponibilidad de Agua Potable”, implica, y así debe entenderse, que con el cumplimiento de las 
condiciones indicadas en dicho documento, el solicitante del servicio o los servicios, adquiere el 
irrestricto derecho a que su solicitud sea valorada de conformidad con los principios elementales de 
la ciencia, la técnica, la justicia, la lógica o conveniencia, de acuerdo a las condiciones del momento 
en que se debe tomar la decisión, mediante la aplicación de la Potestad discrecional del Gobierno 
Municipal en esta valoración, la cual evidentemente debe considerar la no afectación de una 
colectividad con derechos fundamentales constitucionalmente consagrados, por los que este 
Concejo Municipal debe velar.  En el mismo sentido se debe comprender, que con la presentación y 
cumplimiento de las condiciones solicitadas al administrado en la política de “Valoración de la 
Disponibilidad de Agua Potable”, lo que se pretende, es previamente someter a nivel interno, la 
valoración de la disponibilidad de agua potable que pueda ser abastecida, a los nuevos solicitantes 
juntamente con la totalidad  de la población actual; sin que sea posible que esto implique de modo 
alguno obligatoriedad de otorgar tal disponibilidad ante la posibilidad de que uno u otro (solicitante y 
comunidad) puedan verse afectados por un desabastecimiento, en cantidad o calidad del agua. Por 
consiguiente tal otorgamiento de una disponibilidad de agua debe contar con los elementos de juicio 



 

suficientes para proceder afirmativa o negativamente, y así poder determinar la viabilidad de dicho 
otorgamiento.  Es decir, el cumplimiento de las políticas de regulación, de manera alguna implica 
que el Concejo Municipal esté en la obligación de otorgar dicho servicio.  
 
Cabe destacar y reiterar, que dentro de la etapa previa de Valoración propia del Concejo Municipal 
en cuanto a la disponibilidad de agua, además de las condiciones requeridas al urbanizador, o 
cualquiera que sea su denominación, se debe garantizar a la población del Cantón, que el servicio 
que se les brinda actualmente, no desmejore o peligre de no continuar siendo suministrado, y este 
peligro evidentemente no solo se limita a la cantidad sino que también abarca la calidad del agua 
potable suministrada.  De ahí que, estamos en presencia de una efectiva Potestad discrecional de la 
Administración Municipal de otorgar o no los servicios solicitados, por un asunto de conveniencia 
colectiva, como corolario del respeto a los derechos fundamentales de los munícipes del cantón que 
se puedan ver afectados con una decisión que no se ajuste a esos criterios de conveniencia que el 
Concejo Municipal debe valorar.  SEXTO: Que respecto al tema de las potestades regladas y 
discrecionales de un acto administrativo relacionado con el principio de legalidad que rige toda 
actuación de la Administración Pública, debe recordarse que un principio fundamental de todo el 
actuar administrativo es el contenido en los numerales 11 de nuestra Constitución Política y 11 de la 
Ley General de la Administración Pública; esto es el principio de legalidad, de acuerdo con el cual la 
Administración se encuentra sujeta a todo el ordenamiento jurídico y sus funcionarios públicos no 
pueden arrogarse facultades que la Ley, y el ordenamiento jurídico nos les concede.  Así las cosas, 
toda actuación administrativa debe estar autorizada en el ordenamiento jurídico. Ello no significa que 
todos y cada uno de los elementos del acto deban estar previstos en el ordenamiento jurídico, pero 
sí debe estar expresamente previsto su ejercicio. Así, aquellos aspectos que se encuentren 
regulados expresamente son de obligatorio acatamiento para los funcionarios públicos. En otras 
ocasiones el ejercicio de la potestad remite a la estimación subjetiva de la Administración, sujeta a 
los límites que en cuanto a discrecionalidad contiene nuestro ordenamiento (véase por ejemplo los 
artículos 15, 16 y 17 de la Ley General de la Administración Pública). (Ver sobre el tema Dictamen 
de la Procuraduría General de la República número C-181-2003, del 16 de junio del 2003). 
 
Doctrinariamente se distingue entre las potestades regladas y las discrecionales de la siguiente 
forma:  "El ejercicio de las potestades regladas reduce a la Administración a la constatación 
(accertamento, en el expresivo concepto italiano) del supuesto de hecho legalmente definido de 
manera completa y a aplicar en presencia del mismo lo que la propia Ley ha determinado también 
agotadoramente. Hay un proceso aplicativo de la Ley que no deja resquicio a juicio subjetivo 
ninguno, salvo a la constatación o verificación del supuesto mismo para contrastarlo con el tipo legal. 
La decisión en que consista el ejercicio de la potestad es obligatoria en presencia de dicho supuesto 
y su contenido no puede ser configurado libremente por la Administración, sino que ha de limitarse a 
lo que la propia Ley ha previsto sobre ese contenido de modo preciso y completo…   Por diferencia 
de esa manera de actuar, el ejercicio de las potestades discrecionales de la Administración comporta 
un elemento sustancial diferente: La inclusión en el proceso aplicativo de la Ley una estimación 
subjetiva de la propia Administración con la que se completa el cuadro legal que condiciona el 
ejercicio de la potestad o su contenido particular. Ha de notarse, sin embargo, que esa estimación 
subjetiva no es una facultad extra–legal, que surja de un supuesto poder originario de la 
Administración, anterior o marginal al Derecho; es, por el contrario, una estimación cuya relevancia 
viene de haber sido llamada expresamente por la Ley que ha configurado la potestad y que se la ha 



 

atribuido a la Administración justamente con ese carácter. (…) No hay, pues, discrecionalidad al 
margen de la Ley, sino justamente sólo en virtud de la Ley y en la medida en que la Ley haya 
dispuesto." (Eduardo García de Enterría y Tomás–Ramón Fernández, Curso de Derecho 
Administrativo, Editorial Civitas, España, 1978, pág. 268)" (Dictamen C-174-98 de 20 de agosto de 
1998). 
 
En lo que estamos claros, es que el Concejo Municipal, tiene la potestad discrecional de autorizar o 
denegar el suministro de los servicios que presta, cuando existan motivos reales que justifiquen 
cualquier decisión (positiva o negativa), siendo que  tal discrecionalidad se encuentra sujeta a los 
dispuesto en los artículos 15, 16 y 17 de la Ley General de la Administración Pública, que a la letra 
disponen:  "Artículo 15.-  1. La discrecionalidad podrá darse incluso por ausencia de ley en el 
caso concreto, pero estará sometida a los límites que le impone el ordenamiento jurídico 
expresa o implícitamente, para lograr que su ejercicio sea eficiente y razonable. 2. El Juez 
ejercerá contralor de legalidad sobre los aspectos reglados del acto discrecional y sobre la 
observancia de sus límites. Artículo 16.-  1. En ningún caso podrán dictarse actos contrarios a 
reglas unívocas de la ciencia o de la técnica, o a principios elementales de justicia, lógica o 
conveniencia. 2. El Juez podrá controlar la conformidad de estas reglas no jurídicas de los 
elementos discrecionales del acto, como si ejerciera contralor de legalidad.  
 
Artículo 17.-  La discrecionalidad estará limitada por los derechos del particular frente a ella, 
salvo texto legal en contrario." (Los resaltados no son del original).  Y sobre el tema de la 
discrecionalidad, la Sala Constitucional ha señalado que:  "En el ejercicio de su actividad 
discrecional la Administración actúa de acuerdo a normas o criterios no jurídicos, vale decir, no 
legislativos, constituidos por datos que, en la especie concreta, se vinculan a exigencias de la 
técnica o de la política, y que representan el mérito, oportunidad o conveniencia del respectivo acto; 
al emitir éste, la Administración debe acomodar su conducta a dichos actos, valorándolos, de ahí lo 
discrecional de su actividad.- En el proceso teleológico que se verifica en la emisión del reglamento 
de ejecución, la Administración debe acatar los límites de la ley y a su vez agregar experiencia y 
juicios propios.- Es una valoración de las circunstancias que rodean la materia. La potestad 
discrecional es, pues, elección de comportamiento en el marco de una realización de valores." 
(Resolución Nº 2478-94 de 26 de mayo de 1994).  En el mismo sentido, pero en fecha más reciente, 
la Sala Constitucional ha afirmado lo siguiente:  
 
"I. - BENEFICIOS Y DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA.- En el Estado de Derecho, la 
actuación de la Administración Pública se desarrolla dentro del orden jurídico y de acuerdo con los 
fines de la ley. Este principio esencial puede hallar satisfacción en grados diferentes, dando lugar a 
dos formas en que la Administración ejerce su poder: la actividad reglada, o vinculada, y la actividad 
discrecional. Así, los actos que la Administración emite en ejercicio de una u otra de ellas son 
llamados actos reglados o discrecionales, respectivamente. Si bien, ambos tipos de actividad 
persiguen ejecutar la ley, entendida aquí en un sentido amplio (Constitución, ley formal y ley 
material), en el ejercicio de la primera –la actividad reglada–, la Administración permanece 
estrictamente vinculada a una o más normas cuyo contenido establece reglas precisas de conducta, 
que deben ser observadas celosamente, y que predeterminan y reglan la emisión del acto 
resultante. Es por esta razón que, comúnmente, se habla de una predeterminación específica de la 
conducta administrativa: en presencia de una determinada situación de hecho, se espera que la 



 

Administración adopte una decisión también determinada; en otras palabras, ella puede elegir entre 
varias posibles decisiones qué conducta a seguirse le está señalada de antemano por la regla de 
derecho. En el ejercicio de la actividad discrecional, en cambio, la Administración actúa con mayor 
libertad, ya que su conducta no está predeterminada por normas legales, sino por una finalidad 
legal (o supra legal) que la actividad administrativa está llamada a realizar. Por consiguiente, se ha 
afirmado que esta predeterminación de la conducta administrativa puede calificarse de genérica. La 
Administración no está aquí constreñida por una norma a adoptar determinada decisión: en 
presencia de determinados hechos o situaciones, queda facultada para valorarlos o apreciarlos, y 
resolver luego si, de acuerdo a tales hechos o situaciones, se cumple o no la finalidad perseguida 
por la norma. Por ello, se ha afirmado que más que un juicio de legalidad, la Administración realiza 
aquí un juicio de oportunidad, pues al respecto la Administración tiene libertad para la selección de 
criterios y de fórmulas. Sin embargo, la dicotomía resultante en la actividad administrativa según si 
ésta es reglada o discrecional, es, de alguna manera, más aparente –epidérmica, si se quiere– que 
real: en efecto, sin importar si la actividad administrativa se desarrolla de uno u otro modo, se 
entiende que debe desenvolverse siempre dentro del ámbito jurídico–legal. Por eso se ha dicho, 
con acierto, que la división de la Administración en reglada y discrecional, vale como clasificación 
de los modos de ejecutarse la ley. En ejercicio de la actividad reglada la Administración actúa de 
acuerdo a normas legislativas, sean éstas formales o materiales. En contraste, en el ejercicio de su 
actividad discrecional, la Administración actúa de acuerdo a normas o criterios no legislativos –pues 
la actividad administrativa en este caso no está predeterminada por normas legales, sean éstas 
constitucionales o meramente legislativas, formales o materiales–, pero en el entendido de que tal 
actividad queda determinada, por un lado, por datos revelados por la técnica o la política con 
relación al caso concreto que se considere (datos que representan el mérito, oportunidad o 
conveniencia del acto) y, por el otro, por una finalidad esencial que le impone el ordenamiento 
jurídico. Por lo tanto, al emitir el acto discrecional, la Administración debe acomodar su conducta a 
dichos datos, valorándolos de conformidad con el objetivo perseguido –de ahí lo discrecional de su 
actividad –; y por eso se ha dicho que potestad discrecional es, pues, elección de comportamiento 
en el marco de una realización de valores. De ahí que, a la sazón, potestad discrecional significa 
que el orden jurídico presta validez jurídica a todo medio considerado como adecuado para la 
realización del valor de que se trate. En este punto, queda claro que aunque se califique a la 
actividad discrecional de la Administración como enteramente libre, en realidad su ejercicio ha de 
mantenerse dentro del ámbito que le es impuesto por el orden jurídico vigente, que obliga al órgano 
administrativo a respetar celosamente la finalidad de la norma y los respectivos valores morales que 
la informan (el elemento moral es fundamento indispensable de todo acto administrativo, sea éste 
reglado o discrecional). En consecuencia, discrecionalidad no equivale –ni puede equivaler– a 
arbitrariedad. La primera está rodeada de juridicidad; la segunda de antijuridicidad. Así, el acto 
administrativo discrecional es necesariamente legítimo y el acto arbitrario, en cambio, es siempre 
ilegítimo: el acto administrativo discrecional tiende a satisfacer los fines de la ley, es decir, los 
intereses públicos, mientras que el acto arbitrario, aun aparentando a veces legitimidad, se aparta 
de la finalidad a que el acto emitido debe responder, y produce el vicio conocido como desviación 
de poder. La diferencia entre acto discrecional y acto arbitrario es evidentemente teleológica. La 
arbitrariedad, se ha dicho, hace caso omiso de los fines de la ley para evadirlos o contrariarlos. Y 
aunque ambas –discrecionalidad y arbitrariedad– están inmersas en la noción del ejercicio de 
libertad, en realidad son sustancialmente diferentes, en virtud de que la primera responde al 
ejercicio de una libertad que se ve limitada por el fin a que debe responder el acto correspondiente, 



 

en tanto que la segunda se corresponde con una libertad desenfrenada y mal orientada. 
Consecuentemente, cualquier acto discrecional de la Administración debe ser capaz de resistir una 
análisis de la razonabilidad de su contenido y sus fundamentos, como es el caso de las normas 
previstas al emitirse un Reglamento como el que aquí nos ocupa." (Resolución 01-12953 de 18 de 
diciembre del 2001)  
 
Por lo tanto, no puede pretenderse otorgar una discrecionalidad sin restricciones, puesto que el fin 
que la norma se convierte en un parámetro para valorar la razonabilidad del acto de ejecución de 
ésta, así como los criterios de las reglas unívocas de la ciencia o de la técnica, los principios 
elementales de justicia, lógica o la conveniencia.  Conveniencia que al estar debidamente 
respaldada y motivada, permitiría al Concejo Municipal entrar a VALORAR en cuanto a la 
disponibilidad de agua, además de las condiciones requeridas al urbanizador, la existencia de 
condiciones que garanticen a la población del Cantón, que el servicio que se les brinda actualmente, 
no desmejore o peligre de no continuar siendo suministrado, y este peligro evidentemente no solo se 
limita a la cantidad sino que también abarca la calidad del agua potable suministrada.  De ahí que, 
estamos en presencia de una efectiva Potestad discrecional de otorgar o no los servicios solicitados, 
por un asunto de conveniencia colectiva, como corolario del respeto a los derechos fundamentales 
de los munícipes del cantón que se puedan ver afectados con una decisión que no se ajuste a esos 
criterios de conveniencia que el Concejo Municipal debe valorar. 
 
En el mismo sentido, tanto la doctrina como la jurisprudencia han definido la discrecionalidad, por 
oposición a la potestad reglada, como la "libertad de elección" del ente administrativo entre 
alternativas igualmente válidas en cuanto a motivo y contenido del acto. La Sala Constitucional ha 
manifestado al respecto:  "…característico de la potestad discrecional es la pluralidad de soluciones 
posibles como consecuencia de su ejercicio, que lleva implícita una libertad de elección, inclusive 
aplicando, de estimarse conveniente, otros criterios materiales diferentes a lo jurídico…" (Voto N° 
1684-91 de las dieciséis horas del veintiocho de agosto de mil novecientos noventa y uno).  "…La 
potestad discrecional es, pues, elección de comportamiento en el marco de una realización de 
valores…" (Voto 2478-94 de las catorce horas treinta minutos del veintiséis de mayo de mil 
novecientos noventa y cuatro).  En ese sentido, la Sala Constitucional sigue la posición de la 
doctrina sobre el carácter de la potestad discrecional. En efecto, García de Enterría señala sobre 
este punto:  « ...el ejercicio de las potestades discrecionales de la Administración comporta un 
elemento sustancialmente diferente : la inclusión en el proceso aplicativo de la Ley de una 
estimación subjetiva de la propia Administración con la que se completa el cuadro legal que 
condiciona el ejercicio de la potestad o su contenido particular. Ha de notarse, sin embargo, que esa 
estimación subjetiva no es una facultad extra-legal, que surja de un supuesto poder originario de la 
Administración anterior o marginal al Derecho; es, por el contrario, una estimación cuya relevancia 
viene de haber sido llamada expresamente por la Ley que ha configurado la potestad y que se la ha 
atribuido a la Administración justamente con ese carácter. Por eso la discrecionalidad, frente a lo que 
pretendía la antigua doctrina, no es un supuesto de libertad de la Administración frente a la norma ; 
más bien, por el contrario, la discrecionalidad es un caso típico de remisión legal : la norma remite 
parcialmente para completar el cuadro regulativo de la potestad y de sus condiciones de ejercicio a 
una estimación administrativa, sólo que no realizada por vía normativa general, sino analíticamente, 
caso por caso, mediante una apreciación de circunstancias singulares, realizable a la vez que 
precede al proceso aplicativo…… No hay, pues, discrecionalidad al margen de la Ley, sino 



 

justamente sólo en virtud de la Ley y en la medida en que la Ley haya dispuesto". E, GARCIA DE 
ENTERRÍA, T, FERNÁNDEZ: Curso de Derecho Administrativo, I, Editorial Civitas, 1998, pp. 444.  
 
Cabe resaltar, que como es bien sabido, la discrecionalidad administrativa es la posibilidad que le 
otorga el ordenamiento jurídico a la Administración para elegir entre varias alternativas, a aquella 
que satisfaga de mejor manera el interés general. Desde este punto de vista, la discrecionalidad 
conlleva una actuación dentro del ordenamiento jurídico, a diferencia de la arbitrariedad, cuya 
actuación es al margen o contrapelo de éste. En el caso de la discrecionalidad, la Administración 
debe realizar una valoración de las circunstancias, para determinar cuál es la alternativa más viable 
y realizar una ponderación de intereses o una actividad tendente a la concreción del interés público. 
A diferencia de lo que ocurre con las potestades regladas, donde no existe ningún margen de 
apreciación, reduciéndose la actividad de la Administración a la comprobación del supuesto de 
hecho que prevé la norma para su ejercicio, en esta modalidad de función administrativa, la 
Administración tiene un mayor margen de actuación.  En vista de que la discrecionalidad está sujeta 
a control, para lo cual la doctrina jurídico-administrativa ha desarrollado una serie técnicas, entre 
ellas: la de los hechos determinados, la de los conceptos jurídicos indeterminados y los principios 
generales del Derecho, y que la Ley General de la Administración Pública incorpora, en sus 
numerales 16 y 17 -evidentemente se incluye el supuesto del uso de potestades discrecionales- en 
ningún caso pueden dictarse actos contrarios a reglas unívocas de la ciencia o de la técnica, o a 
los principios elementales de justicia, lógica y conveniencia. (Ver en este sentido dictamen de la 
Procuraduría General de la República C-213-2003, del 14 de julio del 2003). 
 
En el caso concreto que nos ocupa, puede verificarse del mismo objeto o materia que regula la 
política invocada, que no existe violación al ordenamiento jurídico administrativo aplicable a la 
materia, en virtud de que la decisión del Concejo Municipal no constriñe de manera alguna dicho 
ordenamiento, pues la decisión de no autorizar la disponibilidad de agua potable para la cantidad de 
pajas requeridas, implicando ello un fuerte impacto negativo para los intereses de la población del 
Cantón según la valoración realizada por el Concejo, está dentro de las facultades establecidas en el 
artículo 169 de la Constitución Política en cuanto a la autonomía municipal, y con ello evidentemente 
se habilita la potestad discrecional del Concejo Municipal sobre la materia, siendo que estamos en 
presencia de un interés evidentemente local, y regulado como parte de las políticas, cuales normas 
programáticas, que ha emitido este Concejo.  SETIMO: Que la cantidad de pajas de agua solicitadas 
por el petente, se encuentra fuera del promedio del crecimiento del cantón, y ante los elementos 
técnicos que se encuentran incorporados al expediente administrativo que analizamos, y a los que 
hacemos referencia más adelante se podría sostener que existirá un impacto importante en el 
desarrollo normal del suministro del servicio, por lo cual, el caso requirió ser detenidamente evaluado 
por parte de este Concejo Municipal, recurriendo necesariamente a la Conveniencia del 
otorgamiento del servicio, además de los elementos lógicos, científicos y objetivos verificables 
técnicamente e incorporados al expediente. 
 
OCTAVO: Que este Concejo Municipal ha analizado responsablemente este caso, y ha estudiado 
con detenimiento el expediente administrativo de la solicitud que se analiza, verificándose que al día 
de hoy los estudios técnicos han sido debidamente incorporados al expediente, lo cual nos permite 
resolver el asunto con propiedad dotando a este acuerdo de una motivación y de un contenido 
pertinentes. En los estudios incorporados al análisis, se fundamenta la necesidad de tomar medidas 



 

inmediatas, en que la precaución y la prevención sean los principios dominantes. El fundamento 
último de estas medidas, radica en el interés público superior que el Concejo Municipal está obligado 
a proteger, así como el orden público sanitario como límite de la actuación administrativa.  NOVENO: 
EN CUANTO AL TEMA DE LA ADMINISTRACIÓN DE LOS INTERESES Y SERVICIOS LOCALES 
EN DEFENSA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALS DE LOS HABITANTES DE ESE CANTÓN.  
La  Ley General de la Administración Pública, somete la actividad administrativa a un pleno ajuste 
con los fines establecidos en el ordenamiento jurídico para el ejercicio de sus potestades de imperio.  
Es por ello, que la competencia pública no puede ser utilizada para satisfacer una finalidad diferente 
a la que le es inherente, y la finalidad inherente aludida es: “administrar los intereses y servicios 
locales en defensa de los derechos Fundamentales de los habitantes de ese cantón”. (Voto No. 
5758-98 de la Sala Constitucional), y no simplemente otorgar indiscriminadamente servicios para un 
beneficio particular de una persona jurídica, en detrimento de los derechos del resto de la población 
del cantón.  Por su parte, dentro de la administración de los intereses y servicios locales está, el 
tomar medidas inmediatas, en las cuales la precaución y la prevención sean los principios 
dominantes, siendo por ello que, el fundamento último de estas medidas, radica en el interés público, 
y no en uno particular, que está el Concejo Municipal obligado a proteger, así como el orden público 
sanitario como límite de la actuación administrativa.  
 
Debido a las razones anteriores, y con fundamento en la documentación técnica pertinente; el 
Concejo Municipal del Cantón de Belén de manera responsable, realiza monitoreos de las fuentes 
de agua potable del sector, y ante el eventual cierre de algunos pozos, tiene preparadas medidas de 
contingencia para proveer del preciado líquido a los vecinos de la zona, pero sin obviar las medidas 
necesarias precautorias, que garanticen a la población el abastecimiento de agua potable.  Para este 
Concejo Municipal, lo más preocupante es que, se indica que los análisis realizados en los acuíferos 
Barva y Colima, en los últimos 12 años, muestran un sensible crecimiento de la contaminación por 
nitratos y compuestos orgánicos volátiles, y de que, de persistir el manejo actual del recurso hídrico, 
en 10 o 15 años esas fuentes dejarán de ser potables, provocando una fuerte reducción en la 
disponibilidad de agua potable para consumo humano, lo que afectará directamente al Gran Área 
Metropolitana, la zona más densamente poblada del país.  Es entonces, que ante tales situaciones 
apremiantes, el Concejo Municipal ha debido tomar las medidas necesarias para garantizar el 
suministro de agua potable, tanto en cantidad como en calidad, evaluando cuidadosamente todos lo 
elementos necesarios, como lo son los científicos, técnicos, lógicos y los de conveniencia, que 
tienen y tendrán impactos negativos en la prestación de servicios a la población.  De no hacerlo de 
esta manera, y actuando de acuerdo a lo requerido por cualquier interesado en procura de su interés 
particular, y no evaluando el interés colectivo, se estaría colocando la salud de la población en un 
estado de peligro eventual, porque la carencia de agua potable produciría graves problemas de 
salud en la población del cantón, y ello no lo podemos ni debemos permitir, surgiendo de ahí la 
conveniencia de permitir o no un proyecto como el cuestionado. 
 
DECIMO: Que en el expediente administrativo al que ha tenido acceso este Concejo Municipal, se 
ha incorporado y consta el estudio denominado: “ANALISIS SECTORIAL DE AGUA POTABLE Y 
SANEAMINTO AMBIENTAL EN COSTA RICA”, de fecha, Julio, 2002. Este estudio ha sido 
elaborado con la participación de: El Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados.  
Ministerio de Salud, MINSA.  Ministerio de Ambiente y Energía, MANAE.  Ministerio de Planificación 
Nacional. MIDEPLAN.  Autoridad Reguladora de Servicios Públicos, ARESEP.  Instituto de Fomento 



 

y Asesoría Municipal. IFAM.  Empresa de Servicios Públicos de Heredia. E.S.P.H. Contraloría 
General de la República. CGR.  Defensoría de los Habitantes.  Organización Panamericana de la 
Salud., OPS/OMS.  Se determinó en este estudio técnico que, en los mantos acuíferos Barva y 
Colima, (específicamente en el aparte 2.8.6.6, página 185) se indica que: “fue detectado que los 
límites de Nitratos permitidos (50 mg/l) fueron sobrepasados.  Sin embargo, es preocupante la 
tendencia al crecimiento en los Acuíferos Colima y Barva que son explotados para las regiones de 
Heredia, y del Gran Área  Metropolitana de San José.” 
 
En ese sentido, el aparte 2.13.3 página 259, del Saneamiento y ambiente, del mismo estudio revela 
que, “(…) solo el 22% de la población es servida con alcantarillado sanitario, y únicamente el 4% de 
las aguas recolectadas tiene tratamiento. Del resto de la población un 68% posee tanque séptico, y 
un 10% usa otros sistemas de disposición con alcantarillado sanitario o tanque séptico es del orden 
del 97% y a nivel rural es del orden del 79%.”  Es decir, la baja cobertura de redes de alcantarillado 
sanitario unida al uso de agroquímicos en las áreas de recarga y producción de aguas subterráneas, 
se torna en un factor de riesgo ambiental muy considerable.  Esta situación es crítica en la parte 
norte y este de la cuenca del río Virilla, donde se asientan los acuíferos Barva y Colima, de los 
cuales depende el abastecimiento de aproximadamente un 20% de la población nacional, y que se 
han definido como la fuente de agua potable de Heredia y el Área Metropolitana de San José, para 
los próximos 15 años.  El ritmo actual de aumento de las concentraciones de nitratos en las aguas 
de los acuíferos Colima, indica que esta fuente se podría perder en un lapso no mayor de 15 años.  
Este es quizás el problema más grave en el tema del agua potable, saneamiento y gestión 
ambiental, porque involucra el suministro actual y futuro de un millón de personas aproximadamente.  
 
Siendo que el acueducto del Cantón de Belén se abastece de los acuíferos Barva y Colima, 
conforme a esta información, los problemas detectados nos competen y nos afectan de modo 
directo, y no solo eventual.  DECIMO PRIMERO: Que del estudio denominado “CONTAMINACION 
DE HIDROCARBUROS EN EL POZO AB-1089. E.S.P.H.S.A. (PRI-II)”, elaborado por los Geólogos: 
Jesson Chávez Gamboa, y Sigifredo Morera Guillén, en el mes de  Setiembre, 2004, del Servicio 
Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento, área de Aguas Subterráneas, se determinó 
que, en los alrededores de la Zona Industrial de Heredia, e incorporado al expediente administrativo 
que al efecto lleva este Concejo en relación con la solicitud presentada y que se analiza y resuelve 
en este acto, se ha verificado que existen reportes de contaminación del acuífero Colima Superior 
con hidrocarburos, en un pozo de abastecimiento público (AB-1089), perteneciente a la Empresa de 
Servicios Públicos de Heredia (E.S.P.H).  Además, se indica que el acuífero denominado “Colima” se 
divide en Colima inferior, Puente de Mulas, Colima Superior y la Libertad, afloran en varios tramos 
del cantón al norte del río Virilla.  Y del acuífero Colima inferior, se captan numerosos pozos de 
agua, como los son los ubicados en las zonas de: Santo Domingo de Heredia, y San Antonio de 
Belén; además origina importantes manantiales que descargan en el río Virilla, al oeste de San 
Antonio de Belén. 
 
DECIMO SEGUNDO : Que un estudio elaborado por el Laboratorio de Hidrología  Ambiental de 
la Universidad Nacional (UNA), financiado por el Organismo Internacional de Energía Atómica, la 
Fundación CR-USA y con el apoyo de la Comisión de Energía Atómica y del Ministerio de Ciencia y 
Tecnología de Costa Rica; y en cuyo equipo profesional se encuentran:  MSc. Julio Fraile Merino, 
Lic. Helga Madrigal Solís, Bach. Melissa Rodríguez, Ing. Alex González, Ing. Gonzalo Gainza, Lic. 



 

Jorge Brenes, Bach. Lautaro Ramírez, el cual se ha incorporado al expediente administrativo que al 
efecto lleva este Concejo en relación con la solicitud presentada y que se analiza y resuelve en este 
acto,  determinó la presencia de gran concentración de nitratos en algunos pozos y manantiales, que 
en ocasiones alcanzó el nivel máximo recomendado por las autoridades de salud (10 mg/L como 
NO3-N) e incluso mostraron una tendencia creciente en varios sitios.  Siendo que los nitratos 
provienen de desechos humanos y de fertilizantes nitrogenados, y que el simple hecho de que 
dichos nitratos estén presentes, indica que ya se está dando un proceso activo de contaminación en 
los mantos acuíferos. 
 
Para lo cual, como resultados se determinó la definición de perímetros de protección de pozos y 
manantiales, procediendo a su vez a delimitar las zonas de protección a los Acuíferos de Influencia 
alrededor de los pozos y manantiales más importantes, en donde las actividades humanas –según el 
estudio- deben ser reguladas; ya que dicha presencia de contaminantes en el agua, exige una 
vigilancia sistemática y la identificación y eliminación de las fuentes de contaminación, porque de no 
tomarse medidas, en algunos años, esas aguas no podrían continuar siendo utilizadas para 
consumo humano (sobre el tema: la delimitación de las Zonas de Protección a los Acuíferos en el 
Área de Influencia del Manantial de Belén, ver estudio elaborado por la Geóloga, Sandra Arredondo 
Li, setiembre de 1994). La cual de acuerdo al diagrama de Piper para la clasificación de aguas, el 
manantial de San Antonio clasifica como aguas hidrocarbonatadas cálcicas y de acuerdo a las 
normas de potabilidad recomendados por el A y A, y la Organización Mundial de la Salud la mayoría 
de los iones analizados son aceptables para consumo humano excepto en los valores de nitratos, ya 
que en algunos casos superan el valor máximo permisible recomendado por el A y A, y la OMS. 
 
DECIMO TERCERO: Que la contaminación por hidrocarburos en los acuíferos Barva y Colima, 
acreditado en los referidos estudios, y de la que ya se han encontrado rastros en los análisis 
realizados en pozos de la zona de los Arcos, ha provocado la conformación a nivel nacional de una 
comisión interinstitucional para valorar el problema.  Por su parte, la Municipalidad de Belén, se ha 
basado y ha justificado su actuar, en los criterios técnicos señalados, y dentro de dichas actuaciones 
necesarias, está la adopción de ciertas medidas, como lo han sido los monitoreos de las fuentes de 
agua potable del sector; que le permitiría justificar que ante el eventual cierre de algunos pozos, se 
verían obligados a adoptar medidas de contingencia para proveer del preciado líquido a los vecinos 
del cantón que se vean afectados, todo con el fin de salvaguardar sus derechos fundamentales. Este 
abastecimiento deberá ser suplido desde la zona de La Ribera.  DECIMO CUARTO: Como refuerzo 
de los anteriores argumentos, encontramos además el resultado de la investigación realizada por el 
Laboratorio de Hidrología Ambiental de la Universidad Nacional, hecho público por la prensa 
nacional en los últimos días, y cuyas conclusiones han sido incorporadas al expediente 
administrativo relacionado con la solicitud presentada por los petentes que por este acuerdo se 
analiza, a efecto de que el mismo sirva de base para dotar al acuerdo, cual acto administrativo, de 
un motivo y un contenido claro y preciso.  En este estudio se justifica a nivel técnico que los análisis 
realizados en los acuíferos de Barba y Colima que abastecen las tomas de agua del acueducto de 
Belén, en los últimos 12 años, muestran un sensible crecimiento de la contaminación por nitratos y 
compuestos orgánicos volátiles, y de que, ello obligaría a la Municipalidad de Belén a considerar que 
de persistir el manejo actual del recurso hídrico, en 10 o 15 años algunas de esas fuentes dejarán de 
ser potables, provocando una fuerte reducción en la disponibilidad de agua potable para consumo 
humano, generando con ello más que una duda razonable a partir de la cual la aplicación del 



 

Principio Precautorio y el Principio de In dubio Pro Natura son de necesaria observancia en el caso 
que nos ocupa por parte de este Concejo. 
 
DECIMO QUINTO:  Que al existir los estudios técnicos elaborados por las investigaciones 
realizadas, las cuales se han incorporado al expediente administrativo que al efecto lleva este 
Concejo en relación con la solicitud que resuelve en este acuerdo, a partir de los cuales se establece 
claramente la existencia de un peligro inminente, que tendría como efecto la escasez de agua 
potable a mediano plazo ante el cierre de algunos pozos y tomas de abastecimiento, lo cual obliga al 
Gobierno Municipal a tomar las medidas pertinentes para brindarle el suministro de dicho líquido a la 
población que se vería afectada, mediante el otorgamiento debidamente evaluado de los servicios 
solicitados; se ha procedido a incorporar, la documentación pertinente de dichos estudios técnicos al 
expediente administrativo relacionado con la solicitud que nos ocupa, en virtud de que los elementos 
fácticos invocados en este acuerdo constan demostrados para el petente y para cualquier tercero 
interesado.  DECIMO SEXTO: SOBRE EL PRINCIPIO PRECAUTORIO Y SU TUTELA 
CONSTITUCIONAL Y ADMINISTRATIVA.  Que sobre la protección del medio ambiente, y en 
amparo a las políticas protectoras del mismo, el Principio de Precaución, aparece consagrado en 
el Principio 15 de la Declaración de Ambiente y Desarrollo (Río, 1992), al establecer que para 
proteger el ambiente los Estados deberán aplicar el criterio de precaución conforme a sus 
capacidades. Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta 
no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces en función de los 
costos para impedir la degradación del ambiente.  Estos principios han sido considerados y 
reconocidos por la Sala Constitucional en algunos votos entre los cuales se encuentran los 
siguientes:  “Asimismo, en la Declaración de Río sobre Medio Ambiente y el Desarrollo, entre otras 
cosas, quedó establecido el derecho soberano de los estados a definir sus políticas de desarrollo. Se 
enuncia también, el principio precautorio (principio 15 de la Declaración de Río), según el cual 
"con el fin de proteger el ambiente, los Estados deberán aplicar ampliamente el criterio de 
precaución conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta 
de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de 
medidas eficaces en función de los costos para impedir la degradación del ambiente." De modo que, 
en la protección de nuestros recursos naturales, debe existir una actitud preventiva, es decir, si la 
degradación y el deterioro deben ser minimizados es necesario que la precaución y la prevención 
sean los principios dominantes, lo cual nos lleva a la necesidad de plantear el principio "in dubio 
pro natura" que puede extraerse, analógicamente, de otras ramas del Derecho y que es, en un 
todo, acorde con la naturaleza. No obstante, la tarea de protección al ambiente, se dificulta toda vez 
que arrastramos un concepción rígida con respecto al derecho de propiedad, que impide avanzar en 
pro del ambiente, sin el cual no podría existir el derecho a la vida, al trabajo, a la propiedad o a la 
salud. No se debe perder de vista el hecho de que estamos en un terreno del derecho, en el que las 
normas más importantes son las que puedan prevenir todo tipo de daño al ambiente, porque no hay 
norma alguna que repare, a posteriori, el daño ya hecho; necesidad de prevención que resulta más 
urgente cuando de países en vías de desarrollo se trata. En este sentido, la Declaración de 
Estocolmo afirmó "...que en los países en desarrollo la mayoría de los problemas ambientales son 
causados por el mismo subdesarrollo. Millones continúan viviendo por debajo de los estándares 
mínimos de salud y salubridad. Por lo tanto los países en desarrollo deben dirigir todos sus 
esfuerzos hacia el desarrollo, teniendo en mente las prioridades y necesidades para salvaguardar y 
mejorar el ambiente. Por la misma razón los países industrializados deberían hacer esfuerzos para 



 

reducir la brecha entre ellos y los países en desarrollo." (Sala Constitucional, Voto N° 5893-95, el 
resaltado no es del original). 
 
Así las cosas no resulta ni arbitrario ni ilegal, que el Concejo Municipal invoque estos principios ante 
los documentos técnicos que lo llevan a la conclusión de que debe existir una actitud preventiva de 
su parte, con el fin último de que la degradación y el deterioro de los recursos naturales que 
administra la Municipalidad y dentro de los cuales se encuentra el recurso hídrico, sean minimizados 
e implicando que la precaución y la prevención sean los principios dominantes con el fin de 
salvaguardar los derechos fundamentales de los habitantes del cantón y que se desprenden del 
artículo 50 de la Constitución Política, ya que es un principio básico que se desprende de esta norma 
constitucional el deber de proteger el ambiente, que es de todos y cada uno de los habitantes, y en 
el caso que nos ocupa concretamente de los munícipes del Cantón de Belén.  En este sentido la 
Sala Constitucional ha afirmado que “(…) La prevención pretende anticiparse a los efecto negativos, 
y asegurar la protección, conservación y adecuada gestión de los recursos. Consecuentemente, el 
principio rector de prevención se fundamenta en la necesidad de tomar y asumir todas las medidas 
precautorias para evitar contener la posible afectación del ambiente o la salud de las personas.  De 
esta forma, en caso de que exista un riesgo de daño grave o irreversible- o una duda al respecto, se 
debe adoptar una medida de precaución e inclusive posponer la actividad de que se trate. Lo 
anterior debido a que en materia ambiental, la coacción a posteriori resulta ineficaz, por cuanto de 
haberse producido ya las consecuencias biológicas socialmente nocivas, la represión podrá tener 
una trascendencia  moral, pero difícilmente compensará los daños ocasionados en el ambiente”, 
(Voto de la Sala Constitucional No. 1250-99 de las 11:24  horas del 19 de febrero de  1999, reiterado 
en los votos Nos. 9773-00 de las 9:44 horas del 3 de noviembre del 2000, 1711-01 de las 16:32 
horas del 27 de febrero del 2001 y 632-03 de las 14:14 horas del 03 de julio del 2003. 
Posteriormente, en el Voto No. 3480-03 de las 14:02 horas del 2 de mayo del 2003, este Tribunal 
indicó que “Bien entendido el Principio Precautorio, el mismo se refiere a la adopción de medidas no 
ante el desconocimiento de hechos generadores de riesgo, sino ante la carencia de certeza respecto 
de que tales hechos efectivamente producirán efectos nocivos e el ambiente”. Para el caso de las 
Aguas subterráneas y contenidas en los mantos acuíferos  y áreas de carga y descarga, el principio 
precautorio o de in dubio pro natura, supone que cuando no existan estudios o informes efectuados 
conforme a la reglas unívocas y de aplicación exacta de la ciencia  y de la técnica que permitan 
arribar a un estado de certeza absoluta acerca de la inocuidad de la actividad que se pretende 
desarrollar sobre el medio ambiente o estos sean contradictorios entre sí, los entes y órganos 
de la administración central y descentralizada deben abstenerse de autorizar, aprobar o 
permitir todo solicitud nueva o de modificación, suspender las que estén en curso hasta que 
se despeje el estado dubitativo y, paralelamente, adoptar todas las medidas tendientes a su 
protección y preservación con el objeto de garantizar el derecho a un ambiente sano y 
ecológicamente equilibrado.  En esencia una gestión ambiental segura de las aguas subterráneas 
pasa por proteger el recurso antes de su contaminación o degradación”. (Sala Constitucional Voto 
2004-01923). 
 
Así las cosas, este Concejo Municipal ha procedido a VALORAR la solicitud presentada conforme a 
la Política Municipal aplicable en esta materia, y según las condiciones fácticas y técnicas que 
existen al día de hoy, y llega la conclusión en el análisis de la solicitud para de que se otorgue 
disponibilidad de agua potable para el proyecto denominado Condominio la Arboleda, presentada 



 

por las sociedades GRUPO ROBLE INTERNACIONAL DE COSTA RICA, S.A.; PROPIEDADES 
IRH DE COSTA RICA, S.A.; DESARROLLO LOS PINOS DE GUACHIPELIN, S.A. y PARQUE 
CENTRAL, S.A., de que lo procedente es rechazar dicha solicitud y denegar la disponibilidad de 
agua potable presentada; ello por cuanto que ante la existencia de los estudios técnicos citados e 
incorporados al expediente, según el análisis realizado como parte de las consideraciones, 
motivaciones y contenido de este acuerdo y que están apoyados en elementos objetivos verificables 
técnicamente, bajo la tesis de la denominada discrecionalidad técnica, el Concejo Municipal debe 
actuar apoyado en elementos científicos, lógicos, objetivos y sobre todo de Conveniencia a favor de 
los intereses de la colectividad y de los derechos fundamentales de sus munícipes a gozar de un 
ambiente sano y ecológicamente equilibrado, mientras no exista un estado de certeza absoluta de 
que no existe un riesgo en el abastecimiento de agua potable conforme a los condiciones dichas en 
que se encuentran los mantos acuíferos que abastecen el Agua Potable que la Municipalidad de 
Belén administra y distribuye en el cantón”. 
 
Vicios de nulidad absoluta en que incurre el acuerdo impugnado:  a) El otorgamiento de la 
disponibilidad de agua es un acto reglado.  Una vez cumplidas las condiciones establecidas en la 
reglamentación “Requisitos mínimos para valoración de disponibilidad de agua para desarrollos 
habitacionales o etapas de estos, a contabilizar en urbanizaciones, filiales de condominios y 
complejos residenciales”, aprobado por el Concejo Municipal en sesión ordinaria 44-2004 de 13 de 
julio de 2004, publicado  en La Gaceta número 147 del miércoles 28 de julio de 2004, el 
otorgamiento de la disponibilidad de agua es obligatoria ya que estamos ante un acto reglado.  No 
es correcta la afirmación del respetable Concejo en el sentido que dicha normativa no tiene carácter 
reglamentario, sino que se trata de una regulación “programática de los intereses locales propios 
que administra y debe resguardar la Municipalidad”. Tal afirmación es contraria al artículo 6 de la Ley 
General de la Administración Pública, que en forma expresa dispone:  “Artículo 6º-  1. La jerarquía 
de las fuentes del ordenamiento jurídico administrativo se sujetará al siguiente orden: 
 
a) La Constitución Política; 
b) Los tratados internacionales y las normas de la Comunidad Centroamericana; 
c) Las leyes y los demás actos con valor de ley; 
d) Los decretos del Poder Ejecutivo que reglamentan las leyes y los de los otros Supremos Poderes 
en la materia de su competencia; 
e) Los demás reglamentos del Poder Ejecutivo, los estatutos y los reglamentos de los entes 
descentralizados; y 
f) Las demás normas subordinadas a los reglamentos, centrales y descentralizadas. 
2. Los reglamentos autónomos del Poder Ejecutivo y los de los entes descentralizados están 
subordinados entre sí dentro de sus respectivos campos de vigencia. 
3. En lo no dispuesto expresamente, los reglamentos estarán sujetos a las reglas y principios 
que regulan los actos administrativos”.  (Destacado no es del original).  La aseveración que 
efectúa el Honorable Concejo Municipal de Belén, restándole categoría normativa a lo que ellos 
llaman “regulación programática”, no resiste un análisis jurídico elemental, ya que si se observa la 
estructura y los enunciados de las normas contenidas en dicha regulación, se observa que estamos 
ante la presencia de un cuerpo reglamentario que regula los requisitos que deben cumplir los 
potenciales usuarios de los servicios de agua potable en ese Cantón.  En tanto disposición 
normativa de carácter reglamentario, al tenor del artículo 6 transcrito, los funcionarios municipales de 



 

ese Cantón deben someterse a la jerarquía de esas disposiciones, sin posibilidad alguna de 
desaplicarlas para casos concretos alegando situaciones subjetivas o potenciales, ya que eso lo 
impide el artículo 13 de la misma Ley General de la Administración Pública al postular:  “Artículo 13.-  
1. La Administración estará sujeta, en general, a todas las normas escritas y no escritas del 
ordenamiento administrativo, y al derecho privado supletorio del mismo, sin poder derogarlos ni 
desaplicarlos para casos concretos. 
 
2. La regla anterior se aplicará también en relación con los reglamentos, sea que éstos 
provengan de la misma autoridad, sea que provengan de otra superior o inferior competente”.  
(Destacados no son del original).  Una vez establecida por la propia autoridad municipal dicha 
reglamentación con un elenco de requisitos bien determinado, no puede alegarse que dicho cuerpo 
de normas tiene un papel únicamente programático. Dicha afirmación recuerda tiempos felizmente 
superados en el Derecho público costarricense en donde era frecuente encontrar afirmaciones en el 
sentido que las normas de la Constitución Política eran “programáticas”, negándoles su contenido 
normativo vinculante directo. Pues bien, esa normatividad y ese carácter vinculante directo también 
es aplicable a las disposiciones reglamentarias que promulgan los entes descentralizados 
territoriales en virtud de los artículos 6 y 13 de la Ley General de la Administración Pública que 
acabamos de citar.  Permitir que las regulaciones internas se conviertan en instrumentos 
“programáticos” que se aplican dependiendo de la subjetividad de los funcionarios públicos es la 
negación al principio básico de sometimiento a la norma escrita que debe presidir las actuaciones 
del sector público. 
 
Tal y como se desprende de la motivación citada del acuerdo impugnado, la Municipalidad de Belén 
asume que se encuentra dentro de sus facultades discrecionales irrestrictas denegar el otorgamiento 
de un servicio público por razones de oportunidad. Tal presunción es incorrecta ya que el 
ordenamiento jurídico administrativo, desde su fuente más elevada que es la Constitución, pasando 
por la Ley General de Administración Pública, y llegando a la propia reglamentación dictada por la 
Municipalidad de Belén para el otorgamiento de la disponibilidad de agua, son vinculantes y de 
acatamiento obligatorio para los funcionarios públicos encargados de su aplicación, sin posibilidad 
de inaplicación para casos concretos, como venimos de argumentar.  Estamos ante un caso que se 
conoce como “discrecionalidad técnica” con elementos reglados, esto es, que la Administración se 
enfrenta ante un conjunto de circunstancias fácticas y se encuentra obligada a tomar una decisión 
con apego a los hechos constatados. Precisamente la Ley General de la Administración Pública se 
ocupa de estos supuestos en sus artículos 15, 16 y 17: 
 
“Artículo 15.-  1. La discrecionalidad podrá darse incluso por ausencia de ley en el caso concreto, 
pero estará sometida en todo caso a los límites que le impone el ordenamiento expresa o 
implícitamente, para lograr que su ejercicio sea eficiente y razonable.  2. El Juez ejercerá contralor 
de legalidad sobre los aspectos reglados del acto discrecional y sobre la observancia de sus 
límites.   
 



 

Artículo 16.-  1. En ningún caso podrán dictarse actos contrarios a reglas unívocas de la 
ciencia o de la técnica, o a principios elementales de justicia, lógica o conveniencia.  2. El 
Juez podrá controlar la conformidad con estas reglas no jurídicas de los elementos discrecionales 
del acto, como si ejerciera contralor de legalidad. 
 
Artículo 17.- La discrecionalidad estará limitada por los derechos del particular frente a ella, 
salvo texto legal en contrario”.  (Destacados no son del original).  Resulta entonces violatorio del 
ordenamiento jurídico administrativo aplicable a la materia, sostener, como lo hace el Concejo 
Municipal, que tratándose del otorgamiento de una disponibilidad de agua “estamos en presencia de 
una efectiva Potestad discrecional de la Administración Municipal de otorgar o no los servicios 
solicitados, por un asunto de conveniencia colectiva” ni mucho menos es posible sostener como lo 
hace dicha autoridad: “En otras ocasiones el ejercicio de la potestad remite a la estimación subjetiva 
de la Administración”. Permitir esta posibilidad es abrir la puerta a todo tipo de arbitrariedades, 
violando los principios esenciales que norman al Derecho público costarricense.  Lleva razón el 
Concejo en que debe basarse en la información técnica, pero no es válido sostener que se trata de 
una “estimación subjetiva” que pueda apoyarse en consideraciones de oportunidad y conveniencia. 
Por supuesto que la decisión final debe ser sustancialmente conforme con el interés público, pero 
esa exigencia no puede ser tomada como una carta en blanco para denegar arbitrariamente la 
prestación de un servicio público. 
 
Estando los aspectos técnicos debidamente reglados por el ordenamiento jurídico, en este caso el 
reglamento de requisitos mínimos dictado por la Municipalidad de Belén, la discrecionalidad se limita 
a la verificación del cumplimiento de las condiciones técnicas establecidas. La limitación de la 
arbitrariedad administrativa se alcanza precisamente cerrando los portillos para que los funcionarios 
públicos efectúen interpretaciones antojadizas y casuísticas, y no otra finalidad persigue la 
reglamentación citada.  Tenemos entonces que la discrecionalidad técnica opera como la frontera 
entre la razonabilidad administrativa y el abuso de autoridad, de modo que los ciudadanos se 
encuentran en condiciones de poder determinar cuales son los límites a los cuales se sujeta el 
ejercicio de las competencias públicas. Pero más aún, la Ley General de la Administración Pública 
establece que aún dentro del terreno de la discrecionalidad técnica, pueden existir “aspectos 
reglados”, sobre los cuales no cabe ninguna derivación argumental, como la que pretende ahora 
aplicar ese Concejo para motivar el acuerdo impugnado. 
 
Resulta absolutamente nula la decisión administrativa contenida en el artículo 7 que ahora 
impugnamos, al motivarse en una supuesta discrecionalidad abierta o la existencia de una 
“estimación subjetiva”, ya que por el contrario, estamos en presencia de un acto sometido a los 
límites de la discrecionalidad técnica y con aspectos reglados que no pueden ser desconocidos.  b) 
Nulidad absoluta por violación de los límites del acto discrecional.  En Derecho administrativo 
no existe la discrecionalidad absoluta, ya que las decisiones deben estar apoyadas en elementos 
objetivos verificables técnicamente. Es por eso que se habla de discrecionalidad técnica, ya que los 
entes públicos deben actuar apoyados en elementos científicos, lógicos y objetivos. 
El acuerdo impugnado viola abiertamente esta limitación y con ello causa la nulidad absoluta de lo 
actuado, ya que como quedó ampliamente demostrado con los estudios de fecha 2 de marzo de 
2005 preparados a solicitud de la Municipalidad de Belén por el Laboratorio Químico Lambda, cuyas 
copias certificadas aportamos, el agua del Cantón de Belén cumple con las normas de potabilidad 



 

vigentes, por lo cual, desde el punto de vista técnico existe prueba irrefutable de que la calidad del 
agua suministrada por el servicio municipal de Belén, se apega a las exigencias sanitarias vigentes, 
por lo cual no es válido sostener que existe un riesgo para los consumidores. Esto no se puede 
sostener porque es contrario a la prueba científica que consta en poder de la indicada Municipalidad. 
 
Además, el acuerdo contenido en el artículo 7 de la Sesión Ordinaria 36-2005 de 14 de junio de 
2005, incurre en vicios de nulidad absoluta por quebrantar los límites de la discrecionalidad, tal y 
como lo dispone el artículo 160 de la Ley General de la Administración Pública:  “Artículo 160.- El 
acto discrecional será inválido, además, cuando viole reglas elementales de lógica, de justicia o de 
conveniencia, según lo indiquen las circunstancias de cada caso”.  La decisión administrativa se 
apoya en una suposición nacida al calor de publicaciones periodísticas, que en la segunda quincena 
del mes de abril de 2005, llamaron la atención sobre una supuesta contaminación de las fuentes de 
agua del área metropolitana, incluidas las de una zona del Cantón de Belén.  Resulta 
completamente contrario a la lógica que en la argumentación que sirve de base al acuerdo 
administrativo impugnado, se afirme con toda precisión que la zona de La Ribera, donde se 
encuentra el proyecto que promueve mi representada, es la única zona libre de contaminación, y que 
eventualmente va a tener que reforzar el abastecimiento de otras zonas, y que teniendo eso como 
un hecho, se deniegue la disponibilidad de agua argumentando el riesgo que implica brindar un 
servicio expuesto a la contaminación. Por otra parte, como ya afirmamos, los estudios científicos de 
laboratorio demuestran que no es cierto que la contaminación se presente en la actualidad. 
 
Otros elementos que desvirtúan la existencia de esas condiciones, son que la Municipalidad de 
Belén no ha declarado emergencia el suministro de agua potable en el Cantón apoyado en los 
elementos alarmistas que sirvieron de motivación al acuerdo impugnado. Tampoco se encuentra la 
Municipalidad distribuyendo agua potable con camiones cisterna porque su acueducto se encuentra 
contaminado. Lo anterior no se ha hecho porque no existen razones que justifiquen tal proceder ya 
que los estudios técnicos demuestran que el agua que distribuye la Municipalidad de Belén cumple a 
cabalidad con los estándares sanitarios vigentes.  c) Nulidad absoluta por desviación de poder.  
La Ley General de la Administración Pública somete la actividad administrativa a un pleno ajuste con 
los fines establecidos en el ordenamiento jurídico para el ejercicio de sus potestades de imperio. Una 
competencia pública no puede ser utilizada para satisfacer una finalidad diferente a la que le es 
inherente. Sobre el particular, el artículo 131 de la Ley General de la Administración Pública dispone:  
“Artículo 131.- 
 
1. Todo acto administrativo tendrá uno o varios fines particulares a los cuales se subordinarán los 
demás. 
2. Los fines principales del acto serán fijados por el ordenamiento; sin embargo, la ausencia de ley 
que indique los fines principales no creará discrecionalidad del administrador al respecto y el juez 
deberá determinarlos con vista de los otros elementos del acto y del resto del ordenamiento. 
3. La persecución de un fin distinto del principal, con detrimento de éste, será desviación de 
poder”.  Destacado no es del original.  En el presente caso, la Municipalidad pretende apoyarse en 
una supuesta amenaza a la salud pública, descartada por los estudios de laboratorio, para atrasar 
aún más el avance de un proyecto urbanístico. Como es sabido, en el Diario Oficial La Gaceta No. 
85 de 4 de mayo de 2005, aparece publicada una convocatoria a audiencia pública efectuada por el 
Concejo Municipal de Belén, que tiene como propósito modificar el Plan Regulador vigente, con un 



 

transitorio que congelaría todo proyecto de desarrollo habitacional, comercial e industrial, hasta tanto 
no se promulgue un nuevo Plan Regulador. Independientemente de la suerte que pueda correr esa 
iniciativa, no es válido que un Gobierno Local utilice como mecanismo dilatorio, la invocación de 
motivos de salud pública, para paralizar un proyecto que ha cumplido con todos los requisitos, hasta 
tanto logra paralizarlo del todo con la introducción de un transitorio como el mencionado.  Esto es 
precisamente lo que la Ley General de la Administración Pública cataloga como desviación de 
poder, ya que se invocan unos fines diferentes para alcanzar otros objetivos. 
 
La pretendida invocación de un fin público con el único propósito de hacer valer una pretensión 
financiera, se encuentra sancionada también por las nuevas regulaciones de la Ley contra la 
corrupción y el enriquecimiento ilícito, No. 8422 de 6 de octubre de 2004, que sobre el particular 
disponen:  “Artículo 5.-Fraude de ley.  La función administrativa ejercida por el Estado y los demás 
entes públicos, así como la conducta de sujetos de derecho privado en las relaciones con estos que 
se realicen al amparo del texto de una norma jurídica y persigan un resultado que no se conforme a 
la satisfacción de los fines públicos y el ordenamiento jurídico, se considerarán ejecutadas en fraude 
de ley y no impedirán la debida aplicación de la norma jurídica que se haya tratado de eludir”.  
 
“Artículo 58.-Fraude de ley en la función administrativa.  Será penado con prisión de uno a cinco 
años, el funcionario público que ejerza una función administrativa en fraude de ley, de conformidad 
con la definición del artículo 5 de la presente Ley.  Igual pena se aplicará al particular que, a 
sabiendas de la inconformidad del resultado con el ordenamiento jurídico, se vea favorecido o preste 
su concurso para este delito”.  Estamos entonces ante la eventual presencia de una desviación de 
poder que repercute en la configuración de otras conductas sancionadas por el ordenamiento 
jurídico.  d) Nulidad absoluta por violación del principio de legalidad.  El primer párrafo del 
artículo 11 de la Constitución Política define con precisión el sometimiento de los entes públicos a la 
norma escrita: 
 
“Artículo 11.- Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad. Están obligados a 
cumplir los deberes que la ley les impone y no pueden arrogarse facultades no concedidas en ella. 
Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes. La acción para exigirles 
la responsabilidad penal por sus actos es pública”. ...  Este principio básico de nuestro sistema de 
Derecho es desarrollado por el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública: 
 
“Artículo 11.-  1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá 
realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según 
la escala jerárquica de sus fuentes.  2. Se considerará autorizado el acto regulado expresamente por 
norma escrita, al menos en cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma imprecisa”.  Como 
hemos sostenido, estamos en presencia de un acto discrecional con aspectos reglados, lo cual 
implica que la aprobación solicitada no pueda ser denegada o postergada ya que no existen 
elementos técnicos que sirvan de apoyo a la Municipalidad de Belén para considerar que el agua 
que suministra implica algún riesgo para la salud humana. La supuesta motivación en motivos de 
salud pública, no encuentra apoyo en las pruebas que existen en poder de esa Municipalidad, todo 
lo contrario, los estudios de laboratorio desacreditan dicha motivación.  Ese Gobierno Local 
quebranta abiertamente el principio de legalidad al desconocer su sometimiento a la norma escrita, y 



 

acudir a suposiciones sin apoyo técnico para denegar una solicitud que cumplió con los requisitos 
exigidos por el ordenamiento. 
 
Tal y como lo ha establecido con precisión la Sala Constitucional, una vez cumplidos los requisitos 
normativos para la prestación de un servicio público, este no puede ser denegado.  Precisamente en 
la sentencia  2003-01489 de 25 de febrero de 2003 se dispuso que el servicio de agua potable no 
podía ser denegado si se cumplía con los requisitos exigidos:  “III.- La disconformidad del recurrente 
radica en que el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados se negó a conectarles el 
servicio permanente de agua potable en el lugar donde habitan, considerando que ello violenta sus 
derechos fundamentales a la salud y a la igualdad, pues a otros vecinos sí se los ha instalado. En 
primer término, esta Sala debe acoger los argumentos esgrimidos por el Jefe Regional de Aguirre del 
Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, en el sentido de que, ante el hecho de que 
las amparadas no han cumplido con todos los requisitos exigidos por el ordenamiento para el 
recibo de un servicio de agua potable, como es la demostración de la titularidad de la propiedad 
(o de su posesión), así como la infraestructura necesaria para recibir dicho servicio por parte del 
Instituto, todas estas razones suficientes para tener como válida la actuación de los recurridos. (Ver 
artículos 32, 33 y 34 del Reglamento para la Prestación de Servicios a los Abonados) Una vez que 
los amparados cumplan con todos los requisitos exigidos válidamente por el Instituto 
Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, es claro que dicha institución no podrá 
negarse a suministrarles el servicio que exigen. ...”. 
 
En la sentencia 2003-12903 la Sala Constitucional descarta la consideración de que en la prestación 
del servicio de agua potable la Administración disponga de una discrecionalidad absoluta:  “De igual 
manera, la Sala ha advertido que en virtud de los derechos reconocidos en los artículos 21 y 33 de la 
Constitución Política, el Estado no sólo tiene el deber de respetar la vida humana, sino también, la 
garantía a un modo digno de vida para el que debe procurar los recursos necesarios que lo hagan 
posible, pues aquel derecho no puede circunscribirse al de mera subsistencia. Por ello, el Estado no 
tiene discrecionalidad para decidir si presta o no un servicio público, principalmente, si éste se 
relaciona con un derecho fundamental como el de la salud, que en este caso, se ve afectado por no 
tener acceso al agua potable. En igualdad de condiciones, la Administración Pública está 
obligada a realizar las funciones que le son encomendadas, o lo que es lo mismo, todos 
tienen garantizado el acceso a los servicios públicos –sentencia Nº2001-13297 de las 12:08 hrs. 
de 21 de diciembre de 2001–. Es arbitraria, entonces, la omisión de la autoridad accionada, razón 
por la cual se debe estimar el amparo ...”. (Destacado no es del original) 
 
e) Nulidad absoluta por vicio en los elementos motivo y contenido.  La regularidad de las 
decisiones administrativas está condicionada a su ajuste sustancial con el ordenamiento jurídico. La 
Ley General de la Administración Pública se encarga de establecer en su Capítulo Tercero del Libro 
Primero, los requisitos para la validez de las decisiones administrativas.  Dentro de los principales 
mecanismos para establecer la regularidad de la actuación administrativa, está la exigencia de que 
los elementos motivo y contenido cumplan con las condiciones que establecen los artículos 132 y 
133 de la Ley General de la Administración Pública:  “Artículo 132.-  1. El contenido deberá de ser 
lícito, posible, claro y preciso y abarcar todas las cuestiones de hecho y derecho surgidas del motivo, 
aunque no hayan sido debatidas por las partes interesadas.  2. Deberá ser, además, proporcionado 
al fin legal y correspondiente al motivo, cuando ambos se hallen regulados.  3. Cuando el motivo no 



 

esté regulado el contenido deberá estarlo, aunque sea en forma imprecisa.  4. Su adaptación al fin 
se podrá lograr mediante la inserción discrecional de condiciones, términos y modos, siempre que, 
además de reunir las notas del contenido arriba indicadas, éstos últimos sean legalmente 
compatibles con la parte reglada del mismo”. 
 
“Artículo 133.-  1. El motivo deberá ser legítimo y existir tal y como ha sido tomado en cuenta para 
dictar el acto.  2. Cuando no esté regulado deberá ser proporcionado al contenido y cuando esté 
regulado en forma imprecisa deberá ser razonablemente conforme con los conceptos 
indeterminados empleados por el ordenamiento”.  En el presente caso nos encontramos con que el 
motivo de la decisión administrativa impugnada se encuentra viciado, ya que los elementos fácticos 
que constan demostrados ante la propia Municipalidad, a la luz de los análisis de laboratorio 
encargados a Lambda y entregados el 2 de marzo de 2005, acreditan que el agua suministrada por 
el servicio público municipal de ese Cantón, cumple con los requisitos sanitarios establecidos por las 
disposiciones vigentes.  Igualmente, esa Municipalidad dispone de estudios técnicos preparados por 
el Ingeniero Allen Moya de la Dirección de Servicios de esa corporación, presentados en la Sesión 
Extraordinaria del Concejo Municipal efectuada el día jueves 28 de abril de 2005, en donde se 
presentó la Tabulación de Análisis que demuestra que desde 1998 hasta el 2004, de los 13 pozos,  
el único caso que ha presentado un límite por encima del recomendado en nitratos fue el de San 
Antonio #2, lo que prueba que se carece de fundamento técnico para afirmar que existe un riesgo 
actual y cierto de contaminación al día de hoy. Adjuntamos copia de ese Informe ya que fue 
ampliamente discutido en dicha sesión extraordinaria, al término de la cual no quedó ninguna duda 
de la potabilidad del agua que se suministra en el acueducto de la Municipalidad de Belén. Tan claro 
es este aspecto que la misma señora regidora Propietaria Sra. Lorena Venegas Zumbado mocionó 
en la Sesión Ordinaria 25-2005 de 26 de abril de 2005, artículo 39, lo siguiente: 
 
“Por tanto mociono para que:  Se informe por medio de volantes, adjuntos al recibo de cobro del 
agua a la comunidad belemita, en forma clara y concisa que el agua es potablemente consumible 
por el momento, que pueden estar tranquilos y por otro lado que no hiervan el agua, ni 
compren filtros porque es innecesario”. Destacado no es del original.  La certeza técnica de la 
potabilidad existe y también la convicción por parte de la mayoría de los integrantes del Concejo 
Municipal, y en esa medida, debe revocarse la denegatoria de disponibilidad de uso de agua 
contenida en el acuerdo ahora impugnado.  Habiendo sido establecida esa determinación fáctica, no 
es posible que el contenido del acto final sea contradictorio con ese motivo, y proporcione base 
legítima al rechazo de la solicitud de disponibilidad de agua, ya que se produce entonces un vicio en 
dicho elemento que origina, al tenor del artículo 166 en concordancia con el 158, ambos de la Ley 
General de la Administración Pública, la nulidad absoluta del acuerdo municipal impugnado.  Esta 
discrepancia sensible sobre la supuesta vulnerabilidad del agua potable en el Cantón de Belén es 
ampliamente expuesta por los señores regidores Ing. William Murillo Montero y el VicePresidente 
Municipal Erick Villegas González para justificar su voto en contra del rechazo de la solicitud de 
disponibilidad de agua potable: 

1. Que una vez más se plantea como tesis central para el rechazo de la disponibilidad de agua 
el fallo de la Sala Constitucional, Expediente 2004-1923, invocando la APLICACIÓN DEL PRINCIPIO 
PRECAUTORIO O INDUBIO PRO NATURA, cuando en el caso del cantón de Belén, desde enero 
de 1997 se cuenta con un Plan Regulador, mismo que fuese aprobado por la Junta Directiva del 



 

INVU en Sesión Ordinaria No. 4657 con base en lo dispuesto en la Ley de Planificación Urbana, y 
publicado en el Alcance No. 4 a La Gaceta No. 19 del 28 de enero de 1997, esto quiere decir que 
desde 1997 en Belén se aplica lo que a Poás se le exigió:  “a) elaborar y aprobar, en el plazo de 24 
meses, como parte de un eventual o futuro plan regulador, un reglamento de zonificación de las 
áreas protegidas o reservadas que incluya las localizaciones cartográficas, mapas hidrogeológicos y 
alineamientos de protección y vulnerabilidad de los manantiales, nacientes, mantos acuíferos y  
áreas de recarga de éstos existentes en el Cantón de Poás, que hayan efectuado el MINAE, el 
ICAA, el SENARA y el INVU;  

b) incluir en el reglamento de zonificación de áreas protegidas o reservadas restricciones o 
limitaciones para actividades humanas, sea urbanísticas, agropecuarias, comerciales o industriales 
para evitar la eventual impermeabilización de los suelos y la contaminación  de los mantos acuíferos 
y, por consiguiente, de los manantiales, nacientes y pozos del Cantón de Poás; c) abstenerse de 
otorgar permisos de construcción de urbanizaciones, fraccionamientos, segregaciones, condominios 
o cualquier otro asentamiento urbano, industrias, actividades agrícolas intensivas y comercios 
ubicados en tales áreas protegidas o de reserva; d) otorgar permisos de construcción de industrias, 
urbanizaciones, fraccionamientos, segregaciones, condominios o cualquier otro asentamiento 
urbano, en caso de no estar en las áreas de reserva o protegidas, que cuenten con plantas de 
tratamiento y, en el caso de las casas de habitación y otros locales, cuando sus aguas residuales y 
negras sean descargadas al alcantarillado público; e) construir, en asociación con el ICAA, en el 
plazo de 24 meses las plantas necesarias de tratamiento de las aguas residuales y negras 
provenientes del alcantarillado público para no ser vertidas en las cuencas hidrográficas del Cantón;  
 
f) suspender el otorgamiento de permisos para la construcción de industrias, urbanizaciones, 
fraccionamientos, segregaciones, condominios o cualquier otro asentamiento urbano hasta tanto no 
sea promulgado el reglamento de zonificación de las áreas de reserva y protección de los 
manantiales, nacientes, mantos acuíferos y áreas de recarga de éstos; g) diseñar e implementar 
programas, en coordinación con la iniciativa privada, para reforestar las áreas de recarga y descarga 
de los mantos acuíferos de Poás con fundamento en los perímetros, alineamientos y zonificaciones 
que se han indicado anteriormente.” 
 
2. Que sobre este mismo asunto en Resolución 2004-05181 de la Sala Constitucional ante las 
gestiones de aclaración y adición a la sentencia No. 1923-04 señaló “… Es menester indicar que la 
paralización de los nuevos permisos y de los que están en trámite es directamente imputable a la 
Municipalidad, por su reiterada actitud omisa en regular y proteger lo relativo a los mantos acuíferos 
y no a este Tribunal Constitucional, por lo que los daños y perjuicios en que incurran los vecinos del 
cantón por los atrasos que sufran en el ejercicio de sus legítimos derechos de edificación y 
transformación, podrán éstos, reclamar su resarcimiento en la vía administrativa y, eventualmente, 
ante la jurisdicción contencioso administrativa…” 
 
3. Que la actual zonificación del territorio del cantón de Belén contenida en el Plan Regulador 
vigente se realizó considerando las condiciones urbanas existentes, la Zona Industrial de la Ribera, 
los aspectos jurídicos relativos al desarrollo urbano, los efectos contaminantes de la actividad 
humana y principalmente la delimitación de las Zonas de Protección a los acuíferos existentes en el 
cantón de Belén. Cabe destacar que con el interés de determinar el efecto que tendría en el uso de 



 

suelos, la capacidad de infiltración, los tiempos de tránsito de bacterias por el subsuelo y su efecto 
en la contaminación de acuíferos, se realizó en el año 1995 el estudio de Delimitación de las Zonas 
de Protección a los Acuíferos en el Área de Influencia de los Manantiales del Cantón de Belén: 
Manantiales de Ojo de Agua, San Antonio, Los Sánchez, La Gruta y Puente Mulas, realizado por el 
Departamento de Hidrogeología de la Dirección de Estudios Básicos del SENARA, los cuales fueron 
la base fundamental para determinar los usos actuales del suelo dentro del cantón, incorporados al 
Plan Regulador vigente desde el año 1997. 
 
4. Que evidentemente el actual Plan Regulador ha cumplido con el objetivo de establecer una 
política a nivel cantonal en donde se regule el crecimiento urbano en el territorio desde el punto de vista 
físico - espacial, de zonificación, de ordenamiento territorial y protección del ambiente, sin embargo, es 
pertinente una actualización del mismo para que entre otros aspectos contemple políticas que regulen el 
crecimiento o desarrollo poblacional y de servicios a lo largo del tiempo. 
 
5. Que mientras tanto, se estableció una política u ordenanza municipal para regular o establecer 
las pautas de crecimiento poblacional a lo largo del tiempo, que permita satisfacer el natural desarrollo 
urbano del cantón, pero sin que se perjudique o colapse la prestación de servicios ni la infraestructura 
urbana requerida, para garantizar el bienestar y un ambiente urbano más sano y sostenible para los 
pobladores actuales y futuros del cantón de Belén. Es así como se aprobó la Política de Regulación 
Anual del Crecimiento Urbano en el Cantón de Belén, publicada en el Diario Oficial La Gaceta No.162 
del 25 de agosto del 2003, su Modificación publicada en La Gaceta No.124 del 25 de junio del 2004, y 
los requisitos mínimos para la evaluación de la disponibilidad de agua para desarrollos publicado en La 
Gaceta No. 147 del 28 de julio del 2004. 
 
6. Que el objetivo de la Política de Regulación Anual del Crecimiento Urbano dentro del cantón 
de Belén, es que se regule o limite el número de lotes para viviendas en urbanizaciones y en filiales 
de condominios, a ser autorizados anualmente, para garantizar que se satisfaga el natural desarrollo 
urbano del cantón,  pero sin que se perjudique o colapse la prestación de servicios ni la infraestructura 
urbana requerida, garantizando el bienestar y el ambiente urbano más sano y sostenible para los 
pobladores actuales y futuros del cantón de Belén. 
 
7. Que precisamente dentro de los Requisitos Mínimos para Valoración de Disponibilidad de 
Agua para Desarrollos Habitacionales o Etapas de estos, a contabilizar en Urbanizaciones, Filiales 
de Condominios y Complejos Residenciales publicado en La Gaceta No. 147 del 28 de julio del 2004, 
se contemplan, entre otros, los siguientes documentos:   
i) Plano de Catastro de la propiedad. 
ii) Certificación de Uso de Suelo. 
iii) Anteproyecto acorde con el área de ubicación, firmada por un Profesional 
Responsable. 
iv) Nota del propietario de la finca autorizando el desarrollo o contrato preliminar entre 
las partes de venta o asociación. 
v) Descripción del anteproyecto: fraccionamiento, urbanización, o condominio en verde 
o Finca Filial Primaria Individualizada (FFPI). 
vi) Plan de demanda de Pajas de Agua. 



 

vii) Propuesta de suministro de agua para los usuarios actuales y futuros del sector, 
planteada para un período mínimo de 10 años, previa consulta al Plan Maestro del Acueducto 
del Cantón y al Área de Servicios Públicos sobre las condiciones de operación del sistema de 
acueducto municipal. 
viii) Propuesta para tratamiento de aguas residuales. 
ix) Propuesta sistemas de conducción y amortiguamiento de pluviales antes de ser 
vertidos a cauces que provoquen inundaciones hacia aguas abajo. Dicha propuesta deberá 
incluir el cálculo de pluviales y sus soluciones para una intensidad de lluvia con una 
frecuencia de 10 años y un estudio del impacto del desfogue de los pluviales del proyecto en 
la infraestructura externa existente. 
x) Propuesta de acciones en materia de ampliación y señalamiento vial.  

xi) Propuesta de acciones del proyecto que aseguren un desarrollo urbano ordenado y 
proporcionado y garanticen un impacto ambiental urbano mínimo, que refleje la 
responsabilidad social del proyecto planteado. 

xii) Cronograma de ejecución preliminar del proyecto. 
xiii) Documento idóneo del representante legal o de la sociedad cuando se es persona 
jurídica. 
xiv) Llenar y firmar solicitud de disponibilidad de agua.  (Subrayado no es del original) 
 
8. Que coincidimos con la apreciación contenida en el Dictamen LA-MB-018-2005 del Lic. Luis 
Antonio Alvarez Chaves que el Concejo Municipal mantiene la posibilidad de valorar a partir de la 
información mínima exigida en esta política la viabilidad del otorgamiento o denegatoria de la 
disponibilidad de agua al señalar “En este aspecto y en esta materia tan sensible por afectar los 
derechos fundamentales de los habitantes del Cantón de Belén, no podría considerarse que el 
Concejo Municipal habría de modo alguno renunciado a la discrecionalidad que le corresponde en la 
valoración de los intereses locales y que le han sido conferidos por el artículo 169 constitucional, 
concretizados en el artículo 4 inciso c) y en el artículo 13 inciso d) del Código Municipal, dado que 
esta valoración no podría ser restringida, ni siquiera en un Reglamento, que en tal caso podría ser 
inconstitucional en la medida que afecte esa valoración amplia requerida en materia de la 
administración de los intereses locales.” Precisamente es en ese marco de discrecionalidad donde 
se ubica la Política de Regulación Anual del Crecimiento Urbano en el Cantón de Belén aprobada, la 
cual busca una proporcionalidad y gradualidad en el crecimiento habitacional, considerando el 
legítimo derecho de los ciudadanos de desarrollar sus bienes inmuebles, sin dejar de lado la 
valoración de los derechos fundamentales de los habitantes del Cantón. 
 
9. Que diferimos del criterio de mayoría en cuanto a que la potestad discrecional de autorizar o 
denegar el suministro de agua que presta la Municipalidad debe fundamentarse en motivos reales 
que justifiquen cualquier decisión (positiva o negativa), siendo que tal discrecionalidad se encuentra 
sujeta a los dispuesto en los artículos 15, 16 y 17 de la Ley General de la Administración. En este 
caso, la mayoría de las argumentaciones expuestas parten de denuncias públicas sobre la 
vulnerabilidad de los recursos hídricos subterráneos en el Valle Central. 
 
10.    Que uno de los argumentos más invocados es la oportuna información aparecida en un artículo 
del Periódico La Nación del 14 de abril del 2005, página 4A, titulado “Aumentan posibles agentes de 
cáncer en fuentes de agua”, que ante declaraciones del Dra. Jenny Reynolds de la UNA apunta 



 

“…El nivel máximo de nitrato recomendado es 10 microgramos por litro. Una fuente como Ojo de 
Agua en Belén, llegó a registrar un 9.94 por ciento y otro como Belén, en el mismo cantón, un 
18.94...” Además se señala que “…El estudio citó que aunque la presencia de VOC no alcanza 
niveles tóxicos para la salud, es preocupante que hayan ingresado a los acuíferos subterráneos e 
incluso a los más profundos. De 32 fuentes evaluadas, se halló presencia de VOC en nueve, de las 
cuales cinco son usadas para abastecimiento público...”  
 
11. Que precisamente el estudio de Delimitación de las Zonas de Protección a los Acuíferos en 
el Área de Influencia de los Manantiales del Cantón de Belén: Manantiales de Ojo de Agua, San 
Antonio, Los Sánchez, La Gruta y Puente Mulas, realizado en el año 1995 por el Departamento de 
Hidrogeología de la Dirección de Estudios Básicos del SENARA, había evidenciado estas 
vulnerabilidades, aspecto fundamental en la zonificación contenida en el Plan Regulador vigente:  
Manantial de Ojo de Agua: Brota del acuífero Barba específicamente del Miembro Bermúdez, por lo 
que sus características hidráulicas, áreas de recarga y alteraciones en la calidad del agua están 
intrínsecamente relacionados con el comportamiento y estructura del acuífero mismo.  De acuerdo a 
la OMS, la concentración máxima permisible para consumo humano de nitratos es de 50 mg/l y el A 
y A toma un valor más conservador de 45 mg/l.  La presencia de nitratos en las aguas subterráneas 
obedece a varios factores:   
1. La concentración natural de nitratos en el acuífero, de acuerdo a Rodríguez (1993) es 
aproximadamente 1 mg/l de NO3 como nitrógeno (NO3-N). 
2. El aporte de nitrógeno al acuífero por desechos fecales.  Se estima que la masa de nitrógeno 
producido por persona en su materia fecal es de 4 kg/año (CEPIS, 1991) la cual es distribuida 
diariamente y diluída en el flujo de retorno y de la cual sólo un 50% del nitrógeno es lixiviado hacia 
las aguas subterráneas. (Walker et al 1973; Thompson & Foster, 1986 en Rodríguez, 1993). 
3. El aporte de agroquímicos en las áreas de cultivos.  De acuerdo a Reynolds (1990) la cantidad de 
fertilizante aplicado en la zona norte de Heredia es de 300 kg N/ha/año. De esa cantidad se estima 
que un 75 % es tomado por las plantas, se evapora, se absorbe y/o sufre otros procesos; por lo que 
sólo un 25% es capaz de alcanzar el acuífero. (Rodriguez, 1993).  De los análisis físico-químicos 
realizados por el A y A las concentraciones de nitratos no superan los 28 mg/l este resultado se 
considera como un valor intermedio de nitratos en las aguas y por lo tanto se debe de tener 
precaución por un posible aumento, por eso es importante realizar muestreos periódicos y así 
determinar cambios temporales de concentración.  Con base en los análisis de pruebas de infiltración, 
geología y tiempos de tránsito se obtuvo la zonificación presentada en las figura No. 12 y 13 .  ZONA 1:  
ZONA DE PROTECCIÓN ABSOLUTA: En este sector el radio de protección al Manantial de Ojo de 
Agua es de aproximadamente 250 m. Esta distancia se determinó con base en los datos anteriormente 
expuestos y pretende evitar la contaminación al Manantial tanto por la infiltración de fluidos 
contaminantes como por los que puedan discurrir por las pendientes del terreno circundante. 
 
Manantial de San Antonio: El acuífero Barba es el que alimenta al manantial de San Antonio y se 
alberga en las lavas del Miembro Bermúdez de la Formación del mismo nombre que se encuentra 
cubierto en algunos sectores por los materiales que comprenden al Miembro Carbonal los cuales 
presentan espesores variables en todo el área de estudio, debido a la génesis de depositación del 
mismo.  En este caso se considera que la cercanía de cafetales al manantial ha perjudicado la 
calidad química del mismo, por ello es importante realizar un control continúo todo el año para 
verificar los valores máximos de nitratos en el acuífero y aplicar la zonificación recomendada para 



 

este manantial.  Además es importante analizar el control cruzado de laboratorios que se presentó en la 
tabla anterior, debido a que no existe consistencia en el resultado de nitratos presentado por la UNA en 
relación con los otros laboratorios.  Esto puede ser debido a la sensibilidad del método empleado para 
su medición.  De la TABLA No.3 ANALISIS FISICO-QUIMICOS se extraen los siguientes valores 
sobre nitratos: 
 

ION (mg/l) 
AQYLASA 

23/8/94 
UNA(*) 

22/88/92 

ICE 
 

8/8/92 

A Y A 
3/12/91 

A Y A 
26/2/92 

A Y A 
04/12/92 

A Y A 
21/09/93 

NITRATOS 30 ND;0.122 30 40 38 45 52 

 
Con base en los análisis de pruebas de infiltración, geología y tiempos de tránsito se obtuvo la 
zonificación presentada en la figura No. 13.  ZONA 1:  En este sector el radio de protección al Manantial 
de San Antonio es de 220 m.  Esta distancia se determinó con base en los datos anteriormente 
expuestos y pretende evitar la contaminación al Manantial tanto por la infiltración de fluidos 
contaminantes como por los que puedan discurrir por las pendientes del terreno circundante.. Los límites 
laterales corresponden con el límite del acuífero y aproximadamente con el río Burio, debido a que las 
direcciones de los tubos de flujo y las disposiciones de las isofreáticas indican la influencia de esta área 
en el Manantial.  Manantial Puente Mulas: El acuífero que compone al manantial Puente Mulas no 
corresponde con el de los manantiales Ojo de Agua, San Antonio, Los Sánchez y La Gruta.  El acuífero 
Colima Superior alimenta al manantial Puente Mulas y se alberga en las lavas del Miembro Linda Vista 
de la Formación Colima, este se encuentra cubierto en algunos sectores por los materiales que 
comprenden a la Formación Tiribí, los cuales presentan espesores variables en todo el área de estudio. 
 
Es importante resaltar que sistema Puente Mulas presenta concentraciones de nitratos relativamente 
altas, sobre todo si se considera que el acuífero Colima Superior está cubierto en casi toda su extensión 
por una gruesa cubierta de materiales piroclásticos de la Formación Tiribí. Esto puede estar indicando 
que existe contaminación por fertilizantes y aguas negras que ya ha alcanzado a los mantos acuíferos 
más profundos del Valle Central.  De la TABLA No 2 ANALISIS FISICO-QUIMICOS se extraen los 
siguientes valores sobre nitratos: 

 

ION (mg/l) 14/12/87 01/02/88 03/06/91 04/07/91 29/05/95 

NITRATOS 34 32 22 29 16 

 
Debido a la limitante de que existen pocos datos acerca de las permeabilidades de la Formación Tiribí 
en el área de estudio y el cálculo realizado utilizando la fórmula de Darcy,  se recomienda para el caso 
del manantial Puente Mulas que se limite un área como ZONA 1, de protección absoluta de 200 metros 
de acuerdo a la Ley Forestal No. 7174, Artículo 68, inciso 1. (figura No. 7).  Manantial de Los Sánchez: 
El acuífero Barba es el que alimenta al manantial de Los Sánchez y se alberga en las lavas del Miembro 
Bermúdez de la Formación del mismo nombre que se encuentra cubierto en algunos sectores por los 
materiales que comprenden al Miembro Carbonal, los cuales presentan espesores variables en todo el 
área de estudio debido a la génesis de depositación del mismo.  De acuerdo al diagrama de Piper para 
clasificación de aguas (fig. 7) el manantial Los Sánchez clasifica como aguas hidrocarbonatadas 
cálcicas con transición a magnésicas y de acuerdo a las normas de potabilidad recomendadas por el 



 

AyA y la Organización Mundial de la Salud los iones analizados son aceptables para consumo humano.  
De la TABLA No 3 ANALISIS FISICO-QUIMICOS se extraen los siguientes valores sobre nitratos: 
 

ION (mg/l) 
UNA 

17/10/94 
AQYLASA 
14/10/94 

ICE 
27/9/94 

NITRATOS 16.6 12.0 11.2; 11.7 ** 

 
Con base en los análisis de pruebas de infiltración, geología y tiempos de tránsito se obtuvo la 
zonificación presentada en la figura No. 13.  ZONA 1:  En este sector el radio de protección al Manantial 
de Los Sánchez es de 280 m.  Esta distancia se determinó con base en los datos anteriormente 
expuestos y pretende evitar la contaminación al Manantial tanto por la infiltración de fluidos 
contaminantes como por los que puedan discurrir por las pendientes del terreno circundante.  Los límites 
laterales corresponden con el límite del acuífero y el río Segundo. 
 
12.    Que en los últimos años la Municipalidad de Belén ha venido realizando monitoreos de los 
manantiales y pozos que alimentan los acueductos municipales, cuyos resultados fueron tabulados 
por el Area de Servicios Públicos. En ninguno de los muestreos realizados se supera la norma de 
concentración máxima permisible para consumo humano de nitratos de 45 mg/l o bien de 10 mg/l de 
NO3 como nitrógeno (NO3-N). En la siguiente tabla se muestran los resultados señalados:  

  
Nitratos presentes en los pozos y nacientes del Acueducto Municipal 1998-2004 

  

Nitratos Asunción Chico Nuevo Sánchez Mango San Antonio 
Soled

ad  
Santa. 

Bárbara 
Doña 

Claudia 
Doña 
Rosa 

Parque 
Residencial 

        1 2   1 2           

Feb-05 3,40 3,01 3,01 3,18 3,42 4,11 2,67 3,56 2,89 3,88 3,02 2,55 3,15 

May-04 11,70 3,76 4,11 3,79 3,92 3,80 4,06 4,07 4,06 3,02 4,20 7,54 7,43 

Dic-03 12,80 10,30 8,60 10,80 7,60 5,40 11,60 10,60 6,50 4,40 9,70 3,10 2,80 

Set-03 0,16 0,18 0,17 0,19   0,18 0,18 0,21     0,20 0,17 0,19 

Dic-02 0,62 0,78 1,24 0,65 0,65 1,66 2,88 2,88 1,44 0,35 1,03 0,30 0,24 

Jul-02 1,74 0,58 1,78 0,92 0,92 1,27 2,72 3,35 2,56 2,79 0,51 0,53 0,15 

Dic-01     2,10 2,13 2,13 3,00               

Abr-01 3,00 4,00 4,00 3,00 3,00 5,00 0,60 0,60 0,60 0,60 4,00 0,60 2,00 

Oct-00 3,80 2,54 2,10 2,30 2,30 3,00 3,40 2,90 3,20 0,08 1,20 2,63 1,22 

Mar-00 4,50 3,40 3,70 4,50 4,50 4,30 3,90 4,50 3,90 0,70 5,10 6,20 6,50 

Set-99 3,00 12,20 14,40 12,20 12,20 13,40 14,40 8,00 3,00 0,70 2,40 3,00 11,40 

Mar-99 3,00 9,60 14,40 11,40 11,40 12,20 13,40 8,00 1,10 0,20 0,80 2,40 1,40 

Set-98 10,70 5,40 10,40 7,20 7,20 12,00 14,00 10,20 9,20 3,80 1,30 2,60 11,00 

Mar-98 14,90 14,20 23,40 13,20 13,20 20,50 19,80 26,30 13,70 6,20 22,60 3,10 1,80 

  



 

 
Componentes Volátiles muestreados en Marzo del 2005 

              

Pozo o Naciente Nombre Propiedad de: VOC´s O.C. Fecha Muestreo Acuífero 

AB 1234 Nuevo Municipalidad de Belén 0 0 01/03/2005 Barba 

AB 2882 Los Mangos Municipalidad de Belén       Barba 

Naciente San Antonio Nº 1 Municipalidad de Belén 0   25/02/2005 Barba 

  San Antonio Nº 2 Municipalidad de Belén 0   25/02/2005 Barba 

Naciente 
La Gruta, 
Asunción Privado 0   01/03/2005 Barba 

Naciente Los Sánchez Municipalidad de Belén 0,5 0 01/03/2005 Barba 

  
13.    Que es más que evidente que la zonificación impuesta por el Plan Regulador a los manantiales 
y pozos en el cantón de Belén ha permitido controlar las cargas contaminantes por nitratos y si hay 
indicios de ellos son productos de prácticas agrícolas y el creciente desarrollo urbano hacia el este y 
noreste de Belén, lo cual sin duda alguna debe ser mitigado con alcantarillado sanitario. Asimismo, 
el caso de presencia VOC corresponde a un derrame localizado fuera del cantón para lo cual se 
debe prestar mayor atención al almacenamiento y trasiego de hidrocarburos cerca de pozos.  
14.    Que las denuncias planteadas por la Dra. Reynolds, informe del que a la fecha no se ha podido 
obtener tiene copia, y otros aportes sobre la problemática de contaminación de acuíferos en el Calle 
Central por supuesto que son de recibo, y la Municipalidad de Belén ha hecho esfuerzos desde hace 
muchos años en esta materia, incluyendo la protección de manantiales y pozos, establecimiento de 
una Area de Servicios Públicos que entre otras funciones monitorea dichas fuentes, y constitución de 
una Unidad Ambiental. Por supuesto que falta mucho camino por recorrer para el tratamiento de las 
aguas residuales, establecimiento de planes reguladores en los cantones que comparten las 
cuencas de los ríos Bermúdez y Quebrada Seca y zonas de recarga de los acuíferos Barva y 
Colimas, así como normativa más estricta por el Ministerio de Salud y MINAE para los vertidos de 
procesos agrícolas, industriales y domiciliares. 
15.   Que consideramos inoportuno, alarmista y carente de sustento técnico la argumentación para 
denegar disponibilidad de agua basado en la tesis del Principio Precautorio y el Principio In Dubio 
Pro Natura, pues la Municipalidad al igual que hoy, desde la década de los 90´s viene trabajando 
bajo el principio de que el desarrollo urbano del cantón se dará en armonía con el ambiente, el 
progreso de su gente y sus intereses. No en vano el Décimo Informe del Estado de la Nación del año 
2004 señala que Belén comparte con Flores y Montes de Oca el primer lugar en índice de rezago 
social, el segundo lugar en índice de desarrollo social y el sétimo lugar en índice de desarrollo 
humano. Esto no es una casualidad, es producto de muchos factores, uno de ellos es que agua, 
ambiente y desarrollo se han dado la mano en este pequeño territorio”.  Como se puede observar, 
los señores miembros del Concejo Municipal de Belén disponen de información técnica que 
demuestra que la supuesta contaminación del agua no es un riesgo técnicamente demostrado y que 
no puede utilizarse como pretexto para paralizar el desarrollo urbano de ese Cantón. El elemento 
motivo se encuentra entonces sustancialmente afectado provocando con ello la nulidad absoluta de 
la decisión administrativa que ahora impugnamos. 
 
Petición:  Con fundamento en lo expuesto, solicitamos que por vía de apelación se anule el acuerdo 
municipal denegatorio de la disponibilidad de agua a mis representadas, contenido en el Artículo 7 



 

de la Sesión Ordinaria 36-2005 de 14 de junio de 2005, y en su lugar se proceda a aprobar la 
solicitud de disponibilidad de agua presentada con fecha 28 de setiembre de 2004. Solicitamos 
además que se declare que el Proyecto presentado por el Grupo Roble con el número de trámite 
4735 cumple con todos los requisitos vigentes necesarios para el otorgamiento de la aprobación, 
según ha sido dictaminado por la Comisión de Obras y fue conocido por artículo 10 de la Sesión 
Ordinaria 02-2005 de 11 de enero de 2005.  Solicito que este recurso de apelación en conjunto con 
las piezas correspondientes a la solicitud de disponibilidad de agua sean elevadas inmediatamente 
en apelación a conocimiento del Tribunal Superior Contencioso-Administrativo, al tenor del artículo 
85 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa y se efectúe el 
emplazamiento de rigor, de conformidad con el artículo 156 del Código Municipal. 
 
Hacemos petición expresa en el sentido de que la elevación de piezas se limite a los documentos 
correspondientes a la solicitud de disponibilidad de agua, ya que este es el único objeto que se 
encuentra cubierto por el presente recurso de apelación. 
 
Documentos adjuntos:  Adjunto certificaciones notariales que acreditan la personería con que 
concurro a interponer el presente recurso y copias de los estudios preparados por el Laboratorio 
Químico Lambda con fecha 2 de marzo de 2005. Además incluimos copia de la Tabulación de 
Análisis presentada por el Ing. Allen Moya en la sesión extraordinaria del Concejo Municipal 
celebrada el jueves 28 de abril de 2005. 
 
Notificaciones:  Atenderemos notificaciones por medio del fax 271 0730.  San José, 28 de junio de 
2005.  Javier Gasteazoro Escolán, Apoderado Legal, Grupo Roble Internacional de Costa Rica S.A., 
Propiedades IRH de Costa Rica, S.A., Desarrollos Los Pinos de Guachipelín S.A., Parque Central 
S.A. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA :  Remitir para su análisis y 
recomendación a la Dirección Jurídica  
 
    
ARTICULO 9. Se conoce el Oficio 2673 de Ana Isabel Arias Barrantes, en su doble condición de 
apoderado generalísimo sin límite de suma de las sociedades VIVICON DESARROLLOS, 
SOCIEDAD ANÓNIMA, y MONTARAS DEL NORTE SOCIEDAD ANÓNIMA, interpone con base en 
los numerales 173 173 Cpca y 154, 156 siguientes y correspondientes del Código Municipal formal 
RECURSO DE REVOCATORIA CON APELACIÓN EN SUBSIDIO Y NULIDAD CONCOMITANTE 
contra el acuerdo de la Sesión Ordinaria 36-2005 notificado a sus representadas el viernes 24 de 
junio del 2005 en cuanto deniega la solicitud de disponibilidad de agua potable que requiere su 
representada para el Proyecto Condominio Paseo del Parque y en cuanto resuelve no otorgar 
ningún tipo de permiso de construcción incluyéndose al proyecto, lo anterior sin perjuicio del 
recurso de revocatoria con apelación en subsidio que igualmente deduzco contra la resolución que 
remite al conocimiento de la Alcaldía el silencio positivo oportunamente alegado.  VIVICON 
DESARROLLOS, S.A., es una empresa desarrolladora de proyectos habitacionales mientras que 
MONTARAS DEL NORTE, S.A., es la propietaria de la finca inscrita en el Registro Público de la 
Propiedad al Folio Real No.092333-000 y localizada en el Distrito Asunción, Cantón de Belén de la 
provincia de Heredia, donde se ubicaría el desarrollo Condominio PASEO DEL PARQUE. En esa 



 

inteligencia, VIVICON DESARROLLOS S.A. ha gestionado ante ese Municipio la aprobación del 
Condominio PASEO DEL PARQUE que con el acuerdo que se impugna, no se estaría autorizando a 
pesar de que el proyecto en referencia fue presentado para su trámite ante esa Municipalidad 
siguiendo todos y cada uno de los requisitos dispuestos en el marco regulador de la materia 
urbanística: Ley de Planificación Urbana, Ley de Construcciones, Código Municipal, Plan Regulador 
de Belén y demás normativa conexa, por lo que estimamos que se ajusta en todo a las regulaciones 
dispuestas por el ordenamiento jurídico normal vigente en ese momento , de manera que no se 
pueden modificar las regulaciones en perjuicio de mi representada actuación que incluso contraría la 
Ley No.8220 . 
    
I.  ANTECEDENTES: 
Primero: Mi representada VIVICON DESARROLLOS S.A. se dedica al desarrollo de complejos 
urbanísticos habitacionales, por cuenta de empresas propietarias de los terrenos , en este caso 
MONTARÁS DEL NORTE S.A. VIVICON  se ha dedicado a esa actividad en los últimos 30 años. El 
grupo posee tres divisiones: la administrativa, la de construcción y la de ventas. La mayoría de los 
proyectos se insertan en comunidades en la cuales las Municipales tienen un papel rector de 
planificación urbana. Recientemente, bajo esa estructura de negocio se han desarrollado  proyectos 
residenciales como Real Santamaría, Real Santamaría Oeste y Paso de las Garzas.  
Segundo: El desarrollo inmobiliario es un negocio que implica enormes riesgos financieros, razón 
por la cual, antes de adquirir el terreno, se hacen las gestiones ante el Municipio para conocer la 
viabilidad del uso del terreno (la Municipalidad de Belén en su momento, concedió el uso conforme). 
Se efectúan grandes inversiones en terrenos que cumplen con ciertos requisitos que los hacen de 
vocación urbanística. Para la elaboración de un anteproyecto las empresas efectúan una inversión 
en tiempo y recursos, inversión que puede verse afectada por múltiples factores, entre ellos 
aspectos legales y ambientales. La actividad inmobiliaria constituye uno de las principales 
actividades sociales y económicas del país. Decenas de miles de personas se benefician  directa e 
indirectamente de la actividad. A su vez, la actividad inmobiliaria constituye uno de los principales 
ingresos de las Municipalidades. 
Tercero: El proyecto se ubica en el Distrito de Asunción de Belén, exactamente al costado este del 
Hotel Marriott, en una finca de 8.32 hectáreas.  El condominio matriz tiene 5 fincas filiales, una 
destinada a uso comercial y 4 destinadas a uso residencial. En cada finca matriz residencial se 
desarrolla un condominio horizontal de 67 soluciones promedio, donde se ubican viviendas entre 120 
– 150 metros cuadrados de área de construcción, en uno y dos niveles. En el condominio de uso 
comercial se ubican 11 soluciones como máximo. En total son 269 fincas filiales individualizadas 
para vivienda, 11 zonas locales comerciales y 20 pajas de agua para las zonas comunes del 
condominio, para un total de TRESCIENTAS PAJAS DE AGUA. Para el tratamiento de las aguas 
residuales la empresa construirá una planta de tratamiento de aguas, tipo aeróbica, con una 
capacidad de 303 metros cúbicos diarios.   En relación con el manejo de las aguas pluviales se 
construirá un sistema de conducción y el desfogue desembocará en la Quebrada Seca. Se 
construirá una laguna de amortiguamiento que permita regular el caudal que caerá al río. Para tales 
efectos se revisó el Estudio de Modelación Hidráulica de la Quebrada Seca y se determinó que no 
requieren trabajos de rectificación del cauce en el área de la quebrada, en la zona que colinda con el 
inmueble a desarrollar.  En lo correspondiente al movimiento vehicular se prevé la incorporación de 
un tercer carril de desaceleración a todo lo largo del frente de la finca y el diseño de un punto de 
acceso al proyecto, esto con el fin de favorecer la fluidez del tráfico vehicular.  



 

Cuarto: En relación con el Plan Regulador, el proyecto se ubica como Zona Mixta residencial -  
comercial que establece lo siguiente: 
▪ Área Mínima: 250 m² 
▪ Retiro Frontal: 3 m 
▪ Cobertura: 70 % 
▪ Altura máxima: 3 pisos o 10 m 
▪ Densidad 200 hab/Ha 
 
El Proyecto cumple con estos requerimientos, en relación con la densidad resultan 160 hab/Ha 
inferior a lo establecido, se cumple con la cantidad de viviendas de acuerdo al área de la finca al 
proponer 269 y al vender solo casa construida se cumplirá con el porcentaje de cobertura. 
Quinto: Antes de la presentación de la Solicitud de Disponibilidad de Pajas de Agua el día 2 de 
febrero del año en curso, mi representada se reunió en 3 ocasiones con la Comisión de Obras de la 
Municipalidad de Belén, los días 22 de marzo, 24 de mayo y 6 de setiembre del 2004.  Con base en 
estas reuniones, mi representada modificó el proyecto original con el fin de ajustarlo a las 
inquietudes y sugerencias de la Comisión. 
▪ Propuesta N° 1: 22 marzo 2004: 318 viviendas. La Comisión nos solicitó efectuar los 

siguientes ajustes: Proporcionar ampliación vial de la calle pública y solucionar el desfogue 
del proyecto a la Quebrada Seca. Acta de la sesión 11-2004, Cap.IV de la citada Comisión 

▪ Propuesta N° 2: 24 mayo 2004: 328 viviendas. Se presentaron los siguientes ajustes: se 
considera un área de comercio, se plantea un tercer carril de desaceleración al frente de 
toda la finca y se propone una laguna de amortiguamiento para las aguas pluviales. Véase 
acta de la sesión 18-2004 Cap.IV de la Comisión en referencia.  

▪ Propuesta N° 3: 6 setiembre 2004: 292 viviendas. Se reduce de 328 a 292 viviendas, y de 
analiza el tema de la disponibilidad de agua. Acta de la sesión ordinaria de la Comisión 
No.33-2004 Cap.IV 

 
II. HECHOS: 
Primero: El día 2 de febrero del año en curso, mi representada presentó ante el Concejo Municipal 
la solicitud de disponibilidad de agua para 300 pajas para el proyecto Paseo del Parque. Se adjuntó 
a la solicitud todos los requisitos vigentes, requeridos por la Municipalidad para el trámite. 
Segundo: El día 15 de febrero del año en curso, en la Sesión Ordinaria N° 10-2005 funcionarios de 
mi representada hicieron una presentación del proyecto al Concejo Municipal. 
Tercero: El día 22 de febrero del año en curso, en la Sesión Ordinaria N° 12-2005, el Concejo 
Municipal traslada a la Comisión de Obras la solicitud. 
Cuarto: En la Sesión Ordinaria N° 16-2005 de 8 de marzo, la Comisión de Obras de la 
Municipalidad presenta su dictamen en relación con el proyecto.  
La recomendación de la Comisión de Obras al Concejo fue la siguiente: “Recomendar al Concejo 
que el otorgamiento de la disponibilidad de agua al Proyecto Paseo del Parque se supedite a 
los siguientes aspectos: Primero: Que el número de Unidades Habitacionales del Condominio 
Horizontal se ajuste al máximo para una Urbanización o un Condominio FFPI, es decir se 
ajuste a los requisitos de cobertura, densidad y lote mínimo de Plan Regulador. Que se 
apliquen los requisitos de viabilidad del Reglamento de Fraccionamientos y Urbanizaciones, 
es decir, que se ajuste a la normativa del Plan Regulador. Que se establezcan los retiros del 
Río Quebrada Seca que aseguren ninguna interferencia ante eventos extremos de 



 

precipitación y escorrentía. Que el Anteproyecto de Condominio, previo a su presentación al 
INVU, deberá ser aprobado por la Municipalidad de Belén. Segundo: Que el desarrollador 
materialice los compromisos y aportes en materia de construcción de un Tanque de 
Almacenamiento elevado gemelo al existente en el terreno del Acueducto La Ribera. 
Asimismo, reemplazo de bombas de los pozos Nuevo y Los Mangos. Tercero: Que se 
formalice por parte de VIVICON una propuesta en materia de responsabilidad social del 
desarrollo”. 
Quinto: En la Sesión Ordinaria N° 36-2005 de 14 de junio del año en curso, el Concejo Municipal 
toma el siguiente acuerdo: “Rechazar la solicitud de disponibilidad de agua potable por 
VIVICON para el Proyecto denominado Condominio Paseo el Parque”. 
Sexto: El Concejo Municipal considera en el acuerdo que se impugna que la disponibilidad de agua 
a todos los proyectos de condominios y urbanizaciones debe negarse hasta tanto la Administración 
Municipal presente una propuesta que indique las medidas apropiadas para garantizar el suministro 
futuro del agua y ello lo argumenta basado en : 
a.-  Existen estudios que señalan factores de contaminación que amenazan la potabilidad futura 

del agua 
b.-  No existen planes maestros de alcantarillado 
c.-  Como parte esencial del derecho a la salud y el medio ambiente, en materia de salud pública 

no se pueden correr riesgos. 
d.-  Los actos preparatorios no generan derechos adquiridos 
e.-  Por lo tanto, cualquier autorización que ponga en riesgo ese orden público sanitario, debe 

considerarse como prohibida a la luz de lo establecido por el artículo 18.2 de la Ley General 
de la Administración Pública. 

Sétimo: Ese honorable Concejo Municipal, solicitó de previo el criterio de su Asesor Legal, el 
Licenciado Ennio Rodríguez, quien hizo llegar su criterio negativo  a la aplicación de nuevas 
regulaciones que vinieran a restringir los proyectos, como el de mi representada. A  pesar de eso, el 
honorable Concejo decide apartarse del criterio de su Asesor Legal y toma la decisión de no 
autorizar nuevos proyectos de condominio y urbanizaciones. 
Octavo: El Concejo Municipal, haciendo caso omiso de la recomendación del órgano técnico 
(Asesoría Legal) dispuso en el acuerdo municipal recurrido en este acto, rechazar la solicitud de 
VIVICON. Literalmente, el Concejo Municipal fundamentó su negativa al otorgamiento de la 
disponibilidad por cuanto: “las acciones propuestas que buscan un desarrollo urbano ordenado y 
proporcionado y garanticen un impacto ambiental urbano mínimo que refleje la responsabilidad 
social del proyecto planteado no permiten visualizar un beneficio manifiesto para el entorno del 
proyecto y los servicios que de este se beneficiará el Condominio"., con lo cual se causa un serio 
perjuicio a los intereses de mis representadas, además de que tal resolución es ayuna de soporte 
técnico y jurídico. 
 
III. DERECHO. 
Por las razones que se dirán, cualquier modificación a las condiciones aplicables a mis 
representadas, por ser posteriores serían inconstitucionales por atentar contra los principios 
constitucionales de IGUALDAD, IRRETROACTIVIDAD y DERECHO A UN AMBIENTE SANO que 
establece y consagra el artículo 34 de la Constitución Política.  
Primero: Debemos recordar que la Ley General de la Administración Pública (LGAP) claramente 
establece que: a. Todo acto administrativo para devenir en válido debe ser conforme 



 

sustancialmente con el ordenamiento jurídico (artículo 128 de la LGAP). b. Todo acto jurídico, en su 
contenido, debe ser "lícito, posible, claro, preciso y abarcar todas las cuestiones de hecho y derecho 
surgidas del motivo..." (artículo 132 de la LGAP). c. Entre otros supuestos, todo acto administrativo 
deberá motivarse cuando: i: Denieguen derechos subjetivos del administrado; ii Se separen del 
dictamen de órganos consultivos. (artículo 136 de la LGAP). 
Segundo: La Municipalidad de Belén tiene la obligación constitucional de suministrar a toda la 
comunidad agua potable.  La Sala Constitucional en su Voto N° 9972-2002 estableció lo siguiente:  
“Deben el Alcalde Municipal, los Regidores y el Concejo Municipal de la Municipalidad de 
Montes de Oro efectuar de inmediato las acciones tendentes a garantizar efectivamente el 
derecho de los habitantes del Cantón de Montes de Oro a recibir el servicio de agua potable 
en términos idóneos de calidad, cantidad, oportunidad, continuidad y confiabilidad”. 
Ello implica que las Municipalidades tienen la obligación constitucional de suministrarles a los 
habitantes de su jurisdicción, el agua potable que requieran para su consumo y desarrollo. 
Tercero: Este precepto constitucional está contenido en el Reglamento para la Operación y 
Administración del Acueducto Municipal de Belén. El artículo 4 del Reglamento expresa lo siguiente: 
“La Municipalidad prestará el servicio de agua potable, tomando las medidas necesarias para 
asegurar la operación, mantenimiento, la adecuada calidad del agua potable, mejoras, 
desarrollo, inversiones y servicios de las deudas. (…)”. 
 
Por su parte el artículo 6 dispone lo siguiente: “La Municipalidad concederá el servicio de agua 
potable, observando los siguientes lineamientos y definiciones: 

a. El agua potable es de uso domiciliar principalmente. 
b. No se concederá paja de agua para lotes que carezcan de 

edificaciones, excepto en los casos que sean para inicio de 
construcciones y siempre que existan suficientes recursos 
hidráulicos para disponerlo”. 

 
En relación con el agua para las urbanizaciones el artículo 40 del Reglamento expresa lo siguiente: 
“Previo al otorgamiento de la autorización para construcción de una Urbanización, la 
Municipalidad deberá analizar, por medio de resolución razonada, si está en capacidad de 
suministrar el servicio de agua potable”.  
Es claro con fundamento en lo artículos citados, que la Municipalidad tiene clara su responsabilidad 
en el suministro de agua potable, sin que existan justificaciones para no cumplir con su obligación. 
Cuarto: En relación con el alcance y obligaciones que le impone a la municipalidad el suministro de 
agua potable, la Sala Constitucional ha dispuesto lo siguiente: “Se declara con lugar el recurso 
por violación a los artículos 21, 45 y 50 de la Constitución Política. Se ordena a la 
Municipalidad de Alajuela, por medio de Fabio Molina Rojas o quien ocupe el cargo de Alcalde 
Municipal de Alajuela y de Eduardo Castro Salas o quien ocupe el cargo de Presidente del 
Concejo Municipal de la Municipalidad de Alajuela, que de inmediato se aboquen a hacer las 
modificaciones presupuestarias que se requieran en el año dos mil cinco, con el fin de que se 
ejecuten los estudios técnicos necesarios para que, en el dos mil seis, se brinde solución integral al 
problema que origina la estimatoria de este recurso, para lo que también los órganos municipales 
indicados deben verificar que se realicen las previsiones presupuestarias en el presupuesto 
del año dos mil cinco, con el fin de que las obras que se precisen cuenten con el 
financiamiento adecuado que permita su conclusión en el transcurso del dos mil seis. En el 



 

ínterin serán responsables el Alcalde y el Presidente del Concejo Municipal recurridos, de que 
ese ente municipal inicie, de inmediato, las obras que sean necesarias para efectuar las 
reparaciones posibles en las plantas de tratamiento situada en Montecillos y la de "Copan", con el 
objeto de disminuir el daño ambiental que se esta produciendo al estar fuera de operación. Para 
todo ello deberá la municipalidad recurrida, a través de su Alcalde y del Presidente del 
Concejo Municipal, asi como el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, por 
medio de Heibel Rodríguez Araya o a quien en su lugar ocupe el cargo de gerente de ese ente, 
realizar la coordinación que el caso amerite tendiente a solucionar integralmente el problema 
objeto de este recurso de amparo y que ha originado su estimatoria. Se ordena a la 
Contraloría General de la Republica, en la persona de Edwin Gamboa Miranda o quien ocupe 
el cargo de gerente de áreas de servicios municipales, que no autorice modificación 
presupuestaria para el próximo año ni el presupuesto para el dos mil seis proveniente de la 
Municipalidad de Alajuela, si no incluye las partidas respectivas para dar cumplimiento a este fallo. 
De igual forma, se le ordena al Ministerio de Salud, por medio de Francisco Cubillo Martínez o 
quien ocupe el cargo de Viceministro de Salud, que de conformidad con las 
responsabilidades que le corresponden como ente rector en materia de salud en el país y 
dentro del marco de sus competencias, de inmediato se giren las ordenes e instrucciones que 
corresponda, con el fin de que las autoridades locales de salud ejecuten las medidas que el 
ordenamiento jurídico le brinda, para constreñir a los responsables a que cumplan con las medidas 
legales y reglamentarias vigentes, en tutela de la salud y el medio ambiente los vecinos de la ciudad 
de Alajuela que se ven afectados con el problema objeto de estudio en este amparo que, además, 
provoca lesión al derecho de propiedad de la empresa amparada. Se le advierte a Fabio Molina 
Rojas o a quien ocupe el cargo de Alcalde Municipal de Alajuela; a Eduardo Castro Salas o a 
quien ocupe el cargo de Presidente del Concejo Municipal de la Municipalidad de Alajuela; a 
Heibel Rodríguez Araya o a quien ocupe el cargo de gerente de lnstituto de Acueductos y 
Alcantarillados; a Francisco Cubillo Martínez o a quien ocupe el cargo de Viceministro de 
Salud y a Edwin Gamboa Miranda, o a quien ocupe el cargo de gerente de Area de Servicios 
Municipales de la Contraloría General de la República, que de no acatar las ordenes dichas, 
incurrirán en el delito de desobediencia y, que de conformidad con el articulo 71 de la Ley de 
esta Jurisdicción, se le impondrá prisión de tres meses a dos años, o de veinte a sesenta días 
multa, a quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso 
de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté mas 
gravemente penado. Se condena a la Municipalidad de Alajuela, al Instituto Costarricense de 
Acueductos y Alcantarillados y al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados 
con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en la vía de 
ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Notifíquese la presente resolución a 
Fabio Molina Rojas o a quien ocupe el cargo de Alcalde Municipal de Alajuela; a Eduardo 
Castro Salas o a quien ocupe el cargo de Presidente del Concejo Municipal de la 
Municipalidad de Alajuela; a Edwin Gamboa Miranda, o a quien ocupe el cargo de gerente de 
Área de Servicios Municipales de la Contraloría General de la Republica; a Heibel Rodríguez 
Araya o quien en su lugar ocupe el cargo gerente del Instituto Costarricense de Acueductos y 
Alcantarillados y a Francisco Cubillo Martínez o a quien ocupe el cargo de viceministro de 
salud, en forma personal”. Voto 4002-05 
Si bien el voto se refiere al tema del manejo y tratamiento de las aguas residuales, tiene aplicación al 
tema de suministro de agua potable. A pesar de que el voto de la Sala Constitucional es claro, es 



 

importante destacar del mismo la obligación que posee la Municipalidad de proveer los recursos 
necesarios para dar solución a la problemática en forma inmediata. 
Quinto: La empresa efectuó los estudios necesarios con el fin de determinar si el acueducto 
municipal podía suplirle el agua necesaria para su desarrollo. 
A. Diagnóstico del Acueducto de Belén. La empresa Concesa efectuó en el mes de Febrero 
de 1998 un diagnóstico del acueducto, llegando a las siguientes conclusiones:   “Es claro que el 
Cantón de Belén cuenta con suficientes recursos hídricos en cuanto a cantidad, pero debe 
proteger su calidad. 
Las líneas de transmisión requieren mayor investigación e implementar ciertas 
medidas ya recomendadas, a fin de obtener de ellos mayor capacidad de transporte. 
Es evidente el déficit de almacenamiento en todos los subsistemas, situación que 
afecta la flexibilidad del servicio. 
Habrá que pensar, por ejemplo, en hacer uso del tanque viejo de La Asunción para 
Cariari. 
Es preciso también reestructurar los esquemas de funcionamiento de las redes de 
distribución de La Ribera y parcialmente las de San Antonio y La Asunción.   (…) 
Se requiere proponer alternativas para disminuir la excesiva demanda actual (vía 
cambios en la estructura tarifaria, educación al usuario, reparación de fugas 
intradomiciliarias, etc.) 
Y finalmente, es claro que debe replantearse la organización del departamento de 
acueducto, y proponer equipos mínimos para su funcionamiento”. 
Con fundamento en ambos estudios, es claro que el Acueducto de Belén tiene la capacidad de 
suministrarle agua al proyecto. 
B. Evaluación del Impacto del Proyecto”Paseo del Parque” en el Acueducto de la Ribera 

de Belén.  Mi representada contrató los servicios de la empresa DEHC Ingenieros 
Consultores con el fin de efectuar una valoración del impacto del proyecto en el acueducto. 

Las conclusiones de este estudio –estudio que fue presentado con nuestra solicitud a la 
Municipalidad- son las siguientes:  “Del corrimiento del programa para las diferentes opciones 
se desprende que el sistema soportará únicamente la construcción del proyecto si se 
aumenta la capacidad de almacenamiento en el volumen recomendado, así como el caudal de 
producción de los pozos Los mangos y la Ribera Nueva. (…) 
Con base en los resultados obtenidos nuestras recomendaciones son: 

1) Aportar un tanque de 245 m³, de modo que se cubra el déficit actual mas 
aquel que será causado por el desarrollo del proyecto. 

2) Reemplazar las bombas que se encuentran en los pozos Nuevo y Los 
Mangos. 

3) Procurar que la administración del Acueducto de Belén opere los pozos 
al caudal máximo recomendado por los estudios de CONCESA y 
Tecnoambiente”. 

Mi representada, en la Sesión Ordinaria N° 10-2005 celebrada el día 15 de febrero del año en curso, 
estuvo de acuerdo en aportar a la Municipalidad la construcción del tanque y los cambios de las 
bombas de los pozos, todo por un costo aproximado de 38 millones de colones. 
Sexto: En relación con el impacto del proyecto al ambiente, específicamente sobre el recurso 
hídrico, se han efectuado dos estudios. 
A. Estudio Hidrológico: En el mes de febrero del año en curso se efectuó el estudio por parte 



 

de la firma Dehc S.A. 
Las conclusiones del estudio son las siguientes:  “Si bien el desarrollo del Condominio propuesto 
aumenta el volumen total de aguas de lluvia que debe recibir Quebrada Seca, no existirá 
impacto negativo de este volumen adicional sobre el régimen de flujo actual de dicho cauce, 
porque se controlará la cantidad y velocidad del agua mediante una laguna de regulación y su 
respectiva estructura de descarga. La laguna separará y almacenará el exceso de volumen y 
lo descargará lentamente luego de que la lluvia haya disminuido en intensidad. El canal de 
descarga permitirá  que la velocidad de agua no sobrepase los límites prefijados para así 
evitar erosión en el punto de descarga”. No escapa al conocimiento de ese Municipio que la 
Ingeniera Laura Segura en el trabajo denominado “MODULACION HIDRAULICA DE LA 
QUEBRADA SECA PARA EL CONTROL DE INNUDACIONES EN EL CANTON DE BELÉN” de 
diciembre del año 2004, obra que realizara en coordinación con las autoridades técnicas y 
administrativas de la Municipalidad de Belén, verificó que nuestro proyecto no requiere rectificar el 
cauce en  la zona y que la obra de amortiguamiento propuesta era aceptable de acuerdo a las 
recomendaciones de ese estudio.  
B. Tratamiento de las Aguas Residuales: Para el tratamiento de las aguas residuales, la 
empresa construirá una Planta de Tratamiento con la asesoría de la empresa Amanco.  Es un 
sistema aeróbico que tiene, entre otras, las siguientes características: 
▪ Alta eficiencia para remoción de la carga orgánica 
▪ Ausencia de malos olores y otras molestias 
▪ Tamaño compacto 
▪ Fácil operación y mantenimiento 
 
El proceso biológico de tratamiento es de lodos activados, bajo la modalidad de aireación extendida, 
el cual tiene la ventaja de ser muy eficiente produciendo cantidades mínimas de lodo residual, lo que 
facilita las labores de operación  y mantenimiento dando como resultado un efluente que cumple con 
la normativa del Ministerio de Salud. 
Los componentes del sistema de tratamiento son los siguientes: 
▪ Cámara de entrada 
▪ Tanque aireador 
▪ Sedimentador secundario 
▪ Digestor de lodos 
▪ Lecho de secado de lodos 
▪ Caseta de sopladores 
Con base en el estos dos temas, se concluye que el proyecto no producirá un impacto negativo e 
irreversible en el recurso hídrico de la zona. 
Sétimo: Con base en los análisis bacteriológicos del agua efectuado por el Laboratorio Químico 
Lambda en el mes de abril del año en curso de los sistemas Asunción, La Ribera, Cariari, San 
Antonio, Echeverría y Santa Bárbara, se determina que “ … las muestras cumplen con los 
criterios microbiológicos para consumo humano …”. 
Con base en estos análisis de demuestra que el agua potable suministrada por la Municipalidad no 
posee problemas de calidad. 
Octavo: Uno de los criterios que utiliza este Concejo para el rechazo de nuestra solicitud es el tema 
de responsabilidad social. 
En primer lugar, debe quedar claro que no existe ningún fundamento constitucional o legal para 



 

incorporar este requisito como parte del trámite. 
A pesar de ello, mi representada estuvo de acuerdo en efectuar inversiones en la mejora del 
acueducto por un monto cercano a los 38 millones de colones y la colaboración para la adquisición 
de un terreno con fines comunales por una suma de 6.5 millones de colones. 
Con fundamento en que no existe obligación legal ni parámetros para su valoración, el ofrecimiento 
que mis representadas  hicieran oportunamente en cuanto a este rubro, obedeció a una estimación 
previa, de acuerdo con lo actuado por ese Municipio en relación a otros proyectos precedentes. No 
obstante ello,  el Concejo restringió la competencia de la  Comisión de Obras para resolver acerca 
del monto que se estimaba apropiado y con ello  no nos dio la oportunidad de  exponer nuestro 
planteamiento, y por que nó, de mejorar la oferta.   
Noveno: Paradójicamente, este Concejo por un lado aplica una restricción a mis representadas, y 
por el otro, sigue otorgando la autorización para el suministro de agua potable para otros proyectos. 
Ejemplo de ellos son los siguientes proyectos: 
▪ Urbanización Soleares, 25 lotes. Sesión 19-2005 de 29 de marzo del 2005. 
▪ Residencial Horizontes Haciendas de La Ribera, 95 unidades habitacionales. Sesión 

ordinaria 64-2004 de 12 de octubre del 2004. 
▪ Proyecto Miraluna de Hogares de Costa Rica, 283 lotes. Sesión de 2 de noviembre del 2004. 
Nos preguntamos entonces: ¿Por que se aplica la restricción únicamente a mis representadas y 
no a todos los gestionantes de permisos? 
Esta conducta del Concejo Municipal implica un trato desigual, y consecuentemente, una violación a 
mi derecho de igualdad. 
Décimo: En virtud de lo expuesto, el acuerdo recurrido resulta totalmente nulo, arbitrario e ilegal, 
tomando en cuenta lo siguiente:  
A. No es cierto que los estudios que señalan factores contaminantes atribuyan al  desarrollo 
habitacional la causa de esos males.  Se afirma en  la resolución que impugnamos que el agua 
superficial y los acuíferos están sujetos a contaminación por nitratos, derivados de solventes 
clorados, aceites y combustibles, material fecal y otros contaminantes.  Los estudios a los que se 
alude en la resolución dicha, establecen como causa del problema al sector industrial, al sector 
agropecuario y a los hogares que tienen tanque séptico.  Esa no es la situación de mis 
representadas quienes, en su propuesta de proyecto estableció en forma clara y precisa a esa 
Corporación que en dicho proyecto se construiría una planta de tratamiento de aguas negras y 
residuales que harían que los nitratos no lleguen a permearse y por consiguiente, no se advierte en 
el proyecto de mis representadas, que se vaya a generar problema de contaminación alguna.  Con el 
sistema de recolección y tratamiento de aguas, se establece entonces un plan de alcantarillado 
sanitario que permite mitigar la contaminación provocada por el desarrollo. 
 
B.  Se invocan en  la resolución que se impugna principios de orden público sanitario pero no se 
puntualiza cómo, desarrollos urbanísticos como el nuestro, vendrían a violentar la salud pública y el 
medio ambiente. Se da incluso, una evidente violación al principio de igualdad constitucionalmente 
protegido en el artículo 33 de la Carta Magna, puesto que la “moratoria de permisos” se circunscribe  
al sector de desarrollo habitacional pero, resulta ser, que de los estudios que aportamos como 
prueba, se extrae con meridiana claridad que los causantes de la eventual contaminación del manto 
acuífero y las aguas superficiales, son el sector industrial, el sector agropecuario y el uso de tanques 
sépticos para vivienda. Para ellos esa Corporación Municipal, no  se toma ningún tipo de  medida 
limitativa y eso es una clara violación al principio de IGUALDAD CONSTITUCIONAL,  lo que hace 



 

que el acto impugnado sea contrario a derecho, y ayuno de soporte jurídico y técnico. 
C.   Se afirma que se debe evitar que proyectos como el nuestro, vayan a producir un impacto 
ambiental sobre la comunidad: Todo lo contrario, con el estudio de impacto ambiental que 
aportamos, se demuestra que el proyecto  no producirá efectos ambientales significantes al 
ambiente, por lo tanto tal manifestación resulta improcedente e inaceptable para mis representadas 
quien cuenta con un alto historial y experiencia en materia urbana y constructiva y con una gran 
experiencia y respeto al ambiente en todos los proyectos que hemos desarrollado en distintos 
cantones de nuestro país.. 
Décimo Primero: Además de la alegada violación al derecho de un ambiente sano por las 
alegaciones ya indicadas, indicamos otro tipo de razones constitucionales y legales:  
A. El acuerdo constituye un acto administrativo que viene  a plantear una reforma parcial al 
Plan regulador del Cantón de Belén y por ello debió seguir el procedimiento indicado en el artículo 
17 in fine de la Ley de Planificación Urbana. Al no hacerse así, el acuerdo está viciado de nulidad 
absoluta.  
A las municipalidades se les encomendó la potestad de planificar y controlar el desarrollo urbano 
dentro de sus respectivos territorios,  a través de la confección y puesta en marcha de planes 
reguladores.  Tal competencia se infiere del artículo 13 inciso o) del Código Municipal, que atribuye a 
los concejos municipales, entre otras cosas “dictar las medidas de ordenamiento urbano”, atribución 
que es conteste con las norma 169 de la Carta Magna y con los lineamientos que la Sala IV dispuso 
en materia local en el voto 5445-99. 
Por su parte, la Ley de Planificación Urbana,  le otorga a los gobiernos locales competencia en esta 
materia, que se concretiza en  la aprobación y ejecución del respectivo plan regulador.  Por ello, las 
municipalidades son competentes  para planificar y controlar el desarrollo urbano mediante planes 
reguladores en los que podrán ordenar el suelo, determinar, la zonificación destinada a vivienda, 
comercio, industria, educación, recreación, y otros fines públicos y cualquier otro destino pertinente.  
Pero ha de entenderse que todo ello debe enmarcarse dentro de la RAZONABILIDAD PARA QUE 
SE DISPONGA DE UNA CORRECTA UTILIZACION DE LOS SUELOS A EFECTO DE QUE SE 
PUEDA DAR UN DESARROLLO RACIONAL Y ARMONICO lo que implicaría una actuación 
municipal que respeta principios constitucionales como la Razonabilidad y la proporcionabilidad lo 
que parece ignorarse en este caso pues se dicta un acto contrario a derecho y en franca 
contradicción con esos principios. 
Por ello, los planes reguladores son obligatorios tanto para el municipio que los dicta como para los 
particulares y el resto de la Administración Pública. Solo por medio de una ley y por un acuerdo 
válido de la Municipalidad correspondiente, se puede  “reformar, suspender o derogar” el plan 
regulador.  Para que esto se pueda dar, la reforma municipal requiere igual trámite que la adopción 
del plan (artículo 17 infine de la Ley de Planificación Urbana) y esto hace referencia tanto a mapas y 
planos  como a reglamentos conexos de desarrollo urbanos, así como de respetar el procedimiento 
de ley en el que incluso debe mediar una consulta pública y la aprobación del Instituto nacional de 
Vivienda y Urbanismo. 
De esto resulta que la Municipalidad está sujeta a límites formales y materiales, como en efecto lo 
apuntó el Asesor Legal de ese Municipio, que debe respetar  para cambiar el plan regulador y en el 
caso particular no se hizo así, pues concretamente  se debió agotar el procedimiento que establece 
el artículo 17 de la referida ley de planificación urbana.  Y aquí es conveniente indicar lo dicho en su 
momento por el Asesor Legal en cuanto a que “También la reforma pretendida no debe ser arbitraria, 
inequívoca, inequitativa o injusta, debe contar con el control de discrecionalidad permanente y por 



 

último, no debe ser retroactiva en perjuicio de derechos adquiridos y situaciones jurídicas 
consolidadas”, esto es precisamente lo que se da en contra de mis representadas causándonos 
daños y perjuicios cuantiosos con el acto que se recurre por este acto.  
La reforma que nos ocupa sería entonces NULA por ser arbitraria (al aplicar la moratoria únicamente 
al desarrollo habitacional, dejando por fuera el comercial, industrial y agropecuario),  por 
consiguiente sería inequitativa e injusta, no cuenta con un control de discrecionalidad permanente y 
lo que es más grave atenta contra los derechos adquiridos, como en el caso de mis representadas, 
que tienen el derecho subjetivo de exigir que no se les apliquen una regulación posterior a la 
existente al tiempo de presentar el proyecto para ser autorizado. 
Por otro lado, el acuerdo, viene a limitar el derecho de propiedad en términos de que ningún 
proyecto de desarrollo habitacional, puede ser construido dentro del plazo de 12 meses y ello 
constituye otra de las violaciones pues se erige como una limitación absoluta al “ius edificandi”, 
según lo que ha indicado la jurisprudencia de la Sala Constitucional  ( pueden consultarse los votos 
2004-05018, 2001-01959 y 2000-00244 entre otras),,  
B.  El citado acuerdo violenta lo establecido por el artículo 132 de la LGAP toda vez que el 
mismo no resulta ni claro, ni preciso y mucho menos abarca todas las cuestiones de hecho y 
derecho surgidas del motivo. Se utilizan criterios ambientales y de salud pública sin precisar por qué 
los desarrollos como el de mis representadas violan esos principios.  Tan sólo se citan pero no se 
puntualiza violación alguna, lo que hace que se trate de un acto contrario a derecho, y ayuno de 
soporte jurídico y técnico. 
C.  De todo lo anterior, se desprende que se están negando derechos subjetivos a los 
administrados y particularmente a mi representada. Al denegarse un derecho subjetivo del 
administrado y alejarse tal denegatoria del dictamen de la  Asesoría Legal (como órgano consultivo) 
el acuerdo municipal de marras debió ser debidamente motivado de lo cual carece  y que 
impugnamos ya que ese acto no lo está de manera  suficiente (art 136 de la LGAP). pues el  
acuerdo recurrido, hace alusión  a criterios genéricos de orden público sanitario y medio ambiente 
sin precisar en qué consiste la violación o la afrenta específica a esos valores del ordenamiento 
jurídico, debido a lo cual no se ajusta al marco regulador de marras. 
D.  Se indica igualmente que es mejor evitar la llegada de más habitantes al Cantón por cuanto 
esto afectará la prestación de servicios públicos: Todo Cantón está sujeto al crecimiento. y eso es 
imposible de evitar en un país en crecimiento, en donde un cantón no puede ser la excepción De 
hecho, por eso se regula dicho crecimiento a través de las normas de los planes reguladores. La 
propia Municipalidad dispuso las reglas para el crecimiento del Cantón estableciendo una densidad 
mucho mayor a la que MIS REPRESENTADAS, de forma voluntaria dispuso construir. En otras 
palabras, la propia normativa, que enmarca necesariamente la actuación del Concejo Municipal, es 
la que autoriza el desarrollo de un proyecto como el Paseo del  Parque. 
Décimo Segundo: Con base en los argumentos de hecho y derecho, quedó demostrado lo 
siguiente: 
A. Que no existe razón legal o técnica que fundamento la decisión del Concejo Municipal. 
B. Que el Concejo Municipal tiene la obligación de proveer a los habitantes del cantón el 
suministro de agua potable en términos de calidad, cantidad y oportunidad. 
C. Que la Municipalidad no puede alegar como justificaciones para el incumplimiento de sus 
deberes, la carencia de recursos económicos, técnicos o humanos. 
D. Este Concejo debe proceder a autorizar la disponibilidad de agua en los términos y 
condiciones requeridas para el desarrollo del proyecto. 



 

IV . PETITORIA. 
Por todo lo anteriormente expuesto, razones de hechos y citas de derecho, solicito ante esa 
honorable Corporación Municipal,, revocar el acuerdo dicho por ser absolutamente nulo, ilegal  e 
inconstitucional, lo anterior sin perjuicio del recurso de revocatoria con apelación en subsidio que 
igualmente deduzco contra la resolución que remite al conocimiento de la Alcaldía el silencio positivo 
oportunamente alegado,   y para el caso de que ese órgano mantuviera el acuerdo, desde ya dejo 
interpuesto el recurso vertical de apelación para ante el Tribunal Superior Contencioso Administrativo 
jerarca impropio de ese Concejo. 
V.- PRUEBA 
Toda la documentación a la que se ha hecho referencia consta de los expedientes donde mis 
representadas han planteado la presentación y solicitud de aprobación  tanto  a nivel de la Comisión 
de Obras y del Concejo, como a nivel  administrativo.  El único documento nuevo, es el que hace 
referencia al estudio de Impacto Ambiental que ya está agregado al expediente, para los efectos de 
este recurso y por el que demostramos de manera lapidaria que no hay afrenta alguna contra el 
medio ambiente.   
VI. NOTIFICACIONES. 
Señalamos para atender notificaciones para ante el Concejo Municipal el siguiente número de fax  
256-1808, en atención al Lic. Claudio Murillo y para ante el Jerarca Impropio el siguiente número de 
fax  256-1808, en atención al Lic. Claudio Murillo. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA :  Remitir para su análisis y 
recomendación a la Dirección Jurídica. 
 
ARTICULO 10. Se conoce el Oficio 2674 de Ana Isabel Arias Barrantes, en su condición de 
apoderada con facultades suficientes para este acto de las sociedades VIVICON  DESARROLLOS, 
S.A., y MONTARAS DEL NORTE, S.A., manifiesta:  En tiempo y forma, viene a interponer 
RECURSO DE REVOCATORIA CON APELACIÓN EN SUBSIDIO Y NULIDAD CONCOMITANTE 
contra el Capítulo II, artículo 8 que consta del Acta 36-2005 de la Sesión Ordinaria del 14 de junio 
del año 2005 (Acta Sesión Ordinaria 36-2005 del 14 de junio de los corrientes en cuanto deniega el 
recurso hídrico que solicitaron oportunamente para surtir de agua potable al proyecto PASEO DEL 
PARQUE de sus representadas.  La resolución de cita es improcedente y es absolutamente nula por 
contrariar una disposición prohibitiva del ordenamiento jurídico. 
 
Razones del recurso:  El artículo 835 del Código Civil (aplicable a la especie en forma supletoria en 
razón de lo dispuesto por los artículos 6, 7, 9 y concordantes de la Ley General de la Administración 
Pública) en relación a los artículos 128 siguientes y concordantes de la Ley General de la 
Administración Pública, dispone que existe nulidad absoluta en los actos cuando falte alguno de los 
requisitos esenciales de validez del acto o cuando se haya tomado contra lo dispuesto por una 
norma de carácter imperativo o prohibitivo.  Sus representadas, antes de la resolución que se 
impugna plantearon de manera expresa el silencio positivo, argumentándose que: 
 
A.-  Sus representadas hicieron expresa solicitud para que se le confiera el otorgamiento de las 
pajas de agua necesarias para el proyecto dicho. 



 

B.-  Expresamente se dio por notificada acerca de la resolución en virtud de la cual, ese Concejo 
Municipal anula el acuerdo municipal del Acta de la Sesión Ordinaria 25-2005 del 26 de abril del 
2005. 
C.-  Ello equivale a no haberse tomado por parte del Concejo Municipal, dentro del término de ley, 
acuerdo alguno tendiente a aprobar o improbar la solicitud de concesión de agua potable para el 
proyecto dicho. 
D.- Por haber transcurrido el término de ley sin haber resuelto nuestra solicitud y siendo que hemos 
cumplido con todos y cada uno de los requisitos de ley, ha operado entonces el silencio positivo y 
por ende, solicitamos tener por aprobada la solicitud de otorgamiento de pajas de agua potable para 
el Proyecto Paseo de Parque por aplicación del instituto del silencio positivo.  El artículo 330 de la 
Ley General de la Administración Pública claramente dispone:  
 
“El silencio de la Administración se entenderá positivo cuando así se establezca expresamente, o 
cuando se trate de autorizaciones o aprobaciones que deben acordarse en ejercicio de las funciones 
de fiscalización y tutela.  También se entenderá positivo el silencio cuando se trate de solicitudes, de 
permisos, licencias y autorizaciones”.  Por su parte el artículo 331 de la ley de cita indica que “el 
plazo para que surja el silencio positivo será de un mes,  a partir de que el órgano reciba la solicitud 
de aprobación, autorización o licencia como los requisitos legales”  y agrega: “ACAECIDO EL 
SILENCIO POSITIVO NO PODRA LA ADMINISTRACION DICTAR UN ACTO DENEGATORIO DE 
LA INSTANCIA, NI EXTINGUIR EL ACTO SINO EN AQUELLOS CASOS Y EN LA FORMA 
PRESCRITOS POR ESTA LEY”. Es evidente entonces que en relación al silencio positivo, se 
establece una disposición de carácter prohibitivo para la  Administración, al indicarse: “ACAECIDO 
EL SILENCIO POSITIVO NO PODRA DICTARSE UN ACTO DENEGATORIO DE LA INSTANCIA, NI 
EXTINGUIR EL ACTO”. El silencio administrativo se hizo valer antes de que ese honorable Concejo 
dictara el acto que ahora impugno y prueba de ello es que  por resolución que consta  en  la sesión 
36-2005 Capítulo III, artículo 19, se toma nota de él y se remite para su estudio e instrucción a la 
Alcaldía. Al leer el acuerdo que ahora impugnamos, notamos que resulta evidente que la señora 
Presidenta de ese Concejo Municipal, al recibir la gestión de silencio positivo dicha, puso a 
consideración de los señores Concejales la solicitud de concesión de pajas de agua que mis 
representadas  habían planteando, argumentando que estaba pendiente de resolución.  Eso lo hizo 
en abierta violación al numeral 331 de la Ley General de la Administración Pública puesto que el 
silencio  positivo le impedía al Concejo tomar acuerdo denegatorio posterior a la interposición del 
silencio positivo. 

P E T I T O R I A 
De ahí que lo actuado en esa sesión en cuanto  a denegarle  a Mis representadas el recurso 

hídrico sea absolutamente nulo y por ende, vengo  a solicitarlo así, a efecto de que ese Concejo, 
revoque el acto dicho por ser absolutamente nulo y en su defecto, tome un acuerdo que indique que 
al haber operado el silencio positivo, debe tenerse por aprobadas las pajas de agua 
correspondientes. 

De mantenerse el acto, a pesar de la nulidad evidente y manifiesta, solicito se de curso al 
recurso de apelación para ante el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, que ha 
de conocer como Superior Jerárquico impropio, ante quien ampliaré los motivos de nuestra 
inconformidad. 
 



 

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA :  Remitir para su análisis y 
recomendación a la Dirección Jurídica. 
 
ARTICULO 11. Se conoce el Oficio 2708 de los señores Carlos E. Rodríguez A., cédula 4-094-324, 
Senia Lara Rodríguez, cédula 2-446-233, Aquilina Rodríguez, Rosa Ma. Lara Rodríguez, cédula 9-
071-607, Ana Lara Rodríguez, cédula 2-462-072, Vilma Ma. Rodríguez, cédula 4-125-335, Raúl 
Enrique Muñoz C., cédula 2-343-104, Germán Rodríguez R., cédula 4-113-515, Myriam Álvarez 
Rodríguez, cédula 2-310-515, Martha Elena Rodríguez A., cédula 2-583-982, Nuria Álvarez B., 
cédula 2-302-591, María Jesús Chaves, cédula 4-124-138, Fernando Mora Garita, cédula 4-105-755 
y Celia Chacón Jiménez, todos vecinos de Barrio Fátima, en el cual indican:  queremos manifestar 
nuestro problema, el cual sabemos que ustedes pueden solucionar muy profesionalmente.  Estamos 
molestos porque tenemos treinta días de haber hecho la denuncia ante la municipalidad por la 
siguiente situación:  el propietario de “El Alto del abuelo” (La Ribera de Belén, Barrio Fátima); están 
desviando las aguas hacia las propiedades nuestras y nos están causando problemas.  Solicitamos 
que se tomen las medidas necesarias para solucionar dicho asunto. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:    PRIMERO: Solicitar a la Alcaldía atender la queja planteada 
en lo que corresponda y  proceda a responder a los afectados. SEGUNDO:  Incorporar la queja en el 
expediente de la presente Acta.  
 
ARTICULO 12. Se conoce el Oficio 2710 del señor Alvaro Solera González, con fecha 5 de julio del 
2005, en el cual indica que: En la sesión ordinaria número 27-2005 del Concejo Municipal, celebrada 
el 5 de mayo del 2005, en el artículo 2, la presidenta municipal Mariana Chaves Rodríguez, propone 
“...que se brinde una respuesta a los desarrolladores en el sentido que será resuelto una vez 
que se realice la audiencia pública del primero de junio, para incluir un Transitorio al Plan 
Regulador...” (el resaltado es nuestro).  
Sin embargo, el 19 de abril se le envía a ese Concejo  una copia de la nota con fecha 6 de abril 
pasado del Instituto Costarricense de Vivienda y Urbanismo (copia adjunta) referente a que mientras 
no se modifique el Plan Regulador actual, este sigue “inalterable”. 
Así mismo se le envió con fecha 12 de abril pasado a ese Concejo copia del criterio del licenciado 
Juan José Sobrado Chaves (copia adjunta) referente a que aunque una normativa pueda ser 
suspendida con carácter general, esta suspensión no puede surtir efectos de actos cumplidos 
bajo su vigencia. 
En el dictamen de la Dirección Jurídica número DJ-048-2005 de esa municipalidad el Lic. Ennio 
Rodríguez es muy claro al decir que la moción para suspender en forma temporal el otorgamiento de 
disponibilidad de agua y permisos de construcción a los proyectos de desarrollo habitacional, 
comercial o industrial, en condominio o urbanización es inconstitucional. 
Por lo anterior, es muy claro, que existen suficiente elementos de juicio para que un regidor de la 
municipalidad pueda determinar que llamar al pueblo de Belén a una audiencia según el Artículo 17 
de la ley de Planificación Urbana No. 4240 es llamarlo a opinar sobre un acto ilegal, lo que es una 
monstruosidad.  
Es también muy claro por los documentos anteriores, que a los proyectos que el Concejo de 
Municipalidad de Belén pretende suspender los permisos de construcción tienen ya un derecho 
adquirido bajo la ley costarricense.  
 



 

Siendo además este ejercicio, un desgaste para parte administrativa de la Municipalidad de Belén y 
un despilfarro de los recursos de los contribuyentes del Cantón. 
El pequeño grupo de presión de la Ribera, al que el Concejo pareciera estar respondiendo, en 
número no representa ni el cuarto del uno porciento de la población de 21.350 habitantes del 
Cantón. 
Por favor, solicito muy respetuosamente a ese Concejo, que explique por qué persiste en una 
actuación tan irracional e ilegal y solicito que rectifique esta forma de actuar. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO: Remitir a la Comisión de Seguimiento del Plan 
Regulador.  SEGUNDO: Comunicar al Sr. Alvaro Solera.  
 
ARTICULO 13. Se conoce el Oficio 2416 de la Sra. Sandra María Rodríguez Mora, miembro de la 
Junta de Educación de la Escuela España, con fecha de recibido 14 de junio del 2005, en la cual 
manifiesta:  ha sido un gran honor, la confianza que han depositado  en su servidora, durante estos 
años llamándome a formar parte de la Junta de Educación de la Escuela España.  Con el debido 
respeto deseo presentar mi renuncia al puesto en el que ustedes generosamente me colocaron.  Las 
razones de la misma son personales por lo que agradezco la acojan y permitan a otra persona 
entregarse con cariño, dedicación y responsabilidad a tan importante labor, tratando siempre de 
buscar lo mejor para la más grande institución de nuestro querido Belén. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Tomar nota e incorporar en el expediente de la presente Acta.  
 
ARTICULO 14. Se conoce el Oficio CJ-29-06-05, de la Comisión Permanente Especial de Juventud, 
Niñez y Adolescencia de la Asamblea Legislativa, recibido el 30 de junio del 2005, el cual indica:  La 
Comisión Permanente Especial de Juventud, Niñez y Adolescencia tiene para su estudio el proyecto 
“Proyección de los niños, niñas y adolescentes contra la ludopatía Expediente No. 15.582, cuyo texto 
fue publicado en la Gaceta No.113 del 10 de junio del 2004, y sobre el cual me permito hacer 
consulta formal a su representada.   
El Reglamento de la Asamblea Legislativa establece en su artículo 157 (consultas institucionales) lo 
siguiente:  “...Si transcurridos ocho días hábiles no se recibiere respuesta   a la consulta a que se 
refiere este artículo, se tendrá por entendido que el organismo consultado no tiene objeción que 
hacer el proyecto”. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Remitir a la Dirección Jurídica para su valoración. 
 
ARTICULO 15.  Se conoce el Oficio  con fecha 30 de junio del 2005 de María E. Anejo de  Cabildos 
Populares de Costa Rica, en el que manifiestan:  Uno de los temas más importantes que se discutirá 
el presente año es la ratificación o rechazo del Tratado de Libre Comercio en la Asamblea 
Legislativa.  No obstante, a nivel municipal dicha discusión pareciera ajena al quehacer de las 
corporaciones municipales pese al serio impacto que tendría en las mismas.  
Por esa razón, en nombre de la organización de Cabildos Populares, afiliada a la Comisión Nacional 
de Enlase que agrupa a las organizaciones  que han estudiado a fondo el TLC, y hemos decidido 
alertarles sobre algunos aspectos que afectan directamente a los gobiernos locales y por ende a los 
ciudadanos residentes en cada cantón del país, con algunos de los aspectos que consideramos más 
relevantes en el documento que se adjunta a la presente. 



 

Alternativas como “Comercio Justo”, resultan muy atractivas, viable y más congruente con nuestra 
idiosincrasia.  Proyectos e ideas alternativas de productos y servicios novedosos,  desarrollo 
ecológico y agricultura orgánica, aprovechamiento racional del recurso hídrico, desarrollo  creativo 
de fuentes laborales que no degraden ni a nuestra  gente ni nuestros recursos como es el turismo 
ecológico, mayor aprovechamiento de las universidades y el potencial educativo no forman parte del 
Tratado pero sí de nuestro potencial y de las opciones que debemos explorar antes de creer que 
todo el desarrollo futuro debe fundarse exclusivamente en un Tratado mal negociado. 
Consideramos que es de vital importancia que Concejo Municipal que abra un espacio a la discusión 
e información a todos los habitantes del cantón para que conozcan pormenores de dicho tratado, 
sea mediante Cabildos Abiertos donde todas las partes, con igualdad de oportunidades, que puedan 
manifestar sus inquietudes, dentro del estilo conciliador, de diálogo y amplitud democrática que ha 
caracterizado al país.  Desde ya nos ponemos a las gratas órdenes de esa Municipalidad para 
aportar expositores con amplios conocimientos y facilidad de expresión para que ilustren con mayor 
detalles los puntos citados arriba o cualquiera otro que consideren importante discutir en su cantón.  
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Facilitar copia a los Regidores y Síndicos para su análisis. 
 
ARTICULO 16. Se conoce el Oficio  con fecha 05 de julio del 2005, de la Federación de 
Municipalidades de Heredia, con el asunto:  Solicitud de Apoyo.  Hace algunos meses solicitamos 
vuestro apoyo para rescatar la Reliquia Histórica del Régimen Municipal –el edificio de la Antigua 
Gobernación de Heredia- gestión que culminó con éxito según les informamos hace algunos días.  
Hoy de nuevo solicitamos el respaldo para evitar que nuestro recurso natural más preciado –el agua- 
sea entregado a la empresa privada o mantenido en posesión por un ente cuya misión no es 
favorecer especialmente los recursos naturales. 
Ojo de Agua, es fuente de vida que la naturaleza puso en territorio herediano para hermanarnos en 
la recreación, el deporte, la cultura y el servicio, los corredores acuíferos  que lo alimentan, yacen 
bajo nuestras moradas y bosques, son parte de nuestro ser y de nuestra razón de ser.  Nos 
pertenece no simplemente para  explotarlo, sino para protegerlo en beneficio de todos los 
costarricenses:  los de hoy y los de siempre, los de San José, los de Puntarenas  y  los que nos 
visitan.  Los gobiernos locales, debemos proteger sin disimulo lo que es nuestro.  Costa Rica y sus 
recursos nos pertenecen.  Mantengamos alerta. Adjuntamos acuerdo tomado por el Concejo 
Directivo en su sesión del 01 de julio en curso, así como copia de nuestra propuesta como proyecto 
de ley.  
SE ACUERDA:   Con carácter urgente, ante la amenaza de que la Naciente de Ojo de Agua se 
entregada a una empresa privada mediante una ley, solicitar a todas las municipalidades apoyar la 
iniciativa de la Federación de Municipalidades de Heredia –mediante el envío de sendos acuerdos a 
la Comisión Permanente Especial de Ambiente de la Asamblea Legislativa, - para que dicha 
naciente le sea trasladada a la Federación de Municipalidades de Heredia conforme al proyecto 
adjunto. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO: Remitir a la Comisión de Rescate del Balneario Ojo 
de Agua. SEGUNDO:  Remitir copia a la Alcaldía.  
 
 



 

CAPITULO IV 
 

INFORME DE COMISIONES 
 
INFORME DE LA COMISION ESPECIAL DE PRESUPUESTO. 
 
ARTICULO 17. Se presenta  dictamen de la Comisión Especial de Presupuesto sobre el  Manual de 
Modificaciones Administrativas el cual dice:  Considerando:   
 Que la Alcaldía presenta el manual de Modificaciones Administrativas en el Oficio DAF-MEM-

039-2005, en el acta 12-2005 artículo 23. 
 Que el Consejo lo envía a la comisión de presupuesto el 29 de junio del 2005 en Sesión 

Ordinaria 38-2005. 
Por lo tanto esta comisión dictamina:  Visto y analizado el Manual de procedimientos y limitaciones 
para realizar modificaciones administrativas al presupuesto municipal consideramos que es 
importante incluir en el procedimiento los siguientes puntos; 1. Pasar informe a Auditoría Interna,  2.  
Pasar informe a Concejo para su conocimiento.  3.  Si la modificación interna de oficio considera 
servicios personales, debe presentarse como modificación interna y no de oficio.  
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Dejar en estudio para el 12 de julio del 2005. 
 
 
INFORME DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS SOCIALES Y CONDICIÓN DE LA MUJER. 
 
ARTICULO 18. Se presenta Oficio de fecha 05 de julio del 2005, de la Coordinadora de la Comisión, 
Sra. Virginia  Lorena Venegas, el cual dice: Reciban un cordial saludo y a la vez les comunicamos 
que el día 17 de junio del 2005, se llevó a cabo el Acto de Graduación de Manejo Básico de Oficina, 
en el auditorio Marco Tulio Salazar, del Centro de Investigación y Docencia en Educación de la UNA.  
Para la Comisión en pleno, fue de gran satisfacción que este grupo de jóvenes del Cantón de Belén, 
abrieran una puerta más a sus conocimientos y esperamos darle seguimiento con el fin de 
comprobar a corto plazo, si aprovecharon lo aprendido y si lo pusieron en práctica en el campo 
laboral. 
 
La Presidenta Municipal, Sra. Mariana Chaves Rodríguez, manifiesta una sincera felicitación por los 
logros alcanzados y  solicita que respetuosamente se publique en el periódico  Estación 5, con el fin 
de que se impulse a los jóvenes del cantón  a continuar luchando por su superación.  
 
INFORME DE COMISION DE SEGURIDAD VIAL DEL CANTON 
 
ARTICULO  19. El Regidor Suplente, Sr. Desiderio Solano Moya presenta el siguiente informe de la 
Comisión que elabora el proyecto para mejorar lo relativo a la seguridad vial en nuestro cantón: 1.  
Se acuerda que este proyecto llevará el nombre “En Belén la prioridad es el peatón”. 2.  
Recomendaciones a corto plazo:  a.  Constituir lo más pronto el COLOSEVI (Consejo Local de 
Seguridad Vial).  b.  A través de la Unidad de Comunicación, realizar campañas de educación y 
concienciar a la población de que  “En Belén la prioridad es el peatón y que la velocidad es de 40 
KPH”.  Se sugiere la confección de calcomanías donde este signo debe indicar la leyenda anterior.  



 

c.  Asignar los recursos  necesarios  para la instalación de semáforos, pasos peatonales, 
señalizaciones; donde lo viene asignando y aprobando la comisión interinstitucional.  d.  Esta 
Municipalidad debe tener  un señalamiento especial para los centros educativos del Cantón.   3.  
Recomendaciones a largo plazo:  a.  Deben programarse campañas de educación vial, al inicio del 
periodo lectivo.  b.  La reparación de aceras y construcción de nuevas aceras donde no existan, es 
una medida que se debe tomar con los vecinos.  
 
El Regidor Suplente, Sr. Desiderio  Solano Moya resalta que  en estos últimos 2 meses  fallecieron 2 
personas atropelladas,  aparentemente por problemas de alta velocidad. 
 
La Alcaldesa, a. i., Sra. Marielos Segura Rodríguez, indica que actualmente solo  hay 3 miembros 
activos que son el Ministerio de Salud, el representante de la Asociaciones y la Cruz Roja, por lo que 
el COLOSEVI  no  dará capacitación, asignará  recursos o hará señalamientos, por no estar 
debidamente constituido el COLOSEVI en Belén. 
 
La Presidenta Municipal, Sra Mariana Chaves Rodríguez señala que el dinero para los semáforos ya 
esta previsto en este presupuesto y que hay que motivar a la comunidad a la participación en estos 
proyectos, por lo que se le encomienda a la Comisión ayudar a la Alcaldía Municipal, para la 
motivación de la formación del COLOSEVI, debido a que es muy urgente la conformación de éste.  
 
El representante de la Dirección Jurídica, Lic. Francisco Ugarte, recalca que la conformación del 
COLOSEVI es una amplia labor debido a que inclusive se debe hacer un reglamento sobre ésta. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Avalar el informe de la Comisión de Seguridad Vial del Cantón.  
 
 

CAPITULO V 
 

INFORME  DEL ALCALDE,  AREAS Y UNIDADES. 
 

El Alcalde Municipal Víctor Víquez Bolaños, plantea los siguientes asuntos: 
 

INFORME DEL ALCALDE. 
 
ARTICULO  20. La Alcaldesa Municipal, a. i., Marielos Segura Rodríguez presenta los Estados 
Financieros del mes de mayo, mediante el memorando AM-M-332-2005. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Tomar nota y archivar.  SEGUNDO:  Remitir copia 
a los Regidores y Síndicos. 
 
ARTICULO  21. La Alcaldesa Municipal, a. i., presenta  el  memorando AM-M-333-2005, donde 
adjunta el Oficio del  licenciado Francisco Ugarte Soto, por cuyo intermedio traslada a esta Alcaldía 
el oficio MB-027-2005, suscrito por el licenciado Luis Antonio Álvarez Chávez, por medio del que se 
atiende acuerdo tomado por los señores concejales en sesión ordinaria Nº36-2005. 
 



 

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter para estudio el Oficio MB-027-2005, presentado por el 
Lic.  Luis Antonio Álvarez Chávez, Asesor Legal de la Municipalidad de Belén, para el día 12 de julio 
del 2005.  
 
CONSULTAS AL ALCALDE MUNICIPAL. 
 
ARTICULO  22. El Regidor Suplente, Sr. Desiderio Solano Moya, informa que mañana 06 de junio, a 
las 9:30 se realizará la presentación del Proyecto de  Manejo de Desechos Sólidos y Ordinarios en el 
Cantón de Belén, por parte de la Srta. Grettel Agüero Alfaro en la reunión de Directores y Asesores 
de la Alcaldía. 
 
El Regidor Propietario, Marco Tulio Chacón Sánchez, indica que el tema se debe exponer 
formalmente al Concejo debido a que el estudio surge  por una moción presentada por su persona. 
 
La Presidenta Municipal, Sra. Mariana Chaves Rodríguez, solicita a  la Alcaldesa, la presentación del 
Proyecto de  Manejo de Desechos Sólidos y Ordinarios en el Cantón de Belén, en la medida de lo 
posible para el martes 19 de julio, dado que  se debe coordinar con la Srta. Grettel Agüero Alfaro, la 
cual no esta trabajando para la Municipalidad.  
 
ARTICULO  23. La Regidora Propietaria, Sra. Lorena Venegas, consulta a la Alcaldesa, en qué 
estado esta lo del alcantarillado pluvial de Parque Horacio Murillo y cuándo inicia la  2da etapa del 
Parque. 
 
La Alcalde Municipal, a. i., Marielos Segura Rodríguez, indica que ya se presentó el proyecto del 
Alcantarillado Pública  para refrendo ante la Contraloría y que están esperando respuesta para esta 
semana, por lo que en cualquier momento arranca y con respecto a la 2da etapa del Parque Horacio 
Murillo, el  contrato con la  empresa que se adjudicó  esta en la Asesoría Jurídica. 
 
ARTICULO 24. El Regidor Propietario, Sr. Marco Tulio Chacón Sánchez, señala a la Alcaldesa que 
esta pendiente la entrega de la información de como nace a la vida jurídica una calle pública, todo el 
procedimiento. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Solicitar al Alcalde Municipal la atención de los asuntos 
expuestos por los miembros del Concejo Municipal. 
 
INFORME DE LA DIRECCIÓN JURÍDICA. 
 
ARTICULO 25.  Se conoce Oficio  DJ-177-2005 del Director Jurídico Ennio Rodríguez Solís. Nos 
referimos al oficio Ref. 2510/2005, del 04 de mayo del presente año, por medio del cual nos solicita 
el análisis y recomendación, en relación con el proyecto de ley denominado “Ley de regulación de 
casetas y mecanismos de acceso a barrios residenciales”, expediente No 15.664, publicado en La 
Gaceta No 165 del 24 de agosto de 2004, en los siguientes términos: 
 
I- MOTIVACIÓN DEL PROYECTO: 
 



 

El proyecto pretende establecer algunas medidas de protección a los residenciales y barrios del 
país, los cuales vienen siendo golpeados por una ola de robos a las casas, asaltos y abusos a niñas 
y niños. Que la instalación de agujas de paso o sistemas de similares  de regulación de tránsito, 
permiten que las comunidades se defiendan  ante los peligros que les asechan a diario, tanto sobre 
sus bienes personales como sobre su integridad física, lo que permite obtener una mejor seguridad 
ciudadana y, con ella, una mejor calidad de vida.  
 
El objetivo del proyecto es crear una normativa con respecto a la instalación de estos sistemas de 
control de acceso, para que los vecinos de barrios, residenciales y caseríos que cumplan con los 
requisitos estipulados, puedan establecer dichos sistemas de control y prevención en caminos 
vecinales, locales o no clasificados.  
 
Se expone en la motivación del proyecto que la actual Ley General de Caminos Públicos se 
encuentra completamente desactualizada en esta materia.  
 
Los aspectos esenciales del proyecto de interés son: 
 

1- No se puede impedir el libre tránsito del personas en las calles públicas, por imperio 
constitucional (artículo 22 de la Carta Magna, Título, Derechos y Garantías Individuales), 
pero ello no obsta que se pueda regular según ciertos criterios específicos. 

2- En general, este tipo de casos corresponde a caminos vecinales que son administrados por 
los gobiernos locales, por lo tanto, les corresponde a ellos, la reglamentación de dicho 
asunto. 

 
II. ANÁLISIS Y  CONTENIDO DEL PROYECTO. 
 
El proyecto es una propuesta interesante y en términos generales, el texto legal lo componen 
catorce artículos.  
El objeto previsto en el artículo 1 es regular todo lo atinente a la instalación de casetas de seguridad 
y mecanismos de regulación de acceso de personas y vehículos en caminos vecinales.  
De conformidad con el artículo 2 los vecinos de una comunidad podrán solicitar al Concejo Municipal 
respectivo la autorización para la instalación de casetas de seguridad, para ubicarlas en aceras, 
parques, franjas verdes, o privadas (jardines y otros), para ser destinados a puestos de seguridad, 
respetando el derecho al libre tránsito en todo el territorio nacional.  
El artículo 3 establece los requisitos indispensables que debe acompañar la solicitud de la 
instalación de caseta de vigilancia. Igualmente la caseta debe cumplir con algunos requisitos 
estructurales según lo exige el artículo 4. 
El Concejo se someterá al procedimiento para el tramite de solicitud de caseta, tal y como lo ordena 
el artículo 5 del proyecto de interés. 
Por otra parte el artículo 6 regula lo relacionado con los mecanismos de regulación, que se refieren a 
la posibilidad de solicitar a los Concejos Municipales la instalación de agujas de seguridad, cadenas 
o cualquier mecanismo de regulación de acceso a ser instalado junto a la caseta respectiva. Para tal 
fin el artículo 7 enumera la procedencia de tales mecanismos en: 
 
“a) En urbanizaciones de circuito cerrado; o sea, aquellas que no conectan a dos o más localidades 
o urbanizaciones. 
b) En fraccionamientos cerrados, o sea, construidos frente a calles públicas que no cuenten con más 
de un mismo ingreso y egreso, denominado también calle sin salida. 
c) En fragmentos o sectores residenciales en los que la distribución de las calles permita la 
instalación de estos mecanismos, siempre y cuando existan casetas de seguridad y efectivos de 
seguridad de manera permanente, regulando el acceso.” 



 

   
Por su parte el artículo 9, se establecen requisitos adicionales a los previstos en el artículo 4, para el 
caso de la instalación de los mecanismos de regulación que deberán cumplir los interesados. El 
concejo municipal respectivo, otorgarán la autorización de la instalación del mecanismo de 
regulación, según lo dispone el artículo 10 propuesto.  
Es importante señalar que las condiciones para el uso de caseta y mecanismo de regulación, según 
el artículo 11 del proyecto son: 
 
“a) No podrán limitar el libre tránsito vehicular o peatonal 
b) No podrán solicitar el nombre de la persona que ingresa, ni documentos de identidad, Únicamente 
podrá solicitarse información sobre la familia que se visita o motivo de la visita y se anotará el 
número de placas del automotor respectivo, en el caso que corresponda. 
c) Deberán contar con un guarda de seguridad que se encargue de elevar la aguja, al momento de 
que transite un peatón o vehículo por la vía pública, por lo que dicho servicio deberá darse las 
veinticuatro horas del día, Dicho empleado, podrá ser un guarda de seguridad privado. 
d) En ningún momento podrá tenerse mecanismo obstruyendo la vía pública sin contar con el guarda 
que maneje la misma.” 
 
Los últimos artículos del proyecto regulan el tema de la revocatoria de la autorización del uso de 
instalaciones públicas, en vista de que se considera que se trata de un uso en precario, por lo que 
no podrá alegarse derecho adquirido sobre el particular.  
Una vez analizado y valorado el articulado del proyecto, se pueden establecer las siguientes 
consideraciones: 
La Constitución Política, fuente principal del ordenamiento jurídico costarricense, tutela la libertad de 
tránsito, razón por la que el cierre total o parcial de una vía pública, sea transitorio o definitivo, afecta 
y lesiona dicha libertad fundamental garantizada constitucionalmente en el artículo 22 de la Carta 
Magna, que en lo conducente dispone:  
 
“... Todo Costarricense se puede trasladar y permanecer en cualquier  punto de la República o fuera 
de ella, siempre que se encuentre libre de responsabilidad, y volver cuando le convenga...” 
 
 Por su parte la Ley General de Caminos Públicos ( Ley No 5060 del 22 de agosto de 1972 y sus 
reformas), regula de manera especial y específica la competencia de las autoridades nacionales y 
municipales en lo referente a la administración y tutela de las vías públicas que integran la red vial 
nacional y la red vial cantonal. 
 
Disponen los artículos 28 y 32 íbidem en lo que resulta de interés: 
 
“...Artículo 28. – Queda terminantemente prohibido al Ministerio de Obra Públicas y Transporte y a 
las Municipalidades otorgar permisos o derechos de ocupación, disfrute, uso o simple posesión del 
derecho de vía de los caminos públicos o ejercer actos que impliquen en cualquier forma de los 
mismos  por parte de las personas. Los que ejercieren tales actos sobre terrenos públicos al cuidado 
del Ministerio de Obras Públicas y Transportes o de las Municipalidades serán desalojados 
administrativamente por éstos dentro de los siguientes quince días contados a partir de la 
prevención escrita que se efectúe al responsable; todo sin perjuicio de la multa aplicable y del 
resarcimiento de los daños y perjuicios que se hubieren causado...”. 
 
“...Artículo 32. – Nadie tendrá derecho a cerrar parcial o totalmente o estrechar, cercando o 
edificando, caminos o calles entregados por ley o de hecho al servicio público o al de propietario o 
vecinos de una localidad, salvo que proceda en virtud de resolución judicial dictada en expediente 
tramitado con intervención de representantes del Estado de la municipalidad respectiva o por 



 

derechos adquiridos conforme a leyes anteriores a la presente o a las disposiciones de esta ley. La 
resolución judicial se comprobará con certificación de la misma, y la adquisición con el título 
respectivo; ambas deberán mostrarse y facilitarse a la autoridad que lo exija. 
Quien contraviniere lo anterior será juzgado conforme a las leyes penales correspondientes si, según 
la naturaleza del hecho, se determina la existencia del delito indicada por el artículo 227 del Código 
Penal o la contravención prevista en el artículo 400 del mismo Código, todo ello sin perjuicio de la 
reapertura de la vía sin lugar a indemnización alguna por mejoras o construcciones...”. 
 
Consecuente con lo anterior la Sección Tercera del Tribunal Contencioso Administrativo, en el voto 
No 206-2001 de las diez horas del nueve de marzo del dos mil uno, puntualmente señaló: 
 
“...  Una de las materias clásicamente reservadas a la ley lo constituye el ejercicio de los derechos 
fundamentales, sobre el particular el artículo 19, párrafo 1°, de la Ley General de la Administración 
Pública dispone  expresamente que “ El régimen de los derechos constitucionales estará reservado 
a la ley, sin perjuicio de los reglamentos ejecutivos correspondientes”. Nuestra Constitución Política 
consagra en el artículo 22 la libertad de tránsito o el derecho de libre circulación, al establecer que 
“Todo costarricense puede trasladarse y permanecer en cualquier punto de la República...”. 
 El artículo 32 de la Ley General de Caminos Públicos establece, por su parte, que  
“Nadie tendrá derecho a cerrar parcial o totalmente o estrechar, cercando o edificando, caminos o 
calles entregado por la ley o de hecho al servicio público o al propietario o vecinos de una 
localidad...”. Esa libre circulación se ejercita a través de las vías públicas que conforman la red vial 
nacional y cantonal, por lo que no puede pretender  un grupo de vecinos de un barrio o urbanización 
pretender que con autorización  del Gobierno Municipal limite o restrinja esa garantía individual.  
 
Consecuentemente, cualquier restricción o limitación al derecho de la libre circulación, por mínima 
que sea,  debe estar, ineluctablemente, contemplada en una ley.   
 
Se ha dicho reiteradamente que para que las corporaciones municipales puedan autorizar a los 
vecinos de una urbanización o barrio de circuito cerrado o ubicados en una calle sin salida la 
instalación de casetas de seguridad y agujas en las vías públicas debe dictar la Asamblea 
Legislativa una ley que regule ese aspecto y que habilite expresamente para actuar de esa forma.  
 
Para mayor abundamiento, la citada Sección Tercera, en el voto No 437- 2002 de las diez horas 
quince minutos del veintiséis de abril del dos mil dos, sostuvo en lo que interesa: 
 
“, la instalación de casetas de seguridad y agujas en las vías públicas, debe dictar la Asamblea 
Legislativa una ley que regule ese aspecto y que las habilite expresamente para actuar de esa 
forma.” 
 
De esta manera se sugiere con el proyecto en estudio que lo que pretende el legislador proponente 
de iniciativa legislativa es dar cabal cumplimiento al requisito de establecer en una ley ordinaria la 
regulación precisa de casetas de seguridad y agujas en las vías públicas, en virtud del principio de 
reserva de ley que opera en la materia sin embargo, esta Dirección Jurídica llama la atención de 
este Concejo que es posible aún aprobándose tal ley, la misma tendría una cuestionable regularidad 
constitucional pues al tenor de lo que dispone nuestra Constitución Política en el artículo 22, la 
libertad de tránsito es una garantía fundamental que no puede restringirse, salvo en casos de 
excepción, como podría ser una emergencia nacional.  
 
III. CONCLUSIONES 
De acuerdo con lo anteriormente expuesto esta Dirección Jurídica arriba a las siguientes 
conclusiones: 



 

a) El objetivo del proyecto es crear una normativa con respecto a la instalación de estos 
sistemas de control de acceso, para que los vecinos de barrios, residenciales y caseríos que 
cumplan con los requisitos estipulados, puedan establecer dichos sistemas de control y 
prevención en caminos vecinales, locales o no clasificados. 

 
b) El proyecto en estudio pretende dar cabal cumplimiento al requisito de establecer en una ley 

ordinaria la regulación precisa de casetas de seguridad y agujas en las vías públicas, en 
virtud del principio de reserva de ley que opera en la materia, según las resoluciones 
reiteradas por parte del Tribunal Superior Contencioso. 

 
c) Aún y cuando se apruebe la ley propuesta y analizada, a juicio de esta Dirección Jurídica la 

misma tendría una cuestionable regularidad constitucional pues al tenor de lo que dispone 
nuestra Constitución Política en el artículo 22, la libertad de tránsito es una garantía 
fundamental que no puede restringirse, salvo en casos de excepción, como podría ser una 
emergencia nacional.  

 
IV. RECOMENDACIÓN 
En virtud de todas las consideraciones expuestas,  recomendamos a ese concejo Municipal, que en 
atención a los objetivos y fines que persigue el proyecto, se adopte una acuerdo que disponga 
sugerir a la Comisión Permanente de Gobierno y Administración de la Asamblea Legislativa, que se 
busque con los requisitos legales del caso, una Consulta Facultativa de Constitucionalidad ante la 
Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Dejar en estudio para el próximo 12 de julio del presente año. 
 
INFORME DE LA UNIDAD TRIBUTARIA. 
 
ARTICULO 26. El Coordinador de la Unidad Tributaria, Sr. Gonzalo Zumbado Zumbado, mediante el 
memorando No. MEM-115-2005,  presenta para análisis y aprobación   por parte del  Concejo 
Municipal, la recomendación  de esta Unidad Tributaria,  relacionada con la solicitud de exoneración 
de impuesto de espectáculos públicos, presentada por el señor Oscar Castillo Rojas, cédula tres – 
ciento noventa y cinco – mil cuatrocientos cincuenta, en calidad de Director Ejecutivo de la Sociedad 
Cámara Costarricense del Libro cédula tres – cero cero dos – cero cincuenta y uno ciento sesenta – 
cero cinco, por las entradas que se vendieron en la citada finca. 
Antecedentes: 
Que el señor Oscar Castillo Rojas, cédula tres – ciento noventa y cinco – mil cuatrocientos 
cincuenta, en calidad de Director Ejecutivo de la Sociedad Cámara Costarricense del Libro cédula 
tres – cero cero dos – cero cincuenta y uno ciento sesenta – cero cinco, el día 13 de junio de este 
año, mediante trámite 2435, presentó ante la Unidad de Servicio al Cliente solicitud para la 
realización la 8ª Feria Internacional del Libro, a realizarse durante los días del 24 de junio al 03 de 
julio de este año. 
Que la Unidad Tributaria, mediante resolución 133-2005, le aprueba a la Cámara Costarricense del 
Libro la actividad, quedando sujeto a la aprobación del Concejo Municipal, la exoneración del 
Impuesto de espectáculos públicos. 
Que el señor señor Oscar Castillo Rojas, presento mediante trámite de fecha 22 de junio de este 
año, la solicitud de exoneración del impuesto de espectáculos Públicos, por la venta de 25.000 
entradas para el público en general con un valor de ¢ 500.00 (quinientos colones exactos) cada uno. 



 

Que según se establece en el artículo 6ª del Reglamento de Espectáculos Públicos de la 
Municipalidad de Belén, en cual indica: “Están exentos del pago del impuesto de espectáculos 
públicos y de diversiones no gratuitos que se realicen en los cines, teatros, salones de baile,  
discotecas, locales, estadios y plazas, en general todo espectáculo público que se realice con motivo 
de festejos cívicos patronales, veladas, turnos, ferias y novilladas, pero únicamente cuando el 
producto integro se destine a fines escolares, de beneficencia, religiosos o sociales, previa 
aprobación del Concejo Municipal de Belén. 
Que el evento esta siendo organizado por la Cámara Costarricense del Libro, que por su constitución  
es una Asociación sin fines de lucro, con el único afán es incentivar el uso de la lectura. 
Que la Presidencia de la República y la Ministra ai de Cultura, Juventud y Deportes, mediante oficio 
número 030-C, declaró “del interés cultural la VIII Feria del Libro en Costa Rica; que se realizará 
desde el 24 de junio hasta el 03 de julio del 2005, en el Centro de Exposiciones Pedregal, en San 
Antonio de Belén, en Heredia” 
Por Tanto: 
Visto que el objetivo de la VIII  Feria Internacional  del Libro en Costa Rica, permitirá dinamizar la 
circulación del libro y fomentar su lectura en Costa Rica y en la Región de Centro América y el 
Caribe, todo esto en aras de recuperar el buen hábito de leer, es que esta Unidad Tributaria 
considera que la misma se puede catalogar como una actividad de beneficio social y como es 
organizada por la Cámara Costarricense del Libro, que es una organización sin fines de lucro 
perfectamente demostrable, esta Unidad Tributaria recomienda al Honorable Concejo Municipal, 
exonerar del pago de impuesto espectáculos públicos a la Cámara Costarricense del Libro, por las 
entradas vendidas durante la actividad denominada:  VIII  Feria Internacional  del Libro en Costa 
Rica           
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: PRIMERO: Avalar la recomendación del la Unidad Tributaria.  
SEGUNDO:  Exonerar del pago de impuesto espectáculos públicos a la Cámara Costarricense del 
Libro, por las entradas vendidas durante la actividad denominada:  VIII  Feria Internacional  del Libro 
en Costa Rica.           
 
INFORME DE LA SECRETARIA DEL CONCEJO MUNICIPAL 
 
ARTICULO 27. La Secretaria del Concejo Municipal Rocío Vargas Morales , informa que en La 
Gaceta No.127 del viernes  primero de julio del 2005.  Se publica la convocatoria a la Audiencia 
Pública que se celebrará el día 4 de agosto del 2005, al ser las 3:00 p.m., en el Gimnasio del 
Polideportivo de San Antonio de Belén, para presentar a los munícipes y/o interesados la siguiente 
propuesta:  “Incluir un transitorio en el actual Plan Regulador de Belén, que suspenda 
inmediatamente, en general, el otorgamiento de disponibilidad de agua y de permisos de 
construcción, a los proyectos  e desarrollo habitacional, comercial  e industrial, en condominio o 
urbanización, por el tiempo necesario para actualizar y poner en ejecución el nuevo Plan Regulador 
para el Cantón de Belén, a la luz de los nuevos elementos conocidos”. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Remitir copia al expediente de la Audiencia Pública. 
 

 
CAPITULO VI 



 

ATENCIÓN AL PUBLICO 
 

ARTICULO 28. Se atiende a los miembros del Comité de la Persona Joven para su juramentación. 
 
La Presidenta Municipal, Sra. Mariana Chaves Rodríguez, les felicita por su participación y por el 
nombramiento que han recibido, se les desea que realicen una excelente labor y procede a la 
juramentación  
 
El Presidente del Comité de la Persona Joven de Belén, Sr. Mainor González Quesada, presenta al 
equipo de trabajo:   Jacqueline Rodríguez Chacón, representante de la Organizaciones juveniles,  
Carol Mora Morales, representante del Comité de Deportes,  Engel David Araúz Torres, 
representante de Organizaciones juveniles, Gabriel Prohiv, representante de los colegios,  Esteban 
Valverde Mora, representante del los colegios.  Además aprovecha para manifestar que están 
dispuestos para ayudar y colaborar en lo que requiera el Concejo Municipal, a la vez  solicita que se 
les colabore con la probación del presupuesto e informa que por el momento están trabajando con el 
proyecto Belén 2030. 
 
La Presidenta Municipal, Sra. Mariana Chaves Rodríguez, les agradece que estén trabajando tan 
activamente en beneficio de la juventud.  
 
ARTICULO 29. Se atiende al Sr. Mario Castillo, Presidente de la Cámara Costarricense del Libro 
sobre el asunto de la Feria Internacional del Libro. 
 
La Secretaria del Concejo Informa que el Sr. Mario Castillo comunicó que no podrá presentarse a la 
sesión. 
 
ARTICULO 30. Se atiende a los representantes de la empresa Fomento Urbano, los cuales 
expondrán sobre un proyecto de Urbanización en Belén. 
 
La Presidenta Municipal, Sra. Mariana Chaves Rodríguez da la bienvenida y les da la palabra para 
exposición. 
 
El Mba. Guillemo Bonilla A., Gerente General de la empresa Fomento Urbano, S. A., agradece la 
anuencia a recibirlos  y presenta al equipo de trabajo que lo acompaña:   Osvaldo Quesada Brenes,  
Roy Mata Mejías,  Osvaldo Quesada Brenes,  Mauricio Castro Castro, Laura Chinchilla Flores. 
 
La Sra. Laura Chinchilla Flores, representante de la empresa Fomento Urbano, S. A., procede a 
realizar  la presentación: 
 
PRESENTACIÓN DE FOMENTO URBANO.  Somos una sólida empresa que por más de 33 años se 
ha dedicado ininterrumpidamente al desarrollo de urbanizaciones y condominios, ocupando siempre  
una posición de liderazgo.  En estos años hemos tenido la satisfacción de construir los barrios y los 
hogares demás de 70000 familias del área metropolitana.    Reconocidos en el medio Financiero – 
Comercial como: GRUPO FOMENTO URBANO, S.A. 



 

Composición del GRUPO:  FOMENTO URBANO: Empresa  promotora y vendedora de proyectos del 
Grupo. VIVIENDAS DEL SUR, S.A. VISUSA – MULTIGREGA, S.A.: Empresas propietarias y 
desarrolladoras de proyectos del Grupo. VIVIENDAS Y DESARROLLO, S.A. VIDESA : Empresa 
inversionista del Grupo VIVIENDAS DEL NORTE, S.A. VINOSA: Empresa en proceso de fusión con 
VIDESA, S.A.   
“Las residencias de Fomento Urbano brindan una  calidad de vida y un valor que va más allá de su 
precio” “Brindar conceptos residenciales que deleiten a nuestros clientes”. Personal altamente 
calificado para servirle a usted. Desglosado en : Personal de campo y administrativos para servirle 
como se lo merece, porque usted   es la razón de ser de nuestra empresa. 
 
PERFIL DE NUESTRO CLIENTE 
Edad promedio: 40 años 
Ocupación: 
90% profesionales 
35% empresario 
65% asalariado 
Ingreso familiar ¢1.5000.000.00 
Número promedio de Hijos 1 
 
PROGRAMA PARA LA EXCELENCIA 
Nuestra empresa consultora y desarrolladora ha sido la primera y única en el país, en obtener un 
premio dentro de este prestigioso programa. 
 
PROYECTOS EN EJECUCIÓN 
San Joaquín de Flores Heredia - Hacienda las Flores 
San Pablo de Heredia – Rincón Verde 
San Pablo de Heredia – Interamericana 
 
 
PROYECTOS EN TRAMITE 
Viareal – Tibás – 33 viviendas 
Villa Flores – San Lorenzo de Flores – 233 Viviendas 
Edificios La Granja – San Pedro – 120 Apartamentos  
Villasol – San Antonio de Belén – 32 Viviendas 
 
VILLASOL 
Ubicación: 
Provincia:  Heredia 
Cantón:   Belén 
Distrito:   San Antonio 
Dirección exacta: Costado Sur del Colegio Panamericano  
 
GESTIONES Y CONSULTAS 
Uso de suelo y alineamiento 
Disponibilidad de Agua Potable 



 

Aprobación Desfogue Pluvial  (Se autoriza el desfogue pluvial de un Proyecto de Urbanístico en la 
finca con Plano Catastrado ... H 956040-2005 
 
PLANTA DE TRATAMIENTO 

• Tratamiento de aguas residuales tipo aeróbico por medio de Lodos activados. 

• Ventajas: 

• Tratamiento intensivo que requiere muy poca área 

• No produce olores molestos  s los vecinos 

• El biogás producido es ventilado rápidamente a la atmósfera 

• Planta dimensionada para cubrir a 132 personas, con una dotación de 200 litros por persona 
por días 

• La jornada de operación es de 24 horas, los 365 días del año. 

• No se generan aguas residuales al terrero 

• Planta de tratamiento con ubicación aprobada 

• Sistema con capacidad para 32 familias según requerimientos del Ministerio de Salud (4 
personas/casa, funcionando simultáneamente). 

• De acuerdo a políticas de salud y en cuanto a diseño y dimensionamiento para el proyecto, 
la planta abastecerá a las 32 familias. 

• La planta de tratamiento (efluente) NO contaminará el río Bermúdez 
 
DURACIÓN DEL PROYECTO 
Construcción de obras de urbanización: 6 meses 
Duración por casa de habitación: 4 meses 
Tiempo de finalización total del proyecto:  2 años 
 
PLAN DE ACCIÓN APOYO A LA COMUNIDAD. 
Propuesta de Mejora: Parque infantil Residencial Las Flores 
Pintar juegos existentes 
Construir acera interna 
Colocar 2 mesas redondas con sillas. 
 
La Sra. Laura Chinchilla Flores, representante de la empresa Fomento Urbano, S. A., concluye la 
presentación y manifiesta su anuencia a evacuar cualquier  consulta.   
 
El Vicepresidente del Concejo, Sr. Erick Villegas González,  consulta si se trata de una urbanización 
o un condominio. 
 
El Mba. Guillermo Bonilla A., Gerente General  de la empresa Fomento Urbano, S. A., responde que 
es un residencia, en el cual se va a vender la casas construidas.  
 
La Presidenta Municipal, Sra. Mariana Chaves Rodríguez, les indica que fue muy clara su 
presentación y les agradece se presencia.  
 



 

El Mba. Guillermo Bonilla A., Gerente General de la empresa Fomento Urbano, S. A., Les agradece  
el tiempo brindado. 
 

Sin más asuntos por tratar a las 8:30 p.m., concluye la Sesión Municipal. 
 
 
 

Rocío Vargas Morales      Licda. Mariana Chaves Rodríguez 
Secretaria Municipal, a. i.    Presidenta Municipal 
 


